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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


Art. (arts.) 
Cfr. 

Dr. 

ed. 

La Corte 
Lic. 

LSIA 


MJA 

Mtro. (a) 
NNA 

No. N?. Num. 
passim. 

p (pp.) 
REDAM 
RICPL 


(sic) 
Vid. (vid in extenso) 
vol. 


Artículo (artículos) 

Confrontar 

Doctor 

edición 

Suprema corte de justicia de la nación 
Licenciado (Licenciada) 

Licenciado (a) en sistemas informáticos 
administrativos 

Maestro en justicia administrativa 
Maestro (Maestra) 

Niñas, niños y adolescentes 

Número 

en varias partes 

página (páginas) 

Registro de deudores alimentarios 
Reglamento interior del consejo del poder 
judicial del estado de Guanajuato 

cita textual 

Ver (ver ampliamente) 

volumen 
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Oposición a los documentos e incidente criminal en 
materia mercantil. Tratamiento en juicio 


Juez Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 
Introducción 


as pruebas documentales, y los actos o hechos jurídicos constituidos en ellos, 

que se ofrecen como prueba en los juicios mercantiles, pueden ser combatidos 

de diferentes formas. El trámite más común es la objeción, la cual se interpone 
desde la contestación de la demanda, o de la contestación a la vista, con el fin de 
no reconocer dichos documentos como prueba idónea, o que no se les conceda el 
valor probatorio adecuado para justificar las acciones o excepciones. Las objeciones 
de contenido de documento privados y el desconocimiento de firma, y la falta de 
requisitos formales, o de elementos vinculatorios al negocio principal, son las que se 
tramitan con mayor frecuencia. 


Dentro del procedimiento mercantil, también se prevé la figura de la 
impugnación de documentos, a través de la forma de oposición al contenido del 
mismo, a su naturaleza, o a la causa de donde proviene el mismo, resolviéndose en el 
mismo juicio y en su proceso tradicional. Lo poco frecuente es hacerlo por medio del 
incidente criminal. 
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La figura jurídica del incidente criminal en materia mercantil es poco utilizada, 
en razón que su manejo procesal, procedencia y fin, es poco conocido, o un poco más 
complejo. Siendo esta la razón para incluirlo en el estudio dentro del presente trabajo, 
con el que se pretende identificar su trámite y fundamentación, así como la suspensión 
del procedimiento en los casos específicos. Según la norma, no existe diferencia en 
el manejo que se hace del incidente de oposición en los juicios ejecutivos, y ordinarios 
mercantiles, respecto a la oposición del valor y naturaleza de los documentos. Sin 
embargo, considero que sí existe una diferencia, por lo que, para lograr explicar la 
diferencia, es necesario recurrir a las instituciones procesales que se desarrollan a 
continuación. 


18 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


|. Desarrollo 


ara adentrar en el tema, es necesario formular la diferencia entre las figuras 
de oposición a la validez de los documentos, y de impugnación, las cuales se 
precisan de la siguiente manera: 


Objeción. Derivado del contenido del artículo 1250 del código de comercio, el 
legislador prescribe que los documentos presentados en juicio mercantil, pueden ser 
objetados desde la contestación de la demanda y su vista; desahogando de manera 
procesal, sin más trámite que la interposición de la excepción con las pruebas “sin 
necesidad de tramitar incidente” tal como se explica en el ordenamiento normativo 
que se transcribe: 


“(...) Artículo 1250.- En caso de que se niegue o se ponga en duda la 
autenticidad de un documento, objetándolo o impugnándolo de falso, 
podrá pedirse el cotejo de letras y/o firmas. Tratándose delos documentos 
exhibidos junto con la demanda, el demandado si pretende objetarlos o 
tacharlos de falsedad, deberá oponer la excepción correspondiente, y 
ofrecer en ese momento las pruebas que estime pertinentes, además de 
la prueba pericial, debiendo darse vista con dicha excepción a la parte 
actora, para que manifieste lo que a su derecho convenga respecto a 
la pertinencia de la prueba pericial, y reservándose su admisión para el 
auto admisorio de pruebas, sin que haya lugar a la impugnación.(....)” 


1 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código de comercio. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/ 
CCom.paf consultado el 11 de mayo de 2023 
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De tal manera que, en primera fase, se infiere que el incidente de objeción 
o de impugnación no suspenden el procedimiento. Sin embargo, haré mis propias 
anotaciones en la continuación del presente trabajo de investigación. Por lo pronto, 
como ya se expuso, el concepto derivado de la figura de la objeción, continuaré con 
el de impugnación, como se cita en los siguientes artículos que se mencionan. Para 
seguir una lógica, se transcriben los preceptos normativos que contiene la figura en 
estudio: 


Impugnación. Para el estudio del incidente criminal en materia mercantil, es 
necesario ocurrir a los preceptos normativos del código de comercio vigente en nuestro 
país, y hacer el estudio de la oposición de los documentos, tanto en la objeción como 

en impugnación, así como algunos tratamientos que se reproducen a continuación: 


*(...) Artículo 1349. Son incidentes las cuestiones que se promueven en 
un juicio y tienen relación inmediata con el negocio principal, por lo que 
aquéllos que no guarden esa relación serán desechados de plano. 


Artículo 1358. En los incidentes criminales que surjan en negocios 
civiles, se observará lo dispuesto en el Código de Procedimientos 
Penales respectivo. 


Artículo 1250 bis. En el caso de impugnación y objeción de falsedad 
de un documento, además de lo dispuesto en el artículo anterior, se 
observará lo dispuesto en las siguientes reglas: 


VI. Si durante la secuela del procedimiento se tramitare diverso proceso 
penal sobre la falsedad del documento en cuestión, el tribunal, sin 
suspender el juicio y según las circunstancias, podrá determinar al dictar 
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la sentencia si se reservan los derechos del impugnador para el caso en 
que penalmente se demuestre la falsedad o bien puede subordinar la 
eficacia ejecutiva de la sentencia a la prestación de una caución.? 


Artículo 1251.- En el caso de que alguna de las partes sostenga la 
falsedad de un documento que pueda ser de influencia notoria en 
el pleito, se observarán las prescripciones relativas del Código de 
Procedimientos Penales respectivo. (...)" 


Así, el código de federal de procedimientos civiles describe perfectamente la 
figura de una falsedad: 


“(...) ARTICULO 141.- Cuando alguna de las partes sostenga la falsedad 


de un documento, se observarán las prescripciones relativas de las 
leyes penales aplicables. En este caso, si el documento puede ser de 
influencia en el pleito, no se efectuará la audiencia final del juicio, sino 
hasta que se decida, sobre la falsedad, por las autoridades judiciales 
del orden penal, a no ser que la parte a quien beneficie el documento 
renuncie a que se tome como prueba. 


Cuando concluya el procedimiento penal sin decidir si el documento es 
o no falso, el tribunal de lo civil concederá un término de diez días para 
que rindan las partes sus pruebas, sobre esos extremos, a fin de que, en 
la sentencia, se decida sobre el valor probatorio del documento. 


El subrayado en negritas es propio, con el objeto de dar secuencia para ilustrar 


la figura y manejo normativo del Incidente Criminal en materia Mercantil. 
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ARTICULO 142.- Las partes sólo podrán objetar los documentos 
dentro de los tres días siguientes a la apertura del término de prueba, 
tratándose de los presentados hasta entonces; los exhibidos con 
posterioridad podrán serlo en igual término, contado desde que surte 
efectos la notificación del auto que los haya tenido como pruebas. (...).”* 


En materia oral mercantil, en sentido enunciativo, se pronuncia el numeral 
1390 Bis 40, donde se trata la impugnación, y su manera de formularla, que es 
completamente diversa a la sugerida por los numerales alusivos a la objeción de 
documentos, como se aprecia con la reproducción del texto del numeral invocado a 
continuación: 


“(...) Artículo 1390 Bis 40.- Los incidentes deberán promoverse 
oralmente en las audiencias y no las suspenderán. Se exceptúan los 
incidentes relativos a la impugnación de documento o de nulidad del 
emplazamiento, mismos que se substanciarán en la forma que más 
adelante se precisa. La parte contraria contestará oralmente en la 
audiencia y, de no hacerlo, se tendrá por precluido su derecho. 


Tratándose de una cuestión que requiera prueba y de ser procedente su 
admisión, el juez ordenará su desahogo en audiencia especial o dentro 
de alguna de las audiencias del procedimiento, en la cual escuchará los 
alegatos de las partes, en el orden que determine. Enseguida se dictará 
la resolución, si fuera posible; en caso contrario, citará a las partes para 
dictarla en audiencia dentro del término de tres días. 

3 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código federal de 


procedimientos civiles. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/pdf/CFPC.pdf consultado el 11 de mayo de 2023 
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Cuandolas partes no ofrezcan pruebas o las que propongan no se admitan, 
el juez, sin mayores trámites, dictará la resolución correspondiente, si 
fuera posible; en caso contrario, citará a las partes para dictarla en 
audiencia dentro del término de tres días. 


Si en la audiencia de juicio no pudiere concluirse una cuestión incidental, 
el juez continuará con el desarrollo de la audiencia, resolviendo la 
incidencia previamente al dictado de la sentencia definitiva. (...)” 


Una vez que se han expuesto los contenidos preceptúales, respecto al 
tratamiento normativo de los incidentes de objeción e impugnación, es preciso hacer, 
de manera explicativa, la diferencia que se menciona en el siguiente tema. 
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Objeción 


24 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


ll. Diferencias procesales y sustantivas de la objeción e impugnación 
de documentos en juicio mercantil 


on el objeto de ilustrar la diferencia entre objeción e impugnación de los 
documentos traídos a juicio, se hace una breve referencia de ambas figuras a 
continuación: 


Para dar una noción de la “objeción de documentos” —según Luis García López 
Guerrero— 


“(...) la objeción deberá ser razonada jurídicamente y soportada con 
los medios de prueba idóneos, tanto para la actora como para la 
demandada. En el caso de quien los ofrece en juicio, ya sean de las 
partes o provenientes de tercero, será necesario perfeccionarlos para 
que en caso de objeción no pierdan eficacia en cuanto al alcance 
probatorio que se les pretenda dar (...).”* 


La objeción, en ambos casos, deberá ser manifestada expresamente en el juicio, 
junto con los razonamientos en los cuales se basa, acompañada debidamente de los 
documentos base que la soporten, ya que la mejor forma de desvirtuar el alcance 
jurídico de un documento, es con la exhibición de otro que lo neutralice. 


En otro orden de ideas, se comenta la impugnación de documentos, por 
diferentes causas que se comentaran con más precisión en líneas siguientes: 


4 García López Guerrero, Luis: Documentos privados insuficientemente objetados 
por el propio firmante, valor probatorio de los, en Anuario jurídico. Nueva serie. 
UNAM-IIJ. México. 1998. p. 229 
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Para el efecto de vincular el estudio de las figuras en comento, es necesario 
hacer referencia al código de procedimientos civiles del extinto Distrito Federal, — 
Hágase la aclaración que, para entrar en tema, es necesario atender a los artículos 
abrogados para citarlos como antecedentes—. A continuación, se hace alusión a ellos 
para explicar las figuras comprometidas. Se desarrolla la referencia para empezar a 
formular la diferencia entre objeción y falsedad de documentos. 


Para seguir el estudio, se partirá de la tesis con rubro “Documentos. Objeción 
e impugnación de falsedad. Diferencias (código de procedimientos civiles para el 
Distrito Federal)”: 


*(...) La objeción y la impugnación de falsedad de documentos previstas 
en los artículos 335 y 386 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, respectivamente, son instituciones diferentes, en 
razón a su naturaleza, finalidad, materia, plazo y sustanciación. En 
conformidad con el primero de los preceptos, la objeción es el medio 
dado por la ley para evitar que se produzca el reconocimiento tácito 
del documento privado y para conseguir de esa manera, que el valor 
probatorio del propio instrumento permanezca incompleto. En cambio, 
la impugnación de falsedad, prevista en el artículo 386 del citado 
ordenamiento, constituye un acto jurídico distinto que opera en 
diferentes circunstancias a las de la objeción de un documento privado, 
puesto que esta impugnación se ejercita para evidenciar la falsedad de 
un documento, ya sea público o privado. En atención a la naturaleza 

5 Novena Época. Registro digital: 168680. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.40.C.146 C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 


Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Octubre de 2008, página 
2358 
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de las citadas instituciones, la diferencia radica en que, la objeción es 
un acto jurídico, esto es, una expresión de voluntad tendente a poner 
de manifiesto, que quien la produce no está dispuesto a someterse al 
documento privado contra el cual se formula ni a pasar por él. (...)” 


como documento eficaz que colme en su totalidad requisitos formales, o 
hechos esenciales que sirvan para resolver el fondo. Muy por el contrario, se desvirtúa 
su eficacia probatoria plena en juicio. 


“(...) De manera que la actitud de quien opone tal reparo, evita incurrir, 
en el no hacer o en la pasividad ante el instrumento, por ende, dicha 
conducta activa consigue que no se produzca el reconocimiento tácito 
del documento privado. Por cuanto hace a la impugnación de falsedad se 
encuentra que, aunque implica también una manifestación de voluntad, 
la característica que la distingue es que está dotada de un propósito 
más enérgico, porque a diferencia de la objeción, en la que sólo se 
busca no incurrir en la impasibilidad para que un documento privado no 
quede perfeccionado, en la impugnación de falsedad, la voluntad está 
encaminada a privar de efectos al documento que, por alguna razón, ya 
tiene pleno valor probatorio, como por ejemplo: un documento público, 
o bien, un documento privado atribuido a la contraparte del oferente de 
la prueba, cuya firma ha sido reconocida por su autor, etcétera. De esta 
manera, para que quede patentizado el sentido hacia el cual se orienta 
la voluntad del promovente del incidente de impugnación de falsedad, al 
plantearse, deben exponerse claramente los motivos específicos por los 
cuales se redarguye de falso el documento, así como las pruebas con 
las que éstos se pretendan demostrar, las cuales deben ofrecerse en 
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términos del artículo 386 del Código de Procedimientos Civiles. Esto se 
logra a través de la formulación de una demanda incidental, en la cual 
esté indicada la petición y la causa de pedir, así como las pruebas aptas 
para demostrar esta última. Otra de las diferencias que existe entre las 
instituciones en estudio es la atinente a su finalidad, pues la objeción 
tiene como presupuesto la aportación al juicio de un documento privado. 
Esta clase de instrumentos son imperfectos y necesitan de otro medio 
probatorio para poder completarse. Uno de los medios que da la ley 
para perfeccionar al documento privado es el reconocimiento tácito, 
que surge de la impasibilidad de la contraparte del oferente frente a tal 
instrumento, en el tiempo previsto en la ley. Por tanto, la finalidad de 
la objeción consiste en evitar que se produzca el reconocimiento tácito, 
con lo cual se logra que el valor probatorio del documento privado 
permanezca imperfecto. En cambio, en la impugnación de falsedad, 
el presupuesto consiste en que uno de los contendientes aporte un 
documento público al juicio, o bien, uno privado, pero ya perfeccionado, 
por ejemplo, porque el oferente ya ha obtenido su perfeccionamiento con 
algún medio previsto por la ley, por ejemplo, el reconocimiento expreso de 
la firma. Con la objeción se evita completar una prueba que por sí misma 
es imperfecta. En tanto que, con la impugnación de falsedad, a un medio 
de prueba que en principio tiene plena fuerza de convicción, quien hace 
valer el incidente respectivo pretende disminuir o anular esos efectos 
probatorios plenos. Por cuanto hace a la materia de las instituciones 
citadas, la objeción (artículo 335 del Código de Procedimientos Civiles) 
recae sobre documentos privados y la impugnación de falsedad se dirige, 
indistintamente, contra documentos públicos y privados (artículo 386, 
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primer párrafo). Otra distinción de ambas instituciones se encuentra en 
el factor temporal, esto es, en el plazo otorgado por la ley para plantear 
una u otra. En la objeción se cuenta con tres días para formularla, lo 
que indica un tiempo breve. En cambio, en el incidente de falsedad 
de documento no se cuenta con un plazo específico; sin embargo, se 
prevé un tiempo acotado claramente para que se presente el incidente 
respectivo, que va desde la contestación de la demanda, hasta seis días 
antes de la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos, lo que 
implica que se tiene un periodo más amplio que en la objeción. Por cuanto 
hace a la sustanciación, la ley prevé detalladas formalidades para que la 
autoridad pueda conocer de la impugnación de falsedad, formalidades 
que corresponden a la naturaleza, finalidad, materia, plazo, etcétera, de 


la institución. Esto contrasta con el escaso formalismo previsto en la 
ley para la objeción, puesto que, la ley sólo menciona el breve plazo de 
tres días que se tiene para hacerla valer. (...)” 


jeción 


Ob 


De ahí que, las diferencias apuntadas, permitan concluir que la objeción e 
impugnación de falsedad de documentos mercantiles son de tramitación y fin diferente, 
en consecuencia, el incidente criminal tiene naturaleza diferente a la simple objeción. 
Por lo que a la explicación anterior corresponde hacer mención de una fuente de 
derecho para solventar la diferencia con la tesis que en líneas inferiores se transcribe. 
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111. Consideraciones para la suspensión del procedimiento mercantil 
por interposición del incidente criminal 


a fundamentación para abordar el estudio y procedencia de la figura del incidente 
criminal, en materia mercantil, se transcribe el siguiente numeral: 


“(...) Artículo 1390 Bis 40.- Los incidentes deberán promoverse 
oralmente en las audiencias y no las suspenderán. “Se exceptúan los 
incidentes relativos a la impugnación de documento o de nulidad del 
emplazamiento”, mismos que se substanciarán en la forma que más 
adelante se precisa. La parte contraria contestará oralmente en la 
audiencia y, de no hacerlo, se tendrá por precluido su derecho. (...)” 


Como puede observarse en el párrafo anterior (en negritas), existe una 
excepción en el tratamiento de los incidentes dentro del procedimiento mercantil, 
entre ellos, el incidente criminal, cuya exposición es la intención de esta investigación. 
Por lo que para seguir fundamentando el tratamiento, y trámite del incidente criminal, 
se expone el contenido del siguiente artículo, que remite a formular en otra materia 
(Penal) la determinación de un posible delito, y absolver o condenar a quien haya 
realizado documentos, o hechos que deriven en sanción penal o criminal, que influyan 
en la sustancia del juicio. Como se menciona el contenido del numeral siguiente: 


“(...) Artículo 1358.- En los incidentes criminales que surjan en negocios 
civiles, se observará lo dispuesto en el Código de Procedimientos 
Penales respectivo. (...)” 
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Continuando con la metodología de estudio, es necesario hacer una reflexión 
sobre la siguiente tesis que opera para los juicios mercantiles, donde se ofrece una 
visión para corroborar la interposición del incidente criminal, y quién tiene la facultad 
de accionarlo. 


Con la tesis que se transcribe líneas abajo, se pretende ilustrar la procedencia 
y legitimación de las partes para ejercerla. Hágase saber que, con la transcripción de 
la siguiente tesis, se pretende hacer un criterio orientador sobre el particular desde 
su fuente: 


“(...) SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO CIVIL O MERCANTIL POR 
VIRTUD DE LA APERTURA DE UN INCIDENTE CRIMINAL O PENAL 
VINCULADO CON AQUÉL. PARTES LEGITIMADAS PARA SOLICITARLA 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 482 Y 483 DEL ABROGADO 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 


En el ámbito procesal, existe la figura de la prejudicialidad jurídica 
procesal, que se actualiza en diversas hipótesis; una de ellas es la 
interferencia de la cuestión penal en el proceso civil o mercantil, o más 
conocida como «incidencia criminal», que surge de dos vertientes: 1) 
Como cuestión prejudicial dentro del proceso civil, para suspenderlo; o 
2) Como cosa juzgada, para impedir el proceso civil o el pronunciamiento 
de fondo; esa figura se encuentra contenida en los artículos 482 y 483 


6 Décima Época. Registro digital: 2015843. Instancia: Plenos de Circuito. Tesis: 
PC.I.C. J/55 C (10a.). Materia(s): Civil. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo Ill, 
página 1654 
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del ordenamiento señalado, cuya interpretación literal no permite dar 
funcionalidad a la obra racional del legislador, al legitimar únicamente 
al agente del Ministerio Público para solicitar la suspensión del juicio 
mientras se resuelve la cuestión penal. Así, de una interpretación 
armónica y sistemática de los dispositivos aludidos se concluye que si 
uno delos postulados génesis de ese incidente criminal, es que el juzgador 
en un negocio judicial civil o mercantil, adquiere conocimiento de hechos 
delictuosos que guardan relación con el asunto que ante él se ventila, y 
por otro lado, una forma de adquirir ese conocimiento es por virtud de 
la información que pueden proporcionarle tanto las partes en ese juicio 
como cualquier agente del Ministerio Público, sobre la existencia de una 
indagatoria consignada, o una resolución penal sobre hechos delictivos 
vinculados con el juicio civil, cuyas constancias deberán acompañarse 
necesariamente al escrito informativo; esa situación permite otorgar un 
alcance mayor a la legitimación que limitativamente otorga el artículo 
483 citado, extendiéndola a las partes en la contienda civil o mercantil, 
o a cualquier agente del Ministerio Público que hubiera instrumentado 
la indagatoria relativa, es decir, no sólo al representante social 
adscrito al juzgado conocedor del procedimiento relativo. Lo anterior, 
atento al fin de esa figura, que es precisamente que previo a resolver 
una contienda de derecho privado, fueran resueltas todas aquellas 
incidencias penales que pudieran surgir en conexión con esta última, a 
fin de evitar resoluciones contradictorias y alcanzar una administración 
de justicia con la emisión de resoluciones que, en efecto, constituyan la 
verdad legal; sin que lo anterior implique que el Juez civil se encuentre 
compelido a acordar de conformidad la suspensión solicitada, en tanto 
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que, como rector del procedimiento y conocedor de la litis sometida 
a su potestad, le corresponde ponderar, bajo su arbitrio judicial, si la 
situación penal que se le informa en efecto puede incidir en la contienda 
a resolver. (...)” 


La anterior tesis de jurisprudencia indica claramente las causas, proceso y fin 
del incidente criminal. Así como la legitimación de partes para interponer el mismo, y 
la factible suspensión del proceso mercantil, incluyendo el civil. 
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IV. Juicio de oralidad mercantil y ejecutivo 


el análisis del contenido del artículo 1390 bis 45, se puede apreciar el manejo 

normativo que contiene el código de comercio para estos procedimientos, y 

es cierto que, como se transcribió en párrafos anteriores, el numeral no da la 
oportunidad de llevar a cabo una suspensión de procedimiento, como posibilidad para 
impugnar un documento por incidente criminal. 


“(...) Artículo 1390 Bis 45.- Los documentos que presenten las partes 
podrán ser objetados en cuanto su alcance y valor probatorio, durante 
la etapa de admisión de pruebas en la audiencia preliminar... 


..-Al momento de su interposición se deberán ofrecer las pruebas que 
se estimen pertinentes, además de la prueba pericial, con lo que se dará 
vista a la contraria, para que manifieste lo que a su derecho convenga 
y designe perito de su parte, reservándose su admisión en la audiencia 
preliminar; sin que haya lugar a la impugnación en la vía incidental. (...)" 


En el juicio ejecutivo: 


(...) Artículo 1404.- En los juicios ejecutivos los incidentes no 
suspenderán el procedimiento y se tramitarán cualquiera que sea su 
naturaleza con un escrito de cada parte y contándose con tres días 
para dictar resolución. Si se promueve prueba deberá ofrecerse en los 
escritos respectivos, fijando los puntos sobre los que verse, y se citará 
para audiencia indiferible dentro del término de ocho días, en que se 
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reciba, se oigan brevemente las alegaciones, y en la misma se dicte la 
resolución correspondiente que debe notificarse a las partes en el acto, 
o a más tardar el día siguiente. (...)” 


En el mismo sentido, existe criterio aislado para encaminar la justificación de no 
suspender el procedimiento por incidente criminal (postura con la cuan no concuerdo). 
Sin embargo, para generar tema de contradicción, se transcribe la siguiente tesis: 


“(...) INCIDENTE CRIMINAL EN EL JUICIO MERCANTIL. NO SUSPENDE EL 
PROCEDIMIENTO.” 


Conforme a lo dispuesto en los artículos 1391 a 1414 del Código de Comercio, 
el juicio ejecutivo es un procedimiento especial de litis cerrada que se integra con el 
escrito de demanda y contestación, el cual podrá ser suplido en su deficiencia por 
el Código Federal de Procedimientos Civiles. Tales artículos establecen que la parte 
actora debe expresar en su demanda los hechos en que funde su acción y ofrecer 
las pruebas que acrediten la misma; y el demandado debe referirse a cada hecho en 
forma concreta y oponer las excepciones que tuviere, ofreciendo las pruebas que 
apoyen esas excepciones en el propio escrito de contestación, ya que de otra forma 
no le serán admitidas, con la salvedad de las que deriven del propio título exhibido 
como base de la acción; a su vez al actor se le da la oportunidad de manifestarse 
en contra de las excepciones opuestas y ofrecer las pruebas pertinentes para 
desvirtuarlas. De modo que el juicio ejecutivo también se caracteriza por su celeridad. 
En términos del artículo 1404 del citado ordenamiento mercantil, en los juicios 
ejecutivos los incidentes no suspenden el procedimiento y se tramitarán cualquiera 


7 Novena Época. Registro digital: 164778. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.30.C.792 C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Abril de 2010, página 2737. 
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que sea su naturaleza con un escrito de cada parte y contándose con tres días para 
dictar resolución. Esta disposición especial sobre el curso que debe darse a cualquier 
incidente, es trascendente, porque por un lado no dispone expresamente en qué etapa 
del procedimiento se deben promover los incidentes, y, por otro lado, excluye la 
posibilidad de suspender el procedimiento; lo que se justifica por la tramitación especial 
de los juicios ejecutivos. Cuando dentro de un juicio ejecutivo mercantil se promueve 
incidente criminal bajo el argumento de que el título de crédito base de la acción es 
falso; sin excepción se tramitarán conforme a las reglas previstas en el artículo 1404 
del Código de Comercio, y no tienen aplicación los artículos 1250 y 1251 del citado 
ordenamiento legal, porque tales preceptos rigen para el procedimiento ordinario 
y no el especial como lo es el ejecutivo, ya que la suspensión sería contraria a la 
celeridad en la tramitación y limitación al tipo de excepciones que pueden oponerse en 
el juicio ejecutivo mercantil; en el entendido que la falsedad de la firma del documento 
base de la acción es materia de excepción personal, en términos del artículo 8 de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que debe acreditarse en la etapa 
probatoria, con las pruebas pertinentes. 


TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 


Amparo directo 569/2009. Luis G. Vázquez de la Cerda. 16 de octubre de 
2009. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Mariano 
Suárez Reyes. (...)” 


Luego entonces, los criterios orientadores no son suficientes para atacar 
fenómenos de ilicitud en la obtención de documentos. 
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V. Resultado 


omo puede advertirse del siguiente numeral, puede observarse, como premisa, 

que no todos los incidentes se tramitan de la misma manera, ya que en el caso 

concreto, se debe revisar el tipo de incidente, y si se encuentra dentro de las 
excepciones, debe tramitarse en otra forma a las señaladas dentro del proceso de 
objeción, como se desprende del siguiente numeral: 


“(...) Artículo 1390 Bis 40.- Los incidentes deberán promoverse 
oralmente en las audiencias y no las suspenderán. Se exceptúan los 
incidentes relativos a la impugnación de documento o de nulidad del 
emplazamiento, mismos que se substanciarán en la forma que más 
adelante se precisa. La parte contraria contestará oralmente en la 
audiencia y, de no hacerlo, se tendrá por precluido su derecho. 


Tratándose de una cuestión que requiera prueba y de ser procedente su 
admisión, el juez ordenará su desahogo en audiencia especial o dentro 
de alguna de las audiencias del procedimiento, en la cual escuchará los 
alegatos de las partes, en el orden que determine. Enseguida se dictará 
la resolución, si fuera posible; en caso contrario, citará a las partes para 
dictarla en audiencia dentro del término de tres días. 


Cuandolas partes no ofrezcan pruebas o las que propongan no se admitan, 
el juez, sin mayores trámites, dictará la resolución correspondiente, si 
fuera posible; en caso contrario, citará a las partes para dictarla en 
audiencia dentro del término de tres días. 
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Si en la audiencia de juicio no pudiere concluirse una cuestión incidental, 
el juez continuará con el desarrollo de la audiencia, resolviendo la 
incidencia previamente al dictado de la sentencia definitiva. (...)” 


De los textos anteriores, se puede justificar y fundamentar la posibilidad de la 
suspensión del procedimiento mercantil por la interposición del Incidente Mercantil, 
porque si bien es cierto, no se permite tajantemente la suspensión, también es cierto 
que estos preceptos posibilitan las suspensión del dictado de sentencia, hasta la 
resolución del incidente criminal por delito en la obtención del título o documentos, y 
no sólo por los delitos mencionados en el código de comercio, sino por las acciones 
delictuosas de los supuestos acreedores como: Robo de documentos, simulación de 
firmas o deudas, circulación de documentos sustraídos de manera ilegal, u obtenidos 
como condición de la privación o retención de la libertad de personas o mascotas, 
secuestro, violencia, hostigamiento, retención exprés de personas o por amenazas, 
Uso de fuerza; formas de coacción, extorción, rapto, fraude, engaño, abuso de poder, 
situación de vulnerabilidad, concesión de pagos, recepción de pagos, recepción de 
beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 
otra o cualquier acto delictuoso con el que se haya obtenido el título o documento 
cobrable. 


Por la justificación anterior, es dable y necesario iniciar el incidente criminal 
por inexistencia o nulidad de los documentos por su origen, ya que esas y otras 
causales no están previstas en el código de comercio, porque el documento contiene 
condición de valor probatorio preconstituido (salvo prueba en contrario), y por el 
derecho humano a una legítima defensa, es necesario demostrar el hecho delictuoso 
no sólo en materia mercantil, sino para probar esas formas ilícitas de la obtención 
del documento, con el objeto de no dejar en estado de indefensión a los demandados 
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por formas de probar en materia mercantil. Por otra parte, la indefensión sobre el 
trámite y desahogo de una situación delictuosa derivada en un proceso mercantil, 
sería inaccesible, provocando una violación procesal que incide directamente en la 
cuestión sustantiva del juicio. 


En consecuencia, de lo señalado en párrafos anteriores, y tomando en cuenta 
que el juez mercantil no se encuentra facultado por materia para definir el ilícito 
penal dentro del proceso mercantil, y, por otro lado, con el objeto de no caer en 
contradicción de sentencias o resoluciones, lo adecuado es hacer valer el incidente 
criminal en vía de proceso penal, que determine la ilicitud del acto o del documento. 
Tampoco se puede negar el derecho o la facultad de las partes a un proceso, como 
lo menciona la jurisprudencia apuntada bajo el rubro (Tesis transcrita en líneas 
anteriores): “SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO CIVIL O MERCANTIL POR VIRTUD 
DE LA APERTURA DE UN INCIDENTE CRIMINAL O PENAL VINCULADO CON 
AQUÉL. PARTES LEGITIMADAS PARA SOLICITARLA (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 482 Y 483 DEL ABROGADO CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)” Criterio 
orientador, que sirve para justificar la procedencia de la suspensión del procedimiento 
mercantil por interposición del incidente criminal. 


También debe hacerse una adecuación al código de comercio, con el objeto 
de no ejecutar la sentencia, sin suspender el procedimiento de fijación de fianza 
para ejecutarla, porque se propicia el riesgo de no poder restituir una afectación, sin 
resolver la cuestión de valor probatorio pleno del documento, tal como lo menciona 
el numeral 1250 bis fracción IV ultimo renglón del código de comercio, trascrito 
en párrafos superiores, violando el principio de seguridad jurídica y de certeza en 
la sentencia, produciéndose la ejecución sin la determinación de la decisión penal, 
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estando sub judice del incidente criminal o la acción penal, y más daño se produce, ya 
que sería improcedente la interposición del amparo, como se aprecia en tesis aislada 
que se expone: 


“(..) ENDOSO EN PROCURACIÓN. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
DESECHA POR IMPROCEDENTE EL INCIDENTE EN QUE SE CUESTIONA 
LA AUTENTICIDAD DE LA FIRMA DEL ENDOSANTE PROCEDE EL 
AMPARO INDIRECTO.* 


El criterio del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, plasmado al resolver el amparo en revisión 6/95, publicado 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo IV, noviembre de 1996, página 70 permite concluir que el juicio de 
amparo en la vía indirecta, es el procedimiento en el que debe analizarse 
la constitucionalidad de la resolución que en definitiva desecha por 
improcedente el incidente a través del cual se impugna la autenticidad 
de la firma del endoso en procuración de un documento mercantil, 
ya que esa determinación deja sin defensa a la parte demandada, al 
impedírsele probar que no corresponde la firma cuestionada a la del 
beneficiario y, por consiguiente, que carece de personalidad quien 
se apersonó al juicio en nombre del actor; exponiéndose, además, a 
que nunca se le oiga al respecto en caso de que le fuese favorable 
la sentencia de fondo y, en contra de ésta su contraparte obtuviera 


8 Novena Época. Registro digital: 174469. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: Vl.20.C.510 C. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Agosto de 2006, 
página 2196 
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amparo, pues la autoridad responsable con motivo del cumplimiento o 
ejecución de ésta, podría dictar una sentencia en la que, por un lado, 
no se hiciera cargo de la violación procesal resentida por quien en un 
principio había obtenido sentencia favorable y, por otro, el afectado no 
podría, a su vez, promover juicio de amparo directo contra esa nueva 
sentencia, para plantear aquella cuestión como violación procesal, por 
tratarse de un acto dictado en ejecución de una sentencia de amparo. 


SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO 
CIRCUITO. Amparo en revisión 168/2006. Carlos Diez de Urdanivia 
Barrientos. 15 de junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca. (...)" 


En este orden de ideas, también la responsabilidad penal se extiende a otros 
actores, no sólo al dueño del documento. También es extensiva la responsabilidad 
criminal a los endosatarios, como se expone en el siguiente apartado. 
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VI. Extensión del incidente criminal 


a responsabilidad criminal no sólo opera en contra del dueño del documento, sino 
que también opera en contra del endosatario en procuración o en propiedad, en 
virtud del principio de trasmisibilidad, según los siguientes artículos: 


“(...) Artículo 26.- Los títulos nominativos serán transmisibles por endoso 
y entrega del título mismo, sin perjuicio de que puedan transmitirse por 
cualquier otro medio legal. 


Artículo 37.- El endoso posterior al vencimiento del título, surte efectos 
de cesión ordinaria. (...)” 


Pero es otro tema a tratar aparte, porque los artículos de la ley de títulos 
y Operaciones de crédito tiene sus excepciones en el endoso. Estos artículos se 
usan sólo para justificar, entre otros, la responsabilidad criminal en que incurren los 
endosatarios, y la temática del incidente criminal y sus efectos. 


Por lo anteriormente expuesto, es factible y prudente la procedencia de la 
suspensión de procedimiento mercantil o civil, hasta la sentencia firme en materia 
penal, según el artículo 1390 bis 40, ya comentado en supralíneas. 
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Conclusiones 


a oposición al valor y contenido de los documentos aportados al juicio mercantil, 
se puede realizar, con dos instituciones procesales: La objeción y la impugnación. 
(También la nulidad, pero se discrimina en este momento para estudio posterior) 


La objeción se puede invocar desde la contestación de la demanda y la vista, 
o tres días después de su aportación a juicio ofreciendo las pruebas necesarias para 
destruirlo. 


Con la impugnación de documentos, se pretende la anulación de su contenido 
y alcance de validez. También se deberán aportar pruebas para anular o justificar 
su autenticidad, y su trámite puede proponerse como excepción o como incidente 
criminal. 


El Incidente Criminal puede suspender el procedimiento mercantil, cuando haya 
ilicitud en la obtención de la prueba, como lo son: que se haya obtenido el título o 
documento por hechos como el robo de documentos, perdidas, como condición de la 
privación o retención de la libertad, secuestro, violencia, hostigamiento, retención 
exprés de personas o por amenazas, uso de fuerza, formas de coacción, extorción, 
rapto, fraude, engaño, abuso de poder, situación de vulnerabilidad, concesión de 
pagos, recepción de pagos, recepción de beneficios para obtener el consentimiento de 
una persona que tenga autoridad sobre otra o cualquier acto delictuoso con el que se 
haya obtenido el título o documento cobrable. 


El incidente criminal se extiende a los endosatarios, porque son los autorizados 
o dueños del documento. 
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Funcionamiento y efectos del registro de deudores 
alimentarios morosos en el estado de Guanajuato 


Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Introducción 


a incorporación del registro de deudores alimentarios morosos al código civil 
del estado de Guanajuato?, implica un considerable avance al derecho de 
recibir alimentos, al ser considerado, en el derecho comparado, como un eficaz 
mecanismo de presión para el cumplimiento de las obligaciones alimentarias, y de esta 
manera, garantizar este derecho humano premier en el orden público e interés social. 


El derecho de recibir alimentos muchas veces corresponde a las personas que, 
por su propia cuenta, no pueden proveerse por sí mismas de medios para satisfacer 
sus necesidades de sobrevivencia; como son los casos de los nonatos, niños, niñas, 
adolescentes, algunos padres, cónyuges o concubinarios dedicados al hogar, así como 
los sujetos en estado de discapacidad y adultos mayores. 


1 Iniciativa en materia de reformas al código civil para el estado de Guanajuato 
presentada por el GPPAN el día 2 de junio de 2020. 
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La obligación de proporcionar alimentos tiene relevancia constitucional, dado 
que el artículo 4 de la Carta Magna contempla a la familia como núcleo fundamental 
en el desarrollo del acreedor de alimentos, en coherencia con el principio de solidaridad 
y responsabilidad. 


Por ello, el presente trabajo inicia con un análisis del concepto de alimentos, 
quiénes son los obligados a otorgarlos y quiénes tienen ese derecho, y la forma en que 
estos se garantizan. 


De esta manera, se aprecia que el registro de deudores alimentarios morosos 
constituye un eficiente sistema para asegurar el pago de alimentos con cimientos 
constitucionalmente legítimos. 


Para entender este concepto y medir la fuerza de sus alcances, se realiza un 
estudio de derecho comparado en países americanos como Argentina, Colombia, Perú, 
Uruguay, México y Estados Unidos de Norte América, especialmente en California. 


Lugares donde se advierte el impacto que genera contar con un registro de 
deudores alimentarios y, para el especifico caso de los Estados Unidos, poseer un 
departamento especializado de búsqueda de deudores alimentarios, así como de sus 
fuentes de empleo, agiliza el cumplimiento. 


Finalmente, se analiza el funcionamiento del registro estatal de deudores 
alimentarios morosos en el estado, definiendo su concepto, sus características, sus 
limitaciones y realizando algunas propuestas de mejoras. 
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|. Derecho a recibir alimentos 


esulta necesario la construcción de un marco teórico que justifique la creación 

de un registro de deudores alimentarios morosos a fin de comprender el 

concepto de los alimentos para el mundo del derecho, quiénes son los obligados 
a proporcionarlos, así como quiénes tienen derecho a recibirlos. 


Para un mejor entendimiento, se analizará la incorporación de esta figura en 
otros países y en otros Estados. Finalmente, se estudiará su funcionamiento y se 
realizará una propuesta de mejora. 


Una de las problemáticas que se presentan día con día en los tribunales 
familiares, es el incumplimiento de las obligaciones alimentarias, ya sea que se hayan 
fijado como medida cautelar, en la sentencia, o en virtud de convenio, pero que son 
derivados de la desintegración de los cónyuges, por divorcio o en aquellas familias que 
viven separadas. 


El máximo tribunal de la república mexicana ha considerado que el derecho 
familiar debe ser visto como un conjunto de principios y valores procedentes de la 
Constitución, de los tratados internacionales, así como de las leyes e interpretaciones 
jurisprudenciales, dirigidos a proteger la estabilidad de la familia y a regular la 
conducta de los integrantes del grupo familiar entre sí. 


La finalidad también va enfocada a delimitar las relaciones conyugales y 
de parentesco, conformadas por un sistema especial de protección de derechos y 
obligaciones en lo que respectan a menores, incapacitados, mujeres, adultos mayores, 
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así como en lo relacionado a bienes materiales e inmateriales, poderes, facultades; 
así como deberes entre: consortes, padres con hijos, parientes, etc., cuya observancia 
alcanza el rango de orden público e interés social.? 


La familia es el pilar fundamental para la existencia de la sociedad y la 
conservación del Estado. En consecuencia, no es posible concebir una sociedad sin 
familia puesto que es considerado el grupo primario por excelencia, que surge debido 
a necesidades naturales: la reproducción por una parte y, por la otra, la sustitución 
de los integrantes de la sociedad. Esto forma parte de la estructura social, que es 
la única institución que tiene presencia en la vida humana a partir de las sociedades 
primitivas. 


En materia familiar, la competencia para su regulación corresponde a cada uno 
de los estados de la federación, es decir, estamos ante una esfera de competencia 
local. 


En otras palabras, cada estado posee sus respectivos códigos de procedimientos 
civiles y su propio código civil. Además, en algunos Estados del país se han expedido 
códigos de familia, lo que debe entenderse como el inicio de una separación y 
especialización entre el derecho de familia y el derecho civil.* 


2 Suprema corte de justicia de la nación: Jurisprudencia l.50.C. J/11 Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI!Il, marzo de 2011, página 
2133. 

3 Cfr. Nuñez Carpizo, Elsieé: La figura paterna en el proceso de socialización. 


En — http: //www.revistas. unam.mx/index.php/rfdm/article/view/65320/57324. 
Consultada el 5 de agosto de 2022. 


4 Cfr. Cantoral, Domínguez Karla: El derecho a recibir alimentos en México. Marco 
Normativo y Jurisprudencial. En actualidad Jurídica Iberoamericana ISSN 2386- 
4567, IBIDE, núm. 6, 2017; passim. 
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De igual forma, el poder judicial de la federación en México, ha considerado que 
los alimentos constituyen un derecho humano fundado en el principio de solidaridad 
familiar. Su fin es generar las mejores posibilidades para que el acreedor se desarrolle 
adecuadamente. Por tanto, este deber? corresponde a los padres, en relación con los 
hijos, en igual proporción. 


D Cfr. Gutiérrez y González, Ernesto: Derecho civil para la familia. Porrúa. México 
2015; p. 517. 
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II. Definición de alimentos 


a palabra alimento proviene del latín alimentum, que se asocia a la figura de 
comida, sustento. Dícese también de la asistencia que se da para el sustento. 


En el derecho civil, los alimentos no solo comprenden lo necesario para nutrir 
al cuerpo humano, sino que abarcan una serie de elementos indispensables para el 
sano desarrollo y armónica convivencia, respecto del entorno social y económico al 
que pertenece cada individuo. Comúnmente se dan mediante el apoyo y sustento 
económico cuantificado en dinero.* 


Alimentar proviene del verbo latino alere, del cual deriva alimento, cuyo 
significado abarca la idea de nutrir, sustentar, proveer alimentos.” 


Esta definición es más restringida que la voz latina victus, que tiene un 
significado similar a alimenta, aunque de modo más amplio: este último concepto 
comprende todo lo necesario para la vida, no solo la nutrición. 


La real academia de la lengua española define alimentos como el “conjunto de 
cosas que el hombre y los animales comen o beben para subsistir.” Luego, en plural y 
relativo al Derecho, el diccionario define la voz alimentos como la “prestación debida 
entre parientes próximos cuando quien la recibe no tiene la posibilidad de subvenir a 
sus necesidades.”*? 
6 Cfr. Palomar de Miguel, Juan: Diccionario para juristas. Tomo !. A-l. Porrúa. 


México D.F 2000; p.83. 


7 Cfr. Diccionario etimológico: Alimento. En  http://etimologias.dechile. 
net/?alimento. Consultado el 5 de agosto de 2022. 


8 Real academia española de la lengua española: Alimentos. Enhttp://dle.rae. 
es/?id=1rm36tt. Consultado el 5 de agosto de 2022. 
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Ernesto Gutiérrez y González, define a los alimentos como: “los elementos que 
una persona requiere para su subsistencia, desarrollo moral, físico y mental, y para su 
vida dentro de la comunidad en que habita.”* 


Sin embargo, a nuestro parecer, la definición de alimentos, en un sentido 
general, es que son una institución jurídica, por la cual, determinadas personas tienen 
el derecho de exigir que otra les cubra sus necesidades básicas. En contrario sensu, 
refiere a algunas personas que tienen la obligación (frente a sus familiares) de cubrir 
las necesidades básicas de quienes lo requieren. 


En un sentido más estricto, y recogiendo nuestra realidad, los alimentos 
resultan ser una pensión dineraria que logre cubrir, en todo o en parte, las necesidades 
básicas de quien lo necesita. 


Estos alimentos comprenden la alimentación propiamente dicha, vestimenta, 
atenciones de salud, educación en todos sus niveles, recreación, e incluso los gastos 
que se irroguen en la etapa de embarazo. 


El legislador de Guanajuato no define el concepto de derecho de alimentos, 
únicamente nos dice que los alimentos comprenden: la comida, el vestido, la habitación, 
la asistencia en casos de enfermedad y las expensas necesarias para la educación 
obligatoria del alimentista. Respecto de los hijos, los alimentos comprenden, además, 
los gastos para proporcionarle algún oficio, arte o profesión lícita que esté adecuado a 
sus circunstancias personales. Los alimentos para el concebido comprenden, además, 
los gastos de atención médica tanto para la mujer embarazada como para el concebido 
junto con los del parto. 


9 Gutiérrez y González Ernesto: Derecho civil para..., p. 517. 
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La ley general de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, en su 
artículo 103, fracción |, párrafo segundo, establece que los derechos alimentarios 
comprenden, esencialmente, la satisfacción de las necesidades de alimentación y 
nutrición, habitación, educación, vestido, atención médica y psicológica preventiva 
integrada a la salud, asistencia médica y recreación. 


En el caso del Estado de Guanajuato, ya se comprenden alimentos para el 
concebido, estableciendo también que las personas con discapacidad, los sujetos 
a estado de interdicción, los adultos mayores y el cónyuge o concubinario que se 
dedique al hogar gozan de la presunción de necesitar alimentos. 


La suprema corte de justicia de la nación, refirió en jurisprudencia los elementos 
específicos del contenido material que componen los alimentos: considera que este 
va más allá del ámbito meramente alimenticio, pues también comprende educación, 
vestido, habitación, atención médica y demás necesidades básicas que una persona 
necesita para su subsistencia y manutención. 


Lo anterior, pues si tenemos en cuenta que, el objeto de la obligación de 
alimentos, consiste en la efectivización del derecho fundamental a acceder a un nivel 
de vida adecuado, es indispensable que se encuentren cubiertas todas las necesidades 
básicas de los sujetos imposibilitados, y no solamente aquellas relativas en estricto 
sentido al ámbito alimenticio”? 


10 Suprema corte de justicia de la nación: Tesis 1?./J. 35/2016. Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. Il, agosto de 2016, p. 601. 
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II. Fuentes del derecho de los alimentos 


onsideramos que la fuente inmediata del deber de otorgar alimentos, sin lugar 
a dudas, es la ley; pues de ella emana el deber de los deudores alimentistas a 
proveerlos. 


Esta nace con la concepción de un ser humano, dado que, desde ese momento, él 
ya tiene derecho a ser alimentado por sus progenitores. Se extiende con el parentesco 
una vez nacido y, a falta de padres, también puede decirse que queda a cargo del 
Estado; pues al ser considerado un derecho humano, compete a tal institución otorgar 
los alimentos. 


Dice Leonel Leal Salinas que ”(...) para Schmidt, el derecho de alimentos 
encuentra su fuente mediata en la procreación, que la ley sólo recoge; pues en 
definitiva, es una fuente que se origina en la naturaleza humana. Dice la mencionada 
autora que: el derecho alimentario encuentra su fuente en un hecho, la cual es la 
filiación biológica integrante del derecho esencial a la identidad personal que la ley 
recoge, protege y debiera efectivizar, toda vez que se trata de un derecho que atañe 
a la dignidad del ser humano (....). 


La doctrina comparada ha dicho que (...) la obligación de alimentar surge de la 
moral, la naturaleza de lo socialmente aceptable. En términos sociales, todos sabemos 
que la obligación de alimentar a un niño es del padre y de la madre. La realidad legal 
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no puede estar lejos de esta norma socialmente aceptada; de hecho, no lo está: las 
disposiciones legales reconocen que la obligación de alimentar a los niños es de sus 
padres, es decir, surge de la relación paterno filial (...).”" 


La relación jurídica existente entre el deudor y el acreedor alimentistas surge 
normalmente del parentesco, concubinato, matrimonio, divorcio e inclusive, por la 
mera separación física de los cónyuges.”? 


Por lo tanto, son titulares del derecho a recibirlos los concebidos, hijos 
menores de edad, mayores de edad que estén estudiando o con alguna discapacidad, 
los sujetos a estado de interdicción, el cónyuge, la concubina o concubinario que se 
dedique al hogar, personas de la tercera edad, padres, y parientes colaterales dentro 
del cuarto grado. 


Respecto a los cónyuges, ambos están obligados a dar aportaciones para el 
sostenimiento del hogar y de la educación de los hijos, de conformidad con el artículo 
357 de la ley civil del estado de Guanajuato. 


Las aportaciones pueden ser en dinero, de acuerdo al artículo 363 de la citada 
ley civil estatal, u otro bien que permita sufragar los gastos, tal como la incorporación 
a la familia, en armonía con el citado artículo de la ley civil. Asimismo, el otorgamiento 


11 Leal Salinas, Leonel: Cumplimiento e incumplimiento de la obligación de 


alimentos. Expectativas de Reforma. Memoria para otorgaral grado de Licenciado 
en Ciencias Jurídicas y Sociales. Universidad de Chile. Santiago de Chile. 2015. 
pp. 22 y 23. En https://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/130270/ 
Cumplimiento-e-Incumplimiento-de-la-Obligaci/.C3%B3n-de%20Alimentos. 
pdf?sequence=1. Consultado el 30 de julio de 2022. 


12 Cfr. De la Mata Pizaña, Felipe, y Garzón Jiménez, Roberto: Derecho Familiar. 
Porrúa. México. 7ma. edición. 2015; p. 68. 
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de los alimentos también puede consistir en una actividad, o actividades tendientes al 
cuidado del hogar, tal como se desprende de la tesis de jurisprudencia 1a./J. 6/2013 
(10a.) cuyo rubro es: 


“Alimentos entre cónyuges. La mujer que demanda su pago con el 
argumento de que se dedicó preponderantemente al trabajo del hogar 
o al cuidado y educación de los hijos, tiene a su favor la presunción de 
necesitarlos (legislación del estado de Veracruz) (...).”* 


En dicha tesis, se establece que la cónyuge que se dedique preponderantemente 
al cuidado del hogar tiene la presunción de necesitar los alimentos, equiparando la 
aportación económica del cónyuge trabajador, a la labor de la cónyuge que se dedica 
al cuidado de los hijos, dándoles el mismo valor a un nivel de fijación de la aportación 
alimentaria en relación con los hijos. 


Ante la ausencia de los padres, y de conformidad con los artículos 359 y 
360 del código civil para el estado de Guanajuato, la obligación de dar alimentos 
recaerá en los abuelos, tíos y parientes hasta el cuarto grado. Asimismo, la obligación 
es recíproca, es decir, quien da alimentos, tiene derecho a su vez de pedirlos, de 
conformidad con el artículo 395 de la misma ley sustantiva civil. 


13 Suprema corte de justicia de la nación: Décima época. 2003217. Primera Sala. 
Jurisprudencia. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIX, 
Abril de 2013, Tomo 1. Civil. 1a./J. 6/2013 (10a.) p. 619 
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1Il. Forma de garantizar el derecho a recibir alimentos 


n Guanajuato, llanamente dicho, no es general la cultura de pagar alimentos. Al 

contrario, si se les embarga el sueldo, muchos de ellos renuncian a sus empleos, 

cambian sus empresas a nombre de personas distintas, se declaran en quiebra 
y hacen hasta lo imposible para incumplir con este deber. Lo anterior, sin importarles 
cómo van a sobrevivir sus dependientes económicos, especialmente sus hijos, pues la 
gran mayoría de juicios de pensiones alimenticias que se tramitan en la entidad, son 
para cubrir alimentos de menores de edad. 


El estado mexicano se esfuerza en proteger y garantizar jurídica y 
operativamente el derecho de recibir alimentos en sus legislaciones, estableciendo 
un esquema de quiénes están obligados a proporcionar alimentos. Sin embargo, en 
diversos casos resulta insuficiente, dado que, en la práctica, nos encontramos con una 
serie de imposibilidades para hacer cumplir este deber por la falta de un mecanismo 
eficiente. 


Para el caso de incumplimiento de la obligación alimentaria, el aseguramiento 
es la figura jurídica que busca se cumpla con el pago de estos, que para el caso 
de no otorgarlos o dejar de hacerlo, se hagan efectivas las garantías o los medios 
contemplados en la ley para exigir su pago de manera coactiva, siendo las personas 
facultadas para exigirlo, las siguientes: el acreedor alimentista, quien ejerce la patria 
potestad o el que tenga la guarda y custodia del menor, tutor, hermanos y demás 
parientes colaterales dentro del cuarto grado, personas que tenga bajo su cuidado al 
acreedor alimentista, así como el ministerio público.”* 

14 Cfr. Camarena Valdez Jorge, Arenas, Valdés Raúl Horacio y Santacruz 


Lima Rafael: Análisis socio- jurídico de los efectos del certificado de deudor 
alimentario ante el Instituto de la Función Registral del Estado de México. En 
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Las legislaciones de las diversas entidades federativas son similares en sus 
normas jurídicas en relación a hacer cumplir el derecho de recibir alimentos. 


Guanajuato establece para tal efecto: el descuento del salario en un porcentaje, 
cuando el obligado cuenta con un trabajo formal por estar incorporado al mercado 
laboral, así como para garantizarlos en caso de incumplimiento con embargo de bienes 
de su propiedad, los cuales se pueden gravar, para posteriormente rematarlos, en 
el supuesto de que el obligado a proporcionar alimentos incumpla, con la medida 
decretada o con la sentencia, cubriendo así los adeudos, y de esta manera, hacer 
efectivo el derecho a recibir alimentos. 


También la ley prevé que, en caso de que el deudor alimentario no cuente con 
un salario en el comercio formal, sea porque tenga su propio negocio o bien porque por 
cualquier otra causa no puedan demostrarse ingresos fijos, la pensión alimenticia será 
fijada, tomando en cuenta el equivalente a por lo menos un salario mínimo. 


Para el supuesto de incumplimiento, se aplican los medios de apremio, 
consistentes en multa de uno a treinta días, a razón de una unidad de medida de 
actualización diaria vigente; y en caso de desacato, se dará vista al ministerio público 
para que inicie una carpeta de investigación por el delito a un desacato de mandato 
de autoridad. 


El código penal para el estado de Guanajuato, en su artículo 215, establece el 
delito de incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar, el cual define como 
el dejar de cumplir las obligaciones alimentarias de manera injustificada, de manera 


revista dilemas contemporáneos: educación, política y valores. En http://www. 
dilemascontemporaneoseducacionpoliticayvalores.com/ Año: VI Número: 2 
Artículo no.:57 Período: 1ro de enero al 30 de abril del 2019. Consultada el 5 de 
agosto de 2022. 
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total o parcial. Asimismo, menciona que (...) El perdón procederá sólo cuando se hayan 
cubierto las obligaciones omitidas y se otorgue garantía para su futuro cumplimiento 
hasta cuando menos por un año (...). 


Esta es una forma de presión que, sin lugar a duda, es efectiva, dado que en 
la mayoría de los casos se obliga al progenitor deudor a pagar hasta la última cuota 
adeudada, con la finalidad de que el deudor alimentario continúe cumpliendo con sus 
deberes alimentarios de manera puntual. 


La ley de migración, publicada en el diario oficial de la federación el 21 de abril 
de 2016, establece en su artículo 48 que: 


“(...) La salida de mexicanos y extranjeros del territorio nacional podrá 
realizarse libremente, excepto en los siguientes casos: 


[...] 


VI. Las personas que, en su carácter de deudoras alimentarias, dejen de 
cumplir con las obligaciones que impone la legislación civil en materia de 
alimentos por un período mayor de sesenta días, previa solicitud de la 
autoridad judicial competente, sin perjuicio de las excepciones previstas 
por la legislación civil aplicable, así como de aquellas conductas 
consideradas como delitos por las leyes penales correspondientes. 


69 


imentarias 


igaciones a 


0bl 


imentarias 


igaciones a 


0bl 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Para efectos de esta fracción y tratándose de extranjeros, el Instituto 
definirá su situación migratoria y resolverá con base en lo que se 
establezca en otros ordenamientos y en el reglamento de esta Ley 


la 
Esta porción normativa ha sido avalada por un criterio federal.** 


En tanto, la Constitución, por su parte, en el artículo primero, es clara al 


establecer que: 


15 


16 


“(...) En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta Constitución establece. 


Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 


Diario Oficial de la Federación, Tomo DCCLI, No. 16, Ciudad de México, 21 de 
abril de 2016, Decreto por el que se adiciona una fracción VI al artículo 48 de la 
Ley de Migración. 


Tesis 1?. J.51 (11?.) Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro 7, 
noviembre 2021, tomo ll, página 84. 
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En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que 
establezca la ley (...).” 


El artículo cuarto de la constitución federal establece que en todas las 
decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 


Dicha porción normativa establece que 


“(...) Los niños tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades 
de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 
Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar 
y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios (...).” 


Hasta aquí, es evidente que los niños y demás deudores alimentarios deben 
gozar plenamente de su derecho de recibir alimentos, ya que dicha prerrogativa 
humana viene incorporada y garantizada tanto por la constitución federal como por 
los tratados internacionales, tales como la convención interamericana de obligaciones 
alimentarias, la convención sobre la obtención de alimentos en el extranjero, así como 
en el pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales; por lo que el 
registro de deudores alimentarios morosos, viene a ser un medio más para garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones alimentarias en el territorio de nuestro estado. 
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IV. Registro de deudores alimentarios morosos en el derecho 
comparado 


ndagar sobre la experiencia y efectividad de dicha figura jurídica, en el derecho 

comparado, hará entender con más claridad lo benéfico que resulta la incorporación 

de un registro de deudores alimentarios morosos en esta entidad federativa. Para 
ello, analizaremos el funcionamiento que tiene en los países de Perú, Chile, Argentina, 
Colombia, Uruguay, Estados Unidos y México. 


Perú 


Mediante la Ley N.* 28970, el 27 de enero del 2007 se creó el registro de 
deudores alimentarios morosos (REDAM) en la república de Perú (Ley n.* 28970. 27 
de enero de 2007) y el 2 de febrero de 2019, en virtud del derecho supremo N* 
008-2019-JUS, se aprueba el reglamento de la ley que crea el registro de deudores 
alimentarios morosos, siendo el órgano de gobierno del poder judicial quien tiene 
la administración de este sistema, el cual está dirigido para aquellas personas que 
adeudan tres cuotas sucesivas de sus obligaciones alimentarias. 


Para ello, según el artículo 5.5 de dicho reglamento, el registro de cada deudor 
alimentario moroso deberá contar con la siguiente información: nombre y apellidos 
completos, domicilio real, número del documento nacional de identidad u otro que 
haga sus veces, fotografía, cantidad de cuotas en mora parcial o total, monto de la 
obligación pendiente e intereses hasta la fecha de la comunicación, así como los datos 
de identificación de la causa y del juzgado que ordena la inscripción.*” 


17 Cfr. Bayona Goicoechea, Martha Paola: el redam y su relación con el derecho 
alimentario beneficio de todos, privilegio de pocos. En Lex revista de la Facultad 
de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Alas Peruanas, Vol. 9, N*. 8, 
201; p. 251. 
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Previo a la inscripción en dicho registro, se le da vista a la parte deudora, por el 
término de tres días, para que acredite que ha pagado lo que se le demanda; es decir, 
se le otorga el derecho de audiencia. 


La inscripción o cancelación de la inscripción en el registro de deudores 
alimentarios morosos sólo se produce por mandato judicial. El deudor alimentario 
moroso podrá solicitar la cancelación de la inscripción, según el artículo 6 del citado 
reglamento, en cualquier momento, con el evidente requisito de haber cumplimentado 
sus obligaciones alimentarias. 


En estos casos, el juez resolverá la solicitud de levantamiento de la inscripción 
en un término de tres días hábiles. 


La norma, en su artículo 6.4, agrega que, dentro de los cinco días hábiles de 
realizada la cancelación de la inscripción, el órgano de gobierno del poder judicial deberá 
comunicar a la superintendencia de banca, seguros y administradoras privadas de 
fondos de pensiones y a las centrales de riesgo privadas con las que tenga convenios, 
para que se excluya del listado de deudores alimentarios morosos, de donde se colige 
que los deudores morosos estarán inscritos también en las listas de las instituciones 
anteriormente dichas. 


El ministerio de trabajo y promoción del empleo, en virtud de requerimiento por 
parte del órgano de gobierno del poder judicial, está encargado de remitir información 
de la planilla electrónica que resulte pertinente de los contratos laborales vigentes, 
de las personas inscritas en el REDAM, con la finalidad de comunicar a los juzgados 
correspondientes, para que procedan conforme a sus atribuciones, todo ello con 
fundamento en el artículo 9 del reglamento antecitado. 
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Esto tiene como finalidad más que evidente, el que el juzgado esté al tanto de 
la situación laboral del deudor, y sobre todo, de sus percepciones reales. 


La superintendencia nacional de los registros públicos, tiene la obligación 
de informar al órgano de gobierno del poder judicial, así como remitir las listas de 
transferencias de bienes muebles o inmuebles registrables, realizados por las personas 
inscritas en el REDAM, esto según el artículo 10, con el fin de advertir una posible 
situación de fraude de acreedores, y de ahí, actuar en consecuencia. 


Asimismo, el banco central de reserva del Perú, en los casos que las pensiones 
alimenticias sean abonadas en cuentas administradas por dicha entidad, y en virtud 
de pedido del órgano de gobierno del poder judicial, deberá remitir el reporte de abonos 
realizados a las personas inscritas en el REDAM, según el artículo 11 del reglamento. 


El órgano de gobierno del poder judicial, al término de cada mes, según el 
artículo 3.4, debe remitir a las entidades antedichas, el listado de personas inscritas 
en el REDAM, con el fin de que estas estén enteradas de quién está inscrito, y actuar 
en consecuencia. 


Por otra parte, en el mismo reglamento, se prevén mecanismos que, a nivel de 
recursos humanos y de administración empresarial, tratan de que el deudor moroso 
alimentario se ponga al corriente con sus obligaciones, tales como el hecho de que 
quien pretenda acceder a un puesto público, o contratar con el Estado, deberá 
decir si es deudor moroso, y si es el caso, decir cómo desea ponerse al corriente 
de sus obligaciones. No obstante, la oficina gubernamental deberá hacer la consulta 
respectiva en el REDAM, a efecto de tener certeza sobre lo dicho por el aspirante. 
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A nivel privado, se le informará al trabajador sobre la importancia de cumplir 
con sus obligaciones alimentarias, pudiendo escoger cómo se va a realizar el descuento 
salarial para cumplir con su adeudo alimentario. 


Argentina (Provincia de Buenos Aires) 


El registro de deudores alimentarios en Buenos Aires fue creado por primera 
vez por la Ley 269 de fecha once de noviembre de 1999,** y esta ley de registro de 
deudores alimentarios morosos, se puede considerar un punto de partida para generar 
una herramienta hacia una efectiva obtención del derecho del pago de alimentos. 


Así como en la legislación peruana, se emprenden mecanismos legales para 
forzar al progenitor obligado a que cumpla con el pago de la cuota. 


No obstante, dicha ley fue derogada por la ley 13074, que es la vigente en esta 
materia, reformándose en dos ocasiones, en virtud de las leyes 14652 y 15078.** 
Complementario a esta ley, surge el decreto 340/04, que delimita los alcances de la 
propia ley, llevando a cabo funciones reglamentarias. 


El entramado legal argentino pretende no sólo coaccionar al individuo desde un 
punto de vista puramente jurisdiccional, sino que intenta trascender hasta un punto 
tal, en donde la sociedad se torne en una colaboradora del acreedor alimentario, para 
obtener del deudor, los alimentos necesarios. Es decir, prácticamente se pone en 
estado de sitio al deudor para que pague. 


18 Vid in extenso  https://www.buenosaires.gob.ar/justiciayseguridad/registro- 
deudores-alimentarios. Consultada el 5 de agosto de 2022. 


19 Vid in extenso https://normas.gba.gob.ar/ar-b/ley/2003/13074/3780,. Consultada 
el 5 de agosto de 2022. 
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Sus funciones, según el artículo 2 de la ley 13074, son: 


“(...) a) Inscribirse en su Registro, dentro de las veinticuatro horas de 
recibido el oficio judicial que así lo ordene, los deudores alimentarios 
declarados tales en los Departamentos Judiciales de la Provincia. 
b)Proceder a la inscripción cuando por rogatoria llegare la misma 
solicitud de cualquier otra Provincia o Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. 

c)Anotar marginalmente en inscripción anterior, el oficio judicial por el 
cual se ordena levantamiento de la anotación. 

d)Responder los pedidos de informes según la base de datos registrados 
dentro del plazo de cinco (5) días de recibida la solicitud. 

e)Promover la incorporación de las instituciones privadas al cumplimiento 
del requisito previo que esta Ley establece (...)” 


Ahora bien, los efectos de estar en dicho registro, según la ley bonaerense, en 
su artículo b, son: 


1. Negar solicitudes de apertura de cuentas corrientes y de otorgamiento 
o renovación de tarjetas de crédito, como también cualquier otro tipo de 
operaciones bancarias o bursátiles, 

2. Negar las habilitaciones para la apertura de comercios y/o industrias; 
3. Negar concesiones, permisos y/o licitaciones, y 

4. Conceder la solicitud de la licencia de conductor o su renovación por 
cuarenta y cinco días, con la obligación de regularizar la situación del 
deudor dentro de dicho plazo para obtener la definitiva. 
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Las instituciones deberán solicitar el respectivo informe de libre deuda 
registrada. 


De la misma forma que en Perú, el registro sólo se puede dar en virtud de 
orden judicial, según el artículo 15 del decreto 340/04 que reglamenta el registro de 
deudores alimentarios morosos. El registro deberá contener: 


a) Apellido y Nombre completos, no admitiéndose iniciales. 

b) Domicilio. Si fuere desconocido se hará constar esa circunstancia. 

c) Número de Libreta de Enrolamiento, libreta Cívica o Documento Nacional 
de Identidad para los argentinos. Para los extranjeros residentes en el país, el 
Número de Documento Nacional de Identidad, o en su defecto el Número de 
la Cédula de Identidad, o en su caso el del Pasaporte. Para los extranjeros no 
residentes en el país, el Número de Documento que corresponda, según el país 
de su residencia y/o de origen. 

d) Nombre y Apellido de la Madre, si fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 

e) Nombre y Apellido del Padre, si fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 

f) Estado civil, y en caso de ser casado, nupcias, nombre y apellido del cónyuge, 
si fuere desconocido se hará constar esa circunstancia. 

g) Nacionalidad y profesión, si fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 
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h) Fecha de nacimiento, si fuere desconocido se hará constar esa circunstancia. 
Diferente a lo establecido en la legislación peruana, no existe un mecanismo, 
en estas normas, que digan cómo es que el deudor puede salir de ese registro, 
previendo únicamente la prescripción del registro, después de b años de 
realizado este. 


Uruguay 


El registro de deudores alimentarios morosos es una herramienta jurídica eficaz 
para ser utilizada en casos de atrasos o incumplimientos en el pago de la pensión 
alimenticia con consecuencias graves y pensadas en aras de tutelar el bienestar de los 
beneficiarios esto es de los menores e incapaces (Ley 17.957). Se encuentra regulado 
en la Ley 17.957, para ello se requiere que la madre o el padre deudor este obligado a 
dar una pensión alimenticia a un menor de 21 años o mayor de 21 años si se trató de 
una persona incapaz que así haya sido designado por resolución Judicial. 


También se requiere que el deudor alimentario tenga un atraso de 3 meses 
en el pago de la pensión alimenticia por parte del padre o madre obligada al pago. 
Las consecuencias cuando una persona está en el registro de deudores alimentarios 
morosos es que los bancos, para otorgar una tarjeta de crédito antes de autorizarla 
o cuando quieren sacar un préstamo renovación se tiene que consultar si la persona 
está inscrita en el registro de deudores alimentarios, y en caso de que este se le niega 
el préstamo o la tarjeta de crédito. 
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De igual forma para contratar a un proveedor, primero se revisa que no esté 
en el registro de deudores alimentarios morosos y esto deben hacerlo los organismos 
estatales, entendiéndose por tales como el estado, los gobiernos departamentales, los 
entes autónomos, los servicios descentralizados y las personas públicas no estatales. 


El registro dura cinco años salvo si el deudor paga la deuda y lo acredita al 
juzgado. El registro de deudores alimentarios es gratuito. 


Colombia 


El registro de deudores alimentarios fue creado en virtud de la ley 2097 de 
2021, identificado con la sigla REDAM, que viene ser como una especie de buró de 
crédito (datacrédito, en la legislación colombiana) para reportar a quienes no han 
cumplido con sus obligaciones alimentarias. 


Oscar Osuma, Leonardo Perdomo y Sandra Marcela Rojas, refieren en su 
artículo que: 


“(...) La madre o el padre que posea la custodia y el cuidado del menor 
y que ostente que por sentencia ejecutoriada o conciliación la fijación 
de la cuota alimentaria y esta haya sido incumplida por 3 veces 
consecutivas, se puede dirigir al Juez de conocimiento o a la Comisaría 
de Familia para solicitar el ingreso del deudor moroso de la obligación al 
REDAM, y este deberá notificar dicha solicitud al titular de la obligación 
y en la medida de que no haya pronunciamiento se procede a hacer 
el registro y posterior publicación ante las Centrales de Riesgos; este 
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registro tiene varias consecuencias de tipo civil y comercial que generan 
coerción para que el deudor cumpla con dicha obligación y pueda ser 
eliminado del Registro (...)."2 


Quien puede ordenar la inscripción de un deudor en el registro, no sólo es 
el juez, sino también el ” (...) funcionario que conoce o conoció del proceso [..] de 
alimentos (...)."? 


Es decir, desde el punto de vista legal, la obligación puede constar ”(...) en 
título ejecutivo diferente a sentencia judicial (...)” en específico, en ”(...) acuerdos de 
conciliación de alimentos (...).” 


Por lo que se advierte que, el funcionario conciliador puede ordenar también, 
aparte del juez, la inscripción de un deudor moroso en el registro. Quien puede solicitarle 
al juez o al conciliador la orden de inscripción son los acreedores alimentarios, los 
cuales son, según el código civil, en su artículo 411: 


a) El cónyuge. 

b) Los descendientes. 

c) Los ascendientes. 

d) El cónyuge inocente, en caso de divorcio o separación de cuerpos. 
e) Los hijos naturales, su posteridad y a los nietos naturales. 


20 Vid in extenso https://hdl.handle.net/10901/20594. Consultado el 3 de agosto de 
2022. 


21 Congreso de la República de Colombia: Ley Estatutaria 2097 de 2021. En 
http://www.secretariasenado. gov.co/senado/basedoc/ley_2097_2021.html.. 
Consultado el 3 de agosto de 2022. 


22 Congreso de la República de Colombia: Ley 84 de 1873. En http://www. 
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil.htmif41. Consultado el 3 
de agosto de 2022. 
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f) Los Ascendientes Naturales. 

g) Los hijos adoptivos. 

h) Los padres adoptantes. 

i) Los hermanos legítimos. 

j) El que hizo una donación cuantiosa si no hubiere sido rescindida o revocada. 


Las consecuencias de estar el registro de Deudores Alimentarios Morosos en 


Colombia son, según el artículo 6 de la citada ley, que: 


1. El deudor alimentario moroso solo podrá contratar con el Estado una vez se 
ponga a paz y salvo con sus obligaciones alimentarias. Esta inhabilidad también 
se predica del deudor alimentario moroso que actúe como representante legal 
de la persona jurídica que aspira a contratar con el Estado. 

2. No se podrá nombrar ni posesionar en cargos públicos ni de elección popular 
a las personas reportadas en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos, 
hasta tanto no se pongan a paz y salvo con las obligaciones alimentarias. 

Si el deudor alimentario es servidor público al momento de su inscripción en 
el Redam, estará sujeto a la suspensión del ejercicio de sus funciones, hasta 
tanto no se ponga a paz y salvo con las obligaciones alimentarias. En todo 
caso, se garantizará al deudor alimentario los derechos de defensa y debido 
proceso. 

3. Cuando el deudor alimentario pretenda perfeccionar la enajenación de 
bienes muebles o inmuebles sujetos a registro, la notaría exigirá el certificado 
del Registro de Deudores Alimentarios Morosos. 

4. Cuando el deudor alimentario solicite un crédito o la renovación de un 
crédito ante una entidad bancaria o de financiamiento, se exigirá el certificado 
del Registro de Deudores Alimentarios Morosos. 
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5. Impedimento para salir del país y efectuar trámites migratorios ante 
Migración Colombia o la entidad que haga sus veces. 

6. No se requerirá la autorización del padre o madre inscrito en el Redam para 
salir del país. 


Asimismo, igual que en la provincia de Buenos Aires, Argentina, no existe una 
forma en concreto de cancelar la deuda, como en el Perú. 


El encargado de operar el registro será el ministerio de tecnologías de la 
información y las comunicaciones”, según el artículo 2.2.23.5. del decreto 1310 de 
26 de julio de 2022. 


Estados Unidos (California) 


Se revisó su sistema de cobro y la forma de asegurarlos, así como el tratamiento 
que le dan a su incumplimiento y las formas que tienen de localizar a los deudores 
morosos y las penas que les imponen. 


Cuenta con oficinas de manutención de menores child support? para gestionar 
las pensiones alimenticias en materia de niños, niñas y adolescentes, que son las 
oficinas auxiliares en el cobro de pensiones alimenticias ya sea por qué exista una 
orden de carácter judicial o por qué se desea iniciar el trámite para obtener una 
pensión y lograr el aseguramiento de una pensión alimenticia para los hijos o bien si 
se desea obtener asesoría legal. 

23 Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones: Decreto 


1310 de 26 de julio de 2022. En https://mintic.gov.co/portal/715/articles-238270_ 
recurso_1.pdf. Consultado el 3 de agosto de 2022. 


24 Vidinextenso https://www.cdss.ca.gov/lettersnotices/entres/getinfo/acl/2014/14- 
75.pdf. Consultado el 5 de agosto de 2022. 
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Los trámites pueden hacerse en forma personal acudiendo a las oficinas que 
se encuentren más cercanas al domicilio del acreedor alimenticio o bien también se 
pueden realizar vía internet, pues estas dependencias cuentan con sitios web que 
proporcionan información general sobre cuál es el proceso, los pasos, documentación 
y requisitos necesarios para realizar el trámite para la obtención de una pensión y 
en caso de que se desconozca el paradero del deudor se pueden proporcionar los 
datos tales como nombre completo, descripción y de ser posible una fotografía, para 
que esta información sea alimentada a las agencias de child support para lograr la 
localización del deudor. 


Existe el programa denominado California parent locator service (CPLS) 
que autoriza a agencias para buscar y localizar a los deudores así como investigar 
los ingresos de los deudores para que se puedan ejercitar las acciones siguientes: 
Localización de padres, investigación de paternidad, modificación o ejecución de 
pensiones alimenticias modificación o ejecución para coberturas para aseguranzas 
en materia de salud, quienes se encargan de dar seguimiento a cada uno de los casos 
que le son asignados, dando atención a ambos padres para asegurar el cumplimiento 
de la pensión. 


Se cuenta con portales de internet con un enlace para que los patrones puedan 
dar de alta y proporcionar los nombres de nuevos trabajadores, proporcionar sus 
ingresos y cualquier ingreso extra como bonos, comisiones, vacaciones, ahorros 0 
liquidaciones entre otras, esta información puede ser proporcionada a través del 
portal, por correo electrónico o vía telefónica. 
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Por este medio el patrón también podrá dar de baja e informar de aquellos 
trabajadores que han dejado de laborar en su empresa. Los Patrones juegan un papel 
muy importante en el tema de captación de las pensiones alimenticias pues el 70% de 
la recaudación de pensiones alimenticias se hacen a través de descuentos vía nómina. 


Sanciones para deudores alimentarios morosos. además, el hecho de dejar de 
pagar la pensión alimenticia puede traer consecuencias del orden civil y penal que 
pueden variar de Estado a Estado y que se dan a través de un juicio y mediante una 
orden judicial entre los cuales se encuentran los siguientes: Embargo (garnirshment) 
de parte de la nómina (payroll) y dicha cantidad se le entregara al padre o madre que 
convive con el menor. Embargo de parte de lo que cobra por desempleo, Embargo de las 
cuentas bancarias. Embargo de la cantidad de devolución que se obtiene del gobierno 
federal o del estado por concepto de devolución de impuestos (tax returns); multas 
que pueden ser fijadas por la agencia Estatal que se ocupa de pensión de alimentos 
y que convierte la deuda en una cantidad mucho mayor a la adeudada originalmente 
por concepto de pensión. pena corporal, esto es cárcel, decretada por un tribunal por 
desacato a las órdenes de la corte (contempt), expulsión del ejército en el caso de 
militares, notificación al buró de crédito, expulsión del ejército, en el caso de militares, 
suspensión de la licencia de manejo, anulación del pasaporte estadounidense o no 
entrega del mismo cuando sea solicitado (cuando la deuda sea superior a $2,500 
dólares). En casos migratorios la no obtención de beneficios, pena de cárcel los padres 
que se mudan a otro Estado para evadir su obligación.” 


25 Cfr. Rodriguez María: Castigos civiles, penales y migratorios por no pagar. En 
https: //www.thoughtco. com/cuando-no-pagar-la-pension-de-alimentos1965504. 
Consultado 9 de mayo de 2019. 
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México (Estado de México) 


Eduardo Gómez Oliva establece en su artículo “El registro de deudores 
alimentarios morosos: Sus efectos y eficacia en el sistema jurídico mexicano” que 
“(... ) En 2011 apareció por primera vez en el sistema jurídico mexicano el Registro 
de Deudores Alimentarios Morosos, por efectos del decreto de reforma que se hizo 
al Código Civil para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México. Su implementación 
constituye un nuevo mecanismo jurídico para el aseguramiento en el cumplimiento del 
pago de la obligación alimentaria (...)."2 


Refiere Jorge Valdés Camarena,” en cuyo análisis se basa este examen, que 
el artículo 5.43 del código de procedimientos civiles para el estado de México, señala 
que el Juez que conozca de un juicio en materia alimentaria, se determinará en el auto 
que admita la demanda -si es que se acredita la prestación reclamada-, de manera 
provisional, el monto de la pensión alimenticia que se reclama, mandando se lleven a 
cabo los descuentos a que haya lugar, girando oficios al lugar donde trabaje el deudor, 
así como al instituto de la función registral del Estado de México (IFREM); a los 
institutos de seguridad social o a la SHCP a efecto de que informen al juzgado sobre 
percepciones y/o bienes con que pueda contar el deudor alimentario. 


La orden de descuento, así como cualquier informe, de conformidad con el 
artículo citado de la legislación foral civil, se deben acatar de manera inmediata, por 
parte del centro de trabajo donde labore el deudor; y para el caso de no hacerlo, se 


26 Gómez Oliva, Eduardo: El registto de deudores alimentarios morosos. 
Sus efectos y eficacia en el sistema jurídico mexicano. En Diké revista de 
investigación en derecho, criminología y consultoría jurídica. N*. 26, 2019; p. 87. 


27 Cfr. Valdés Camarena, Jorge: Análisis socio-jurídico de los efectos de certificado 
de deudor alimentario ante el Instituto de la Función Registral del Estado de 
México. Universidad Autónoma del Estado de México. 2019; pp. 14 y 15. 
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le tendrá como responsable solidario del deudor alimentario. Además de lo anterior, 
al patrón que incumpla con esa obligación legal, se le impondrá como sanción su 
inscripción en el registro de deudores alimentarios morosos; independientemente de la 
multa correspondiente por no acatar el mandamiento jurisdiccional. 


Todo ello, con la finalidad de forzar a los centros de trabajo a que colaboren, 
desde un punto de vista social, con el pago de los alimentos. 


Además, cuando no se puedan corroborar los ingresos del deudor alimentario, 
y atendiendo a la particularidad del caso, la obligación de dar alimentos deberá ser 
fijada en unidades de medida y actualización, sin que esta pueda ser inferior a una 
unidad. 


El propio artículo 5.43 establece, como última medida de cobro del adeudo 
alimentario, que “(...) se ordenará requerir al deudor alimentario sobre el pago inmediato 
de dicha pensión provisional, embargando, en su caso, bienes de su propiedad que 
garanticen su cumplimiento (...).” 


Por su parte, el artículo 5.64 del código de procedimientos civiles mexiquense, 
dictamina que cuando se dicte sentencia en la que se condene al pago de la obligación 
alimentaria; de manera simultánea, se ordene la inscripción en el registro, haciéndole 
saber al deudor los alcances y efectos de dicha inscripción para el caso en que 
incumpla con sus obligaciones. 
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V. Registro de deudores alimentarios morosos en el estado de 
Guanajuato 


na vez que se ha definido el concepto de alimentos, quienes son los obligados 

y a quienes corresponde este derecho, así como lo que ha definido el derecho 

comparado respecto al registro de deudores alimentarios morosos, se procederá 
al análisis de esta figura jurídica con la finalidad de conocer su funcionamiento y sus 
efectos. 


Análisis del registro de deudores alimentarios morosos 


El obligado a dar alimentos cumple con su deber de la forma establecida en el 
artículo 357 del código civil para el estado de Guanajuato. 


Los alimentos los fija el juez desde la presentación de la demanda de medida 
cautelar (art. 402 y 847-A del código civil del estado) o en sentencia (art. 849 del 
código civil del estado); también las partes pueden convenirlos ante el Juez o en el 
centro estatal de justicia alternativa (art. 831 del código civil del estado). 


Mediante reforma al código civil, se adicionaron al artículo 363 los párrafos 
segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto y artículo 363-A, publicada el 19 de julio de 
2021 en el periódico oficial de gobierno del estado, en virtud de la cual, se creó el 
registro de deudores alimentarios morosos, cuyo objeto es garantizar el cumplimiento 
de las obligaciones alimentarias, como mecanismo de control al incumplimiento; ya que 
una problemática real que rebasa la normativa vigente, es el relativo al incumplimiento 
de las pensiones alimenticias, bien las que tienen un origen de cumplimiento voluntario, 
bien las que son decretadas en los juicios de naturaleza familiar, en donde la obligación 
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se pretende hacer exigible al deudor, con la concebida ineficacia de los medios de 
apremio, o lo inviable de las medidas de embargos provisionales y/o definitivos sobre 
bienes propiedad de los deudores alimentistas. 


Es decir, que, en muchas de las ocasiones, como lo señaló la diputada Martha 
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Delgado Zárate, al presentar la iniciativa de reforma, 


28 


*(...) la efectividad del derecho fundamental de un acreedor alimentario 
a recibir sus “alimentos” depende enteramente de la actitud que asuma 
el deudor fuera o dentro de un proceso familiar, lo cual, hace depender 
la exigencia y efectividad del derecho a recibir alimentos a que el deudor 
quiera o no cumplir con él, situación simple y sencillamente inaceptable 


loa 
En la iniciativa de ley, se establece que 


“(...) hoy, cuando en un juicio se demanda el cumplimiento del pago 
de una pensión alimentaria, dicha prestación puede tener cierto grado 
de efectividad cuando el deudor alimentista es un asalariado, es decir, 
que por su trabajo, percibe un ingreso fijo determinado el cual permite 
se establezca la medida de aseguramiento de un porcentaje de los 
prestaciones salariales; sin embargo, eso no ocurre cuando el deudor 
alimentario no tiene ingresos comprobables, o bien, los que dice tener, 


Vid in extenso  https://www.claroscuronoticias.com/articulo/presenta-pan- 
iniciativa-para-proteger-derecho-a-recibir-alimentos-11542/. Consultado el 4 de 


agosto de 2022. 
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siempre son menores a la realidad percibida desde el nivel de vida de los 
deudores alimentarios, por lo que se dificulta la fijación del quantum de 
la pensión alimentaria. 


Por otra parte, es una constante en la vida real y diaria de las mujeres, 
amas de casa, cuya dependencia económica del esposo, concubino o 
pareja es absoluta o un gran porcentaje. 


Estos roles asignados (desde una perspectiva de género) coloca a las 
mujeres en un plano de desigualdad económica frente a su pareja, y es 
causa de relaciones asimétricas de poder que sitúan a la mujer y a los 
hijos e hijas en relaciones subordinadas, lo que conlleva la perpetuación 
de la violencia familiar en su modalidad económica. 


Por ello, proponemos la creación de un registro estatal de deudores 
alimentarios, mismo que tendría por objeto ser una herramienta más 
con la que se pretende hacer efectivo el derecho de los acreedores 
alimentarios. Así lo refirió la exposición de motivos y que sirvió de 
fundamento a la iniciativa de ley (...)."2 


Sentado lo anterior, es necesario analizar esta novedosa figura jurídica, ello 


con la finalidad de conocer su funcionamiento y sus efectos: 


29 


Exposición de motivos del Registro de Deudores Alimentarios Morosos, 
presentada por el GPPAN. En  https://congresogto.s3.amazonaws.com/ 
uploads/orden_archivo/archivo/18028/04__Iniciativa_  registro_de_deudores_ 


alimentistas_del_GPPAN.pdf. Consultado el 4 de agosto de 2022. 
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El registro de deudores alimentarios morosos es una institución de carácter 
administrativo,* que se encuentra a cargo de la dirección general de registros públicos 
de la propiedad y notarías, teniendo adscritas las oficinas del registro público de la 
propiedad. 


El registro público es definido en el considerando que estatuye su reglamento 
como ”(...) una institución de la Secretaría de Gobierno, que tiene como fin dar 
publicidad a los actos que conforme a la ley lo requieran para surtir efectos contra 
terceros, en los términos que establezca este reglamento y sus lineamientos (...).” 


Asimismo, en el artículo 2 del reglamento del registro público de la propiedad se 
establece que ”(...) en cada cabecera de partido judicial habrá una oficina de registro 
público de la Propiedad (...).” 


La dirección general de registros públicos de la propiedad y notarías no cuenta 
con un registro de inmuebles a nivel estatal, pues no obstante que las oficinas 
registrales están adscritas a ella, cada uno inscribe los inmuebles que corresponden 
a su circunscripción. 


Por lo tanto, para conocer los inmuebles con que cuente un deudor alimentario, 
será necesario acudir a cada cabecera de partido judicial para obtener la información 
solicitada por el juez. 


Declaratoria de deudor alimentario moroso 


30 Camarena, Jorge Valdés; Valdés, Arenas; Lima, Rafael Santacruz: Socio-legal 
analysis of the effects of the food debtor certificate before the Institute of the 
Registry Function of the State of Mexico. Dilemas Contemporáneos: Educación, 
Política y Valore. vol. 6, no 2. 2019; passim. 
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Es importante definir a quiénes se les considera deudor alimentario moroso, 
con la finalidad de poder entender el procedimiento para realizar tal declaración. 


Concepto de deudor alimentario moroso 


Se puede definir como el obligado, en virtud de medidas provisionales, sentencia 
o convenios judiciales, que incumple con la pensión o la ministración de alimentos sin 
causa justificada por un período de noventa días y que haya sido declarado así por 
el juez. 


De lo anterior se colige que, para realizar la declaratoria de deudor alimentario 
moroso, es necesario que se haya decretado una medida cautelar, o que exista una 
sentencia o un convenio elevado a la categoría de cosa juzgada, en el que se establezca 
el monto determinado de la pensión alimenticia, y que estas estén incumplidas sin 
causa justificada por un período de noventa días, razón por la cual, y garantizando 
el derecho de audiencia de la contraparte, será necesario que, una vez presentada la 
solicitud o bien, si el juzgador o juzgadora lo determina de oficio en algunos casos, se 
dará vista al deudor alimentario por el término de tres días para que alegue lo que a 
su derecho convenga. 


Hecho lo anterior, el operador jurídico debe analizar: 


1. Si el incumplimiento se dio por causa justificada. 

2. Que el incumplimiento no abarca la temporalidad de 90 días que prevé la 
norma. 

3. Que no se ha dado el incumplimiento que se imputa, acreditándolo en virtud 
de prueba documental. 
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Bajo ese prisma, no procederá fijar la declaratoria. 


Ahora bien, para el caso de no actualizarse ninguno de los escenarios anteriores, 
el juez dictará resolución debidamente fundada y motivada, haciendo declaración 
formal de deudor alimentario moroso, ordenando su inscripción a la dirección general 
de registros públicos de la propiedad y notarías. La declaratoria deberá especificar el 
nombre completo del deudor y su clave única de registro de población, con el fin de 
evitar homonimias. 


En nuestra legislación, el único facultado para ordenar la inscripción o la 
cancelación en el registro de deudores alimentarios es el órgano jurisdiccional que 
haya decretado la medida, emitido la sentencia, sancionado el convenio, o bien, el 
competente para conocer sobre la ejecución de un convenio elevado a la categoría de 
cosa juzgada por el centro estatal de justicia alternativa. 


Esta inscripción se materializará a través de una plataforma, que sólo será 
utilizada por los jueces del poder judicial y por la dirección general de registros públicos 
de la propiedad y notarías. 


Es de resaltar que, en las legislaciones de los Estados de Oaxaca, Jalisco, 
Estado de México, Sinaloa y Ciudad de México, el encargado de llevar el registro de 
los deudores alimentarios morosos es el registro civil, quien además en el caso de la 
legislación de Oaxaca, cuenta con una plataforma digital o portal electrónico. 


Inscripción en el registro de deudores alimentarios morosos 


La dirección general de registros públicos de la propiedad y notarías hará la 
inscripción en el registro de deudores alimentarios, previa orden jurisdiccional. 
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Como ya se hizo referencia la dirección general de registros públicos de la 
propiedad y notarías y las oficinas del registro civil solo cuentan con registro de 
inmuebles, mas no de personas. 


En consecuencia, este registro de deudores morosos es de bienes inmuebles a 
diferencia de las demás entidades federativas que su registro es de personas. 


El registro público de la propiedad deberá verificar el sistema de folios reales 
a efecto de constatar en los casos en que el deudor alimentario pretenda transmitir, 
modificar, gravar, limitar o extinguir la propiedad de bienes raíces o cualquier derecho 
real, para informar al juez con el objeto de que resuelva lo que a su derecho corresponda 
y, en tanto no se decida, no podrá realizarse la inscripción. 


La inscripción se hará en el inmueble propiedad del deudor, para lo cual la 
dirección general de registros públicos de la propiedad y notarías, tendrá que solicitar 
a las oficinas registrales, le informen la situación del inmueble, ello con la finalidad 
de que estos se inmovilicen, pues esa institución no cuenta con registro estatal de 
inmuebles. 


Lo mismo debe acontecer si el operador jurídico, le solicita informe si el padre 
o madre deudor moroso cuenta con algún inmueble registrado. 


Resaltando que la norma no menciona la palabra inmovilización, sin embargo, 
se deduce que se trata de esta figura jurídica, pues al realizar la inscripción en los 
inmuebles, es motivo para impedir que se transmitan, modifiquen, graven, limiten o 
extingan la propiedad de bienes raíces o cualquier derecho real, hasta en tanto el o la 
juzgadora autoricen o lo nieguen. 
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La problemática que se puede suscitar es que el inmueble esté gravado, o se 
haya enajenado antes de que se realice la declaratoria de deudor alimentario moroso, 
entonces que pasara con los terceros de buena fe que adquieren el inmueble, cuando 
aún no se había realizado la declaratoria de deudor moroso o bien ignoraban que 
estaba inmovilizado por deuda alimentaria. Tomando en consideración que el registro 
de deudores alimentarios morosos, no cuenta con efectos publicitarios. 


Otra problemática serán las homonimias, pues los únicos requisitos para 
inscribir el inmueble son: nombre, CURP y opcional REC, por lo que consideramos que 
será difícil saber, si efectivamente los inmuebles son propiedad del deudor de la cuota 
de alimentos, tomando en consideración que en las escrituras públicas no siempre 
obran estos datos aunados a que algunos notarios públicos en muchas ocasiones 
omiten asentar generales, haciendo referencia que son de su conocimiento personal. 


La norma señala que los deudores alimentarios podrán solicitar constancias 
sobre la situación de los inmuebles en cuanto a que no existen inscripciones 0 
anotaciones relativas a la inscripción del deudor alimentario en el sistema de folios 
reales y el registro deberá entregarlas al interesado. De lo anterior se colige que esta 
información es privada. 


Tal parece que esta información no podrá ser comunicada al notario público 
o a cualquier persona que solicite un certificado de gravamen, en atención a que 
la propia porción normativa refiere que estos datos se darán a conocer sólo en el 
supuesto de que el progenitor deudor moroso pretenda transmitir, modificar, gravar, 
limitar, extinguir la propiedad de bienes inmuebles o cualquier derecho real y de lo 
cual solicitara al juzgador para que determine si se autoriza o no la transmisión de la 
propiedad. 
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Otra de las interrogantes a resolver es, si un deudor alimentario moroso 
tiene diversos inmuebles, deberán inmovilizarse todos o solo algunos, al respecto el 
legislador deja una laguna al no prever específicamente esta situación. 


En primer lugar, debe decirse que los supuestos que se presenten expondrán 
al tribunal la cantidad adeudada tomando como base el adeudo, lo convenido, lo 
sentenciado o lo decretado en medida y podría ser que se inscriba únicamente uno 0 
algunos que garanticen el adeudo. 


Pero, si partimos de que la finalidad de registrar a un deudor alimentario moroso 
es una forma de coaccionar el cumplimiento de su obligación, tomando como base 
que los alimentos son de orden público e interés social y además que es un derecho 
humano, lo correcto será que se analice cada caso concreto, en atención a que no se 
trata de un gravamen, sino de una forma de hacer presión para que se cumpla con la 
obligación de ministrar alimentos, mismos que son vitales para la sobrevivencia de un 
ser humano que no puede hacerlo por sí mismos.** 


Procedimiento para inscripción en el registro 


El Juez, sea civil —pues aún existen asuntos de alimentos que se ventilan en 
estos tribunales— o bien, el especializado en materia familiar son los facultados para 
ordenar al registro público de la propiedad a efecto de que se anote, en el sistema de 
folios reales sobre aquellos bienes de los cuales sea titular el deudor moroso. 


31 Cfr. De la Mata, Pizaña Roberto Felipe y Garzón, Jiménez Roberto: Derecho 
Familiar. Porrúa. México 2020; p. 64. 
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Al respecto debe decirse que el procedimiento para realizar el registro de 
deudores alimentarios morosos se realiza a través de una plataforma que será utilizada 
por el poder judicial del estado y la dirección del registro público de la propiedad, 
mediante esta plataforma se realizará la gestión de inscripción de las órdenes 
judiciales relativas al deudor alimentario moroso. 


Existen 24 oficinas del registro público de la propiedad en donde se puede 
inscribir cualquier solicitud que gire la autoridad competente, pero, esto se realizará 
por conducto de la dirección del registro público de la propiedad y notarias, en esta 
plataforma podrá inscribir la declaratoria judicial del deudor alimentario moroso, las 
rectificaciones que eventualmente se requieran sobre la inscripción; y la cancelación 
de la inscripción de deudor alimentario moroso. 


Este sistema informático está operando desde el pasado 23 de abril de la 
anualidad que transcurre,*? existiendo 3 inscripciones en el registro de deudores 
alimentarios morosos a la fecha de la elaboración del presente artículo. 


El registro público de la propiedad deberá verificar los folios a fin de revisar y 
confirmar, en los casos en que un deudor de alimentos pretenda transmitir, modificar, 
gravar, limitar, extinguir la propiedad de bienes inmuebles o cualquier derecho real, 
con el objeto de informar al juez para que resuelva lo que corresponda a su derecho y, 
mientras no se resuelva, no se podrá realizar ninguna acción que afecte el inmueble 
o inmuebles. 


32 Cfr. Periódico el bajío: Formalizan el registro de deudores alimentarios. En 
https: //elbajio.mx/formalizan-el-registro-de-deudores-alimentarios/. Consultado 
el 1 de julio de 2022. 
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El juzgador, desde luego no podrá permitir que un inmueble se transmita, 
modifique, grave o extinga el dominio del bien o de cualquier derecho real sobre el 
mismo hasta en tanto no se haya cubierto el adeudo de los alimentos. 


Cancelación del registro 


El deudor alimentario declarado judicialmente como moroso, que acredite con 
posterioridad ante la misma autoridad que realizó la citada declaratoria, que han sido 
pagados en su totalidad los adeudos, podrá solicitar a dicha autoridad la cancelación 
de la inscripción, para decretar la cancelación será necesario que se de vista al 
acreedor alimentario, garantizando así su derecho de audiencia. 


El juez, en los casos que proceda, cancelará las inscripciones a que se refiere 
este artículo. No establece si la cancelación generara costo alguno, pues en el caso 
del Estado de Oaxaca donde su legislación establece que la inscripción, no genera 
costo, pero la cancelación sí. 


Otras legislaciones de la república mexicana prevén que, para cancelar 
el registro, no solo deben acreditar el pago adeudado sino también garantizar que 
continuara cumpliendo. 


Los deudores alimentarios podrán solicitar constancias sobre la situación de 
los inmuebles en cuanto a que no existen inscripciones o anotaciones relativas a la 
inscripción del deudor alimentario en el sistema de folios reales, y el Registro deberá 
entregarlas al interesado. 
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Efectos del REDAM 


La dirección general de registros públicos de la propiedad y notarías para 
efectos del artículo anterior, deberá inscribir la declaratoria de deudor alimentario en 
los inmuebles, en que éste sea propietario. 


El registro público de la propiedad deberá verificar los folios a fin de revisar y 
confirmar, en los casos en que un deudor de alimentos pretenda transmitir, modificar, 
gravar, limitar, extinguir la propiedad de bienes inmuebles o cualquier derecho real, 
con el objeto de informar al juez para que resuelva lo que corresponda a su derecho y, 
mientras no se resuelva, no se podrá realizar ninguna acción que afecte el inmueble 
o inmuebles. 


El juzgador, desde luego no podrá permitir que un inmueble se transmita, 
modifique, grave o extinga el dominio del bien o de cualquier derecho real sobre el 
mismo hasta en tanto no se haya cubierto el adeudo de los alimentos. 


Se inscribirá en dicho registro, a petición de la autoridad judicial competente, 
la demanda de pago de pensión alimenticia, la medida provisional del pago de pensión 
o la sentencia dictada especificando el monto adeudado. 


Por supuesto el derecho de recibir alimentos no debe pervertirse dejando en la 
ruina económica al obligado al pago de alimentos; por lo que el registro de inmuebles 
siempre deberá ser el necesario para cubrir el monto de lo adeudado. No más, pero 
tampoco menos. 
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Piénsese hipotéticamente en el caso de un deudor alimentario que tiene varias 
propiedades y basta una para satisfacer su obligación. Entonces el registro de bienes 
no debe ser de todo lo que posee y, una postura en contrario, implicaría torcer la 
finalidad para lo que se creó esta institución. 
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Conclusión 


l registro de los deudores alimentarios. Concepto. Obligados. Funcionamiento y 
efectos. 


El registro de deudores alimentarios morosos es el listado de personas que 
han incumplido con sus obligaciones alimentarias y jurisdiccionalmente así se les ha 
calificado. 


Queda entendido entonces que el deudor alimentario moroso tiene en su contra 
decretada una medida provisional o una sentencia o un convenio incumplido y además 
hayan trascurrido noventa días. 


Las anotaciones en el registro de deudores alimentarios moroso, así como la 
cancelación, sólo podrán hacerse por orden judicial que aluda a la existencia previa de 
un juicio alimentario y que haya realizado la formal declaratoria. 


La anotación de deudor alimentario sólo se hace en el inmueble, dado que el 
registro público de la propiedad no cuenta con registro de personas. Sin que el citado 
registro tenga efectos publicitarios. 


Los efectos del registro de deudores alimentarios morosos materialmente 
implican la inmovilización de los inmuebles y en caso de que sean varios se atenderá 
al monto de lo adeudado y las circunstancias del caso. 


Ciertamente el registro de deudores alimentarios morosos es un avance en 
el derecho de familia al ser una herramienta suficiente y eficiente para legalmente 
coaccionar al cumplimiento de la ley, de la concreta obligación alimentaria. 
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Propuesta de mejora 


Atento a lo analizado es pertinente que el registro de deudores alimentarios 
morosos sea un mecanismo de control del incumplimiento de las obligaciones 
alimentarias para que de esta manera responda a la preocupación social, generada en 
las familias guanajuatenses, esto es, se tome como antecedente el derecho comparado 
y que el mismo tenga otras atribuciones, como que se le dote de publicidad para que 
diferentes instituciones, colaboren a garantizar de una forma coactiva el derecho 
humano a recibir alimentos de la siguiente manera: 


1.- Que el registro de deudores alimentarios morosos, quede a cargo del 
registro civil, quien lleve un listado de los padres deudores morosos y de los 
empleadores que incumplan con la orden del juez de retener los descuentos 
salariales y pueda celebrar convenios con instituciones públicas y privadas. 
2.- Que el registro de deudores alimentarios morosos se le dote de publicidad. 
3.- Se les inscriban automáticamente al buró de crédito. 

4.- No se les otorguen créditos, o bien, si se otorgan se retenga el adeudo de 
pensión alimenticia y se entregue directamente al acreedor alimentario. 

5.- Se prohíba la salida del país. 

6.- En la devolución de impuestos, estos se destinen al pago de alimentos 
devengados. 

7.- No se otorguen permisos, licencias para apertura de un negocio. 

8.- Los patrones se conviertan en terceros solidarios para la exigencia de 
la obligación alimentaria, para lo cual, cada mes se enviará una lista de los 
deudores morosos, de forma que sí uno de sus trabajadores se localiza en la 
misma, de manera inmediata proceda a retener el salario. 

9.- Impedimento para contraer matrimonio y para adoptar. 
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10.- Que la inmovilización de inmuebles sea un gravamen con preferencia, para 
hacer efectivo el derecho de recibir alimentos. 
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La actuación oficiosa del juzgador en materia familiar. 
Una opinión 


Jueza Mtra. Martha Georgina Robledo Ascencio 

— uándo debe haber una actuación de oficio en un proceso familiar? ¿Es 
( una apreciación solamente subjetiva?. 

El tema de la actuación de oficio en la práctica resulta polémico. Es 

fácil de decir, pero difícil de aplicar, y puede implicar que el juez de primera instancia, 


el magistrado, y el juez de control constitucional tengan opiniones diferentes, todas 
basándose en argumentos tuitivos: creo que es necesario o no lo creo en este caso. 


Definitivamente, la decisión se toma con el caudal de conocimientos y 
experiencias que tiene cada juzgador, las que mayormente no son homogéneas, 
produciendo en la realidad una torre de Babel jurídica. 


Lo anterior hace necesario cuando menos, tener una pauta que controle la alta 
subjetividad a la que puede reconducir este tema, y que dicha volubilidad de opiniones, 
al final de cuentas, no termine por perjudicar a quienes se pretende custodiar. 
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Así que, de inicio debe considerarse, a manera de presunción, que en todo 
enjuiciamiento familiar, por lo delicado y trascedente de la célula básica de la 
sociedad, hay un potencial riesgo para los justiciables; por lo que se deben hacer, 
al menos 2 preguntas: ¿Qué riesgos de los miembros de la familia se involucran? y 
¿los postulantes promovieron lo necesario para la protección de los riesgos que se 
advierten en el caso? 


El resultado de la primera pregunta implica listar los riesgos potenciales, y la 
segunda, analizar la idoneidad como pertinencia de la medida de protección incoada. 
Ambas respuestas condicionarán si debe existir una actuación oficiosa del juez, 
es decir, que actúe reuniendo pruebas para mejor proveer, decretar una medida de 
protección, etc, etc. 


Cierto es que es un examen ligero, apenas un escarceo, pero también cierto es, 
que implica un principio para controlar la desmedida subjetividad que se traduce en 
una mala praxis jurisdiccional. 


La importancia de la célula básica de la sociedad: La familia 


La familia, como núcleo y base de la sociedad, es de suma importancia para 
el Estado, a fin de que se mantenga en equilibrio; de ahí que el derecho familiar esté 
en constante cambio, con el objetivo de actualizarse conforme a las condiciones de 
la época. 


El derecho de familia se encuentra en transformación, especialmente a raíz de 
la incorporación del derecho internacional de los derechos humanos, y de un desarrollo 
jurisprudencial que permea al derecho que regula las relaciones familiares. 
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Es una rama que regula la creación y disolución de las relaciones jurídicas 
familiares, determinando además las facultades y responsabilidades legales derivadas 
de la situación familiar. Esto significa, que el derecho de familia decide quién cuenta 
como miembro legal de la familia y quién no, cómo se inician y terminan las relaciones 
jurídicas familiares, y qué significa (legalmente) ser un miembro de la familia.! 


En los conflictos familiares, la mayoría de las veces se involucran derechos de 
niñas, niños y adolescentes, siendo necesario, al constituir un grupo en condiciones de 
vulnerabilidad por su edad, y a fin de que sus derechos no se vean afectados, sino por 
el contrario, que en toda decisión jurisdiccional impere su beneficio, que el juzgador 
actúe de manera oficiosa para la protección de sus derechos, lo que permite así el 
ejercicio pleno de los mismos por la infancia y adolescencia. 


Es bien sabido que, para la toma de decisiones, el juzgador siempre debe atender 
al principio del interés superior de la niñez, lo que no se podría hacer si se dejara en 
manos de los adultos, ya sea sus mismos progenitores u otros miembros de la familia, 
las facultades para ejercerlos, ya que en ocasiones, los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes se contraponen con los derechos de los adultos; principalmente los 
padres. 


En casos de protección a la infancia y adolescencia, la actuación del juzgador 
para protegerla, no debe estar sujeta a la voluntad de otra persona, ni siquiera a la 
de los adultos afectados, sino que debe ir acorde a las reglas de acción descritas en 
el el artículo 30. de la Convención sobre los Derechos del Niño, para que desde las 
primeras diligencias, el hacer del juez o jueza se norme exclusivamente por el principio 


1 Propuesta de definición de Jill Hasday que desarrolla en Hasday J.E.: Family 
Law Reimagined. Cambridge, Hardvard University Press. 2014. Vid in extenso. 
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del interés superior de la niñez, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 1*. y 4*. y la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 


En los juicios familiares, las emociones de los padres de los menores de edad 
afectan sus decisiones, surgiendo a partir de ahí la dificultad para que los acuerdos 
que se toman sobre los derechos de los hijos, logren la protección y garantía de 
sus derechos; teniendo el juzgador qué supeditar su actuación a la objetividad e 
imparcialidad, priorizando el interés superior de la niñez, y teniendo el deber de actuar 
para que sus decisiones no los afecten; eso si se habla de un convenio elaborado por 
las partes que resuelva la controversia, y que previamente debe ser sancionado por el 
juzgador, resultando lo mismo cuando el conflicto se dirime en la sentencia que dicta 
el propio juez. 


Cada decisión que toma el juzgador en los conflictos familiares, impacta en el 
destino de una niña, niño o adolescente; de ahí lo delicado de la toma de decisiones, 
donde cada actuación debe realizarse no únicamente a instancia de parte, sino por el 
deber que tiene el juez de la aplicación del principio del interés superior de la niñez, 
que le impone velar por los derechos de quienes no pueden actuar por sí mismos, 
sino siendo representados de manera originaria por sus padres, o en ocasiones con 
la intervención de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, 
quien actúa en coadyuvancia para garantizar su interés superior, y que en los casos 
de conflicto de intereses entre quienes ejercen la representación originaria y los 
representados menores de edad, o por una representación deficiente o dolosa, dicha 
representación se suple por la Procuraduría, conforme lo establece el artículo 3 del 
Código Procesal Civil del Estado. 
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En este tipo de procesos, además del deber que tiene el juzgador de la suplencia 
de la deficiencia de la queja que establece el artículo 796 del Código Procesal Civil del 
Estado, el juzgador puede ordenar el desahogo de cualquier medio de prueba, cuando 
sea en beneficio de niños, niñas y adolescentes o incapaces -llamados adecuadamente 
personas con discapacidad- y es en esta actuación donde el juzgador ejerce a plenitud 
sus facultades oficiosas, porque es bien sabido por quienes realizamos el quehacer 
jurisdiccional, que muchas veces las pruebas que las partes aportan para resolver 
el conflicto son insuficientes, o no son las adecuadas para resolverlo, no pudiéndose 
limitar el desahogo de las pruebas a las que las propias partes ofrecen, pues de ser 
así, no se tendrían los medios necesarios de aplicación del derecho para privilegiar 
el interés de la infancia, y se estaría ante una sentencia que, aunque ponga fin al 
conflicto, no lo resolvería protegiendo y garantizando los derechos de los menores de 
edad. 


Las pruebas para mejor proveer 


En materia familiar, la facultad del juzgador para ordenar pruebas para mejor 
proveer, debe ser valorada en todos los casos en los que estén involucrados niños, 
niñas o adolescentes, ya que para resolver conflictos donde sus derechos se afectan, 
se debe conocer su situación en relación al ejercicio de sus derechos, y se tiene el 
deber de allegarse de la información que sea necesaria, dentro de la cual se considera 
la opinión y descripción que el mismo menor de edad hace de su propia circunstancia 
(derecho de participación), su estado psico-emocional (evaluaciones psicológicas), su 
desempeño académico y social en la escuela (reportes escolares) y cualquier otro dato 
que pueda servir para conocer el contexto del menor de edad. 
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El juzgador debe tener la sensibilidad necesaria para advertir, desde que se 
recibe la demanda o solicitud de medidas de protección, de la posibilidad de riesgo, 
y actuar oficiosamente dictando las medidas adecuadas, pues basta advertir el 
riesgo para protegerlo inmediatamente, ya que se tiene la presunción de necesidad 
de la medida de protección en favor de niñas, niños y adolescentes o personas con 
discapacidad, bastando solamente la existencia de la duda razonable del riesgo en el 
que se encuentren, para implementar todo lo que sea necesario para tener la certeza 
razonable de su seguridad, y al momento de revisar las medidas provisionales, el 
juzgador, de manera oficiosa, debe preparar el desahogo de las pruebas que permitan 
corroborar o no dicho riesgo para confirmar, modificar, o revocar dichas medidas de 
protección. 


Asimismo, en los procesos del orden familiar, las partes ofrecen pruebas, 
y cuando se involucran derechos de niñas, niños y adolescentes, aun cuando esas 
pruebas no reúnan los requisitos formales para su ofrecimiento, el juzgador tiene el 
deber de analizar, previo a su desechamiento, si su desahogo sería de beneficio para 
conocer la situación el menor de edad y resolver el conflicto conforme al interés 
superior del niño, y de ser dicha prueba relevante, admitirla, siendo la única limitante, 
para el caso de aquellas pruebas que puedan afectar a las niñas, niños o adolescentes, 
que dichos medios de convicción sean ilícitos o notoriamente improcedentes. 


Los derechos de la niñez y adolescencia son derechos humanos que, como 
tales, el juzgador está obligado a promover, respetar, proteger y garantizar; y el 
Estado debe prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones que se cometen 
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en contra de sus derechos?, derivándose de lo anterior, que no habría otra forma 
de cumplir con el mandato constitucional, sino mediante la actuación oficiosa del 
juzgador, y más en una materia en la que se involucran derechos tan diversos como 
son los de los integrantes de una familia, donde todos deben quedar protegidos y 
garantizados ante la ruptura familiar, resolviendo lo más benéfico para las niñas, niños 
y adolescentes en cuanto a la guarda y custodia, derecho de visitas y convivencias, 
así como lo relacionado con los alimentos, ya que aun cuando la familia se desintegre, 
los infantes y adolescentes deben poder ejercer sus derechos para alcanzar un pleno 
y armonioso desarrollo, hasta llegar a la adultez. 


En los procedimientos familiares, el juzgador desempeña un papel muy 
importante, porque para resolver el conflicto que se pone a su conocimiento debe 
proyectarse a futuro, visualizando cómo la aplicación de las normas legales y 
principios a cada niña, niño o adolescente afectará sus derechos, para posteriormente 
determinar lo que represente su mayor beneficio. Por ello, es tan amplia la facultad 
del juez o jueza de familia en los asuntos que resuelve, porque como se ha dicho, no es 
suficiente con lo que las pruebas que las partes aporten para la solución del conflicto, 
ya que muchas veces están sesgadas, y no permiten al juzgador analizar en toda 
su amplitud, además del conflicto, las soluciones al mismo que permitan proteger y 
garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Derivado de lo anterior, cuando en los procesos de esta naturaleza se afectan 
derechos de niñas, niños y adolescentes, es necesaria, de manera urgente y prioritaria, 
la actuación del juzgador, y no solamente para la protección de los derechos de 


2 Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, artículo 1%. Reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. ed. 
México, p. 91. 
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aquellos, sino también para su restitución integral, ya que es evidente la dependencia 
del pleno ejercicio de esos derechos para que niños, niñas y adolescentes puedan 
alcanzar un sano desarrollo. Para un menor de edad, toda afectación a sus derechos 
genera un impacto en su desarrollo de manera integral”. 


Por ello, es que para lograr la restitución de tales derechos, el juzgador debe 
actuar atendiendo, no solamente las afectaciones que se presentan en los menores 
de edad en los momentos en que se presentan los conflictos familiares en que se 
encuentran inmersos, sino que debe vislumbrar las posibles afectaciones que puedan 
tener, para implementar lo necesario en cuanto al cumplimiento de los deberes 
parentales para con los menores de edad, y en el caso de las mujeres, cuando están 
siendo afectadas por violencia dentro del entorno familiar ya sea de manera directa 
o indirecta, lo que no solamente afecta a los adultos sino también a los menores de 
edad, y se debe actuar oficiosamente para proveer lo necesario, a fin de romper en 
muchos casos el ciclo de violencia que se vive en el interior de la familia, lo que va 
desde medidas de protección reforzadas para los menores de edad y los adultos, 
así como los apoyos sicológicos adecuados para proteger a los hijos e hijas que se 
encuentran en el escenario de violencia. En casos de violencia, las víctimas, cuando 
se encuentran en un contexto de crisis, necesitan de la protección a los hijos, ya que 
la capacidad de las mujeres para la autoprotección se ve disminuida, y se requiere de 
la actuación del juzgador en toda su amplitud, al tener las obligaciones reforzadas en 
estos casos. 


3 Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren a 
niñas, niños y adolescentes. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Dirección 
General de Comunicación y Vinculación Social de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 2a. ed. México. p. 91. 
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La necesidad de la actuación oficiosa 


El juez o jueza de familia tiene las facultades de implementar lo que sea 
necesario, para la protección y garantía de los derechos de los integran-tes de la 
familia, priorizando aquéllos que afecten a menores de edad, ya que son cuestiones de 
orden público e interés social todo lo que incida en ella, con la sensibilidad necesaria 
que le hace creativo para resolver los conflictos de esta naturaleza, atendiendo a 
cada caso en concreto, con la mirada puesta siempre en los derechos de la infancia 
y adolescencia para su ejercicio pleno a fin de llegar a la adultez donde alcanzarán 
su autonomía personal, recordando siempre que el niño hace en activo lo que vivió 
en pasivo y depende en gran medida de la labor del juzgador, donde su intervención 
no tiene más limite que el respeto a los derechos humanos de quienes integran una 
familia. 
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Conclusión 


Los procedimientos de oralidad familiar exigen un examen sobre la intervención 
jurisdiccional oficiosa. 


En razón de los valores en riesgo debe presumirse la existencia del riesgo 
potencial de los justiciables involucrados en una contienda familiar; por lo que se debe 
realizar un examen que responda al menos a 2 preguntas: ¿Qué riesgos se involucran? 
y ¿los postulantes promovieron lo necesario para controlar el peligro?. 


Si las respuestas arrojan la existencia probable de riesgos, sumado a la omisión 
de solicitud de los postulantes para controlarlos, se traduce en la necesidad de una 
actuación jurisdiccional oficiosa acorde a cada caso concreto. 
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Conociendo la coordinación de correspondencia y 
archivos de trámite 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Introducción 


l artículo 21 de la Ley General de Archivos! y al artículo 23 de la Ley de Archivos 
del Estado de Guanajuato,? señalan que: 


[...] El Sistema Institucional de cada sujeto obligado deberá integrarse por: 


|. Un área coordinadora de archivos, y 
II. Las áreas operativas siguientes: 
a) De correspondencia; 
b) Archivo de trámite, por área o unidad; 


1 Web bibliografía: Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. México: 
Ley General de Archivos. Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
15 de junio de 2018). En https://www.poderjudicial-gto.gob. mx/pdfs/Ley%20 
General %20de%20Archivos%2015%20junio%202018.pdf consultado el 14 de 
marzo de 2022 


2 Web bibliografía: H. Congreso del Estado de Guanajuato: Ley de Archivos 
del Estado de Guanajuato, publicada en el Periódico Oficial del Estado de 
Guanajuato el 13 de julio de 202. En https://www.poderjudicial-gto.gob.mx/pdfs/ 
Ley%20de%20Archivos%20del/%20Estado%20de%20Guanajua-to%20%2013- 
07-2020.pdaf consultado el 14 de marzo de 2022 
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c) Archivo de concentración, y 
d) Archivo histórico, en su caso, sujeto a la capacidad presupuestal y 
técnica del sujeto obligado... 


A principios de enero de 2021, la entonces Dirección del Archivo General 
inició las gestiones para la conformación de una nueva estructura de Archivos, que 
coadyuvará en la integración del Sistema Institucional de Archivos del Poder Judicial. 
En este contexto, en sesión del H. Consejo del Poder Judicial de 14 de enero de 
2021, se acordó que a partir del 16 de enero del mismo año, la Dirección de Archivo 
General se denominara en lo subsecuente Dirección de Archivos del Poder Judicial del 
Estado, estando a cargo la licenciada Beatriz Ortega Sandoval, quien encabeza el Área 
Coordinadora de Archivos prevista en las leyes citadas anteriormente. 


Esta nueva estructura se integra por las áreas de Dirección, la Subdirección de 
Archivos de Concentración e Histórico, la Coordinación de Correspondencia y Archivos 
de Trámite y la Jefatura de Archivo Histórico. Así entonces, la parte normativa del 
Sistema Institucional corresponde a la Dirección de Archivos, que representa al Área 
Coordinadora de Archivos, y la parte operativa se conforma por las Unidades de 
Correspondencia y los Archivos de Trámite de cada una de las áreas administrativas 
y órganos jurisdiccionales del Poder Judicial, así como del Archivo de Concentración 
de Guanajuato y sus Unidades de Resguardo de las Sedes de León y Villagrán, además 
del Archivo Histórico que se ubica en las instalaciones del Archivo de Concentración 
de Guanajuato. 
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En el caso de las Unidades de Correspondencia y los Archivos de Trámite, 
están vinculados entre sí y con el Área Coordinadora de Archivos mediante la 
Coordinación de Correspondencia y Archivos de Trámite, dependiente orgánicamente 
de la Dirección de Archivos. 


Por lo que el presente artículo aspira a dar a conocer, cuáles son sus funciones 
y actividades, así como presentar al personal de la misma. 


127 


Oficinas del poder judicial 


Oficinas del poder judicial 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


128 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


l. Presentación del área 


a Coordinación de Correspondencia y Archivos de Trámite se creó como un área 

de vinculación entre las Unidades de Correspondencia y los Archivos de Trámite, 

y el Área Coordinadora de Archivos, debido a la cantidad de estas unidades, que 
tan solo en la parte jurisdiccional, son más de 200 órganos jurisdiccionales, además 
de las áreas administrativas. 


Esta Coordinación toca dos partes integrantes del Sistema Institucional de 
Archivos: la Correspondencia y los Archivos de Trámite. Las funciones de estas dos 
áreas están señaladas en la Ley de General de Archivos y en la Ley de Archivos 
del Estado de Guanajuato. En el caso de la Correspondencia, es responsable de la 
recepción, registro y turno de la documentación que ingresa a la institución pública 
para la integración de los expedientes de los archivos de trámite.? 


Las funciones de los Archivos de Trámite son: 


a. Integrar y organizar los expedientes que cada área o unidad produzca, use y 
reciba; 

b. Asegurar la localización y consulta de los expedientes mediante la elaboración 
de los inventarios documentales; 

c. Resguardar los archivos y la información que haya sido clasificada de acuerdo 
con la legislación en materia de transparencia y acceso a la información 
pública, en tanto conserve tal carácter; 

d. Colaborar con el área coordinadora de archivos en la elaboración de los 
instrumentos de control archivístico previstos en esta Ley y su reglamento; 


3 Vid. Nota 2 
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Trabajar de acuerdo con los criterios específicos y recomendaciones dictados 
por el área coordinadora de archivos; 

Realizar las transferencias primarias al archivo de concentración; 

Utilizar sistemas tecnológicos que sistematicen el ciclo vital del documento; y 
Capacitarse en materia de administración de documentos.* 


1.- En el área de correspondencia: 


Observar los procesos de recepción, registro y control de la correspondencia 
de entrada y salida que llevan a cabo las Oficialías de Partes Común, las 
áreas administrativas y los órganos jurisdiccionales para proponer, al Área 
Coordinadora de Archivos, lineamientos que homologuen dichos procesos. 
Asesorar sobre los procesos técnicos que deben llevar a cabo las Unidades de 
Correspondencia. 


2.- En el área de Archivos de Trámite: 


Supervisar que los Archivos de Trámite integren y organicen los expedientes 
que cada área o unidad produzca, use y reciba, conforme a las políticas, 
criterios y recomendaciones que emita el Área Coordinadora de Archivos, 
propuestas por la Coordinación de Correspondencia y Archivos de Trámite. 
Verificar que la documentación que sea enviada por los archivos de trámite 
al archivo de concentración (transferencia primaria) se encuentre en óptimas 
condiciones de organización. 

Coadyuvar con los Archivos de Trámite en la elaboración de los inventarios 
documentales, para asegurar la localización y consulta de sus expedientes. 


Vid. Nota 2 
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Identificar, en conjunto con los Responsables de Archivo de Trámite, las 
series documentales de su área para la conformación del Cuadro General de 
Clasificación Archivística. 

Capacitar en materia de administración de documentos a los Responsables de 
Archivo de Trámite; y en materia de registro y control de la correspondencia, 
a las Unidades de Correspondencia de las áreas administrativas y órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial. 
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Il. Actividades 


as actividades que realiza la Coordinación de Correspondencia y Archivos de 
Trámite derivan de las funciones descritas en la sección anterior del presente 
trabajo y son: 


1.- En la sección de área de correspondencia: 


a. Realizar visitas alas oficialías de partes común, las áreas administrativas y los 
órganos jurisdiccionales del Poder Judicial del Estado para recabar información 
sobre sus procesos de recepción, registro y control de la correspondencia de 
entrada y salida, y elaborar el diagnóstico correspondiente. 

b. Analizar la información recabada para homologar los procesos en las 
unidades de correspondencia, y proponer al Área Coordinadora de Archivos los 
lineamientos respectivos. 

c. Realizar capacitaciones o asesorías sobre los procesos técnicos que deben 
llevar a cabo las Unidades de Correspondencia, de acuerdo a los lineamientos 
y criterios establecidos por el Área Coordinadora de Archivos. 

d. Supervisar el control de la correspondencia de la Dirección de Archivos. 


2.- En el área de archivos de trámite: 


a. Realizar visitas periódicas a los archivos de trámite y asesorarles en la 
transferencia primaria, para asegurar que la documentación se encuentre en 
óptimas condiciones de organización. 
b. Difundir al interior de la Institución los formatos requeridos por los 
responsables de archivo de trámite, para realizar los procesos de archivo, 
además de asesorarlos en su llenado. 
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c. Realizar el dictamen para determinar la utilidad de la información, a efecto 
de elaborar los Instrumentos de Control y Consulta Archivística. 


3. Integrantes 


En la Unidad de Correspondencia de la Dirección de Archivos, la persona 
asignada para atender el registro de la correspondencia de entrada y salida es 
Josefina Sauceda Gómez, secretaria mecanógrafa, quien cuenta con una antigijedad 
de 26 años laborando para el Poder Judicial. Inició su vida laboral como oficial judicial 
en el Juzgado Primero Civil de Partido de Silao; posteriormente se integró a la plantilla 
de la Octava Sala Penal, continuando en el Juzgado de Oralidad Penal de Guanajuato, 
y desde enero de 2015 colabora en el Archivo General del Poder Judicial. Su función 
principal es la de canalizar a las otras áreas dependientes de la Dirección de Archivos, 
tanto la correspondencia que ingresa a esta oficina como las solicitudes recibidas vía 
telefónica o por medio de los sistemas de gestión documental. 


Como apoyo a los Archivos de Trámite se asignó a Rafael Baltierra Chávez, 
especialista en archivística, quien desde noviembre del año 2002 forma parte del 
Archivo General. Su función principal es apoyar a los responsables de archivo de 
trámite en la ordenación y organización de sus archivos, además de supervisar que las 
trasferencias primarias se lleven a cabo de una manera ágil y controlada. 


Esta Coordinación la encabeza Sandra Lorena Guevara López, licenciada en 
sistemas de información administrativa por la Universidad de Guanajuato, quien 
cuenta con una experiencia laboral en el Poder Judicial de 25 años. Inició funciones 
como oficial judicial en la Biblioteca del Poder Judicial, integrándose en febrero de 
2012 a la plantilla del Archivo General como Jefa del Archivo de Concentración 
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de Guanajuato, y a partir de enero del año 2021, se integra a la Coordinación de 
Correspondencia y Archivos de Trámite de la actual Dirección de Archivos, donde 
una de las funciones principales es trabajar, en conjunto con los Responsables de las 
Unidades de Correspondencia y con los Responsables de los Archivos de Trámite, en 
la operación de sus atribuciones en materia archivística. 


Los datos de contacto de la Coordinación de Correspondencia y Archivos de 
Trámite son los siguientes: 


Unidad de Correspondencia y Unidad de Apoyo a Archivos de Trámite: Teléfono 
directo 473 733 08 40, Conmutador 473 735 22 00, extensión 1134. E-mail: archivo. 
guanajuatoWpoderjudicial-gto. gob.mx 


Coordinación: Teléfono directo 473 733 08 40, Celular 442 394 9572. E-mail: 
sandra.guevaraUpoderjudicial-gto.gob.mx 


La Dirección de Archivos cuenta con un área específica para coadyuvar con los 
Responsables de Correspondencia, y con los Responsables de Archivo de Trámite de 
las Áreas Administrativas y de los Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial en las 
funciones y responsabilidades archivísticas señaladas en la Ley General de Archivos, 
y en la Ley de Archivos del Estado de Guanajuato. Con la finalidad de vincular a estas 
áreas con la Coordinación de Archivos del Poder Judicial y aportar a la consolidación 
del Sistema Institucional de Archivos de este sujeto obligado. 
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La actuación oficiosa del juzgador en materia familiar. 
Una opinión 


Jueza Mtra. Martha Georgina Robledo Ascencio 


Para la consulta de esta voz, remítase a la página 111 de este tomo. 
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El olvido 
Una opinión sobre este ladrón de la historia 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


a memoría es una cualidad humana que permite evocar el pasado, pero la 

neutraliza el olvido que, por un lado, sirve para superar el dolor de lo malo y por 

otro, tiene una fase oscura, diluir el recuerdo de algunos hechos importantes del 
ayer. 


Hay trascendentes eventos históricos que definitivamente no deben olvidarse, 
pues son el origen de lo que existe y su desvanecimiento en el tiempo llanamente 
implica una negligencia social que deja incompleta cualquier explicación del hoy. 


No existe la generación espontánea. Todo tiene un origen, una causa. Como lo 
tienen los tribunales que deciden el derecho buscando la justicia, pieza clave para el 
funcionamiento de la sociedad. 


El buen funcionamiento del poder judicial, en buena medida depende del diseño 
legal e institucional que es producto de su historia y concretamente en Guanajuato, 
México data desde el 28 de junio de 1824. 
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Precisamente, dos años y nueve meses después del nacimiento de México 
independiente, el congreso constituyente del estado de Guanajuato fundó el supremo 
tribunal de justicia.' 


Se procedía de un sistema monárquico y, al devenir la independencia, no había 
tribunales formalmente establecidos por el Estado por lo que reinaba el absoluto caos. 


En ese ambiente convulso se tuvo que asumir una postura entre la monarquía 
y la república; luego entre centralistas y federalistas. Seguir como estaba antes 0 
cambiar a un nuevo sistema jurídico. Se provenía de una tradición, usos y costumbres 
de 3 siglos de monarquía de los reyes de Castilla por cuyo centralismo jurídico? se 
imponían las decisiones y juzgaban con un sistema predominantemente inquisitivo.* 


1 Considerando que el acta constitutiva de la federación mexicana fue 
promulgada el 31 de enero de 1824. Cfr. Diputados del congreso constituyente: 
acta constitutiva de la federación mexicana. Imprenta del supremo gobierno 


en palacio. En http://www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/1824A.paf. 
Consultado el 24 de mayo de 2022. 


2 No se particulariza la diferenciación entre republica central y monarquía. Al final 
de cuentas el centralismo, caracteriza la república central, en la que la toma 
de decisiones de gobierno en un único lugar. Mientras la monarquía es una 
forma de gobierno ejercido por una sola persona. De tal suerte, para efectos 
prácticos de este texto al hablar de monarquía se hace alusión a la toma de 
determinaciones de gobierno de manera concentrada por un grupo o por una 
persona. Cfr. Universidad autónoma de México: Historia de México 1. Portal 
Académico del CCH, UNAM. 2022. https://portalacademico.cch.unam.mx/ 
alumno/historiademexico1. Consultado el 25 de mayo de 2022. 


3 Recuérdese que Agustín de Iturbide implementó una monarquía hasta 1823. 
Cfr. Instituto de investigaciones legislativas del senado de la república: El 
federalismo mexicano (Elementos para su estudio y análisis). Editado por la LVI 
legislatura del senado de la república. Tercera edición. México 1998; p. 30. 
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A la par, en el mundo, estaba en boga un sistema liberal inspirado en la revolución 
francesa que, entre sus ideologías, estaba el federalismo que delega, da libertad, a 
diversos órganos del estado para la toma de determinaciones.* 


Antes de adoptar un sistema jurídico; en el inter de la independencia y México 
emancipado, existieron tribunales de facto que no representaban a la Nueva España 
pues el rey Fernando VII era prisionero de los franceses. Tampoco actuaban en nombre 
de Francia ya que expresamente se había desconocido a las autoridades emanadas 
del rey español.* 


En esa época los juzgados hicieron y aplicaron lo que se les antojó sin estar 
investidos de formal jurisdicción. Lo que llamaron juicios y sentencias muchas veces 
fueron francas ejecuciones o ejercicio del poder del más fuerte con una pantomima de 
legalidad o legitimidad.* 


Adicionalmente la jung/a geopolítica colocó al país en un entorno atractivo 
para lobos que cazaban la oportunidad de invadir a la débil nación que hacía esfuerzos 
para levantarse, sostenerse en pie y defenderse o al menos huir. 


4 “(...) El federalismo es una reacción contra una evolución observada: la 
proliferación casi ilimitada del Estado central, la aspiración a una paz orgánica, 
que no sea ni el reino tiránico de un imperio, ni el equilibrio inestable de fuerzas 
rivales (...). Beaud, Olivier: Federalismo y federación en Francia: ¿historia 
de un concepto impensable? Traducción de Javier Alcoriza. En Res Publica. 


Revista de historia de las ideas políticas. No. 3. Madrid España. 1999; p. 63. 


5 Acorde al decreto de fecha 4 de diciembre 1808 expedido por Napoleón 
Bonaparte en Chamartin de la Rosa dada la invasión francesa a España. Cfr. 
Comité conmemorativo del CCL aniversario de Don Miguel Hidalgo y Costilla. 
1753-2003. Cámara de diputados LVIII legislatura. México, D.F. . 2003; p. Il. 


6 Por mencionar un ejemplo, un tribunal eclesiástico — militar procesó, juzgó, 
sentenció, fusiló y decapitó a Ignacio Allende el 26 de junio de 1811. Vid. in 
extenso Comité conmemorativo del..., passim. 
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Por lo que existía la urgencia de construir un nuevo sistema de gobierno. Primero 
se pronunció el acta constitutiva de la federación mexicana.” Luego, el constituyente 
federal dio el nombre de Estado Libre y Soberano de Guanajuato. Enseguida se designó 
al congreso local, conformado por 3 diputados: Francisco Aniceto Palacios, Mariano 
Leal y Araujo y José Tiburcio Incapie, quienes emitieron el decreto número 10 que 
creó el supremo tribunal de justicia.? 


7 En una monarquía es explicable que se desconfié de los jueces ya que 
históricamente, fundamentalmente en Europa, tuvieron el carácter de servidor 
- empleado del Estado absolutista. Vid. in extenso Lomelí Garduño, Antonio: 
Sesión del 25 de marzo de 1824 Instalación del congreso. En actas del congreso 
constituyente del Estado libre de Guanajuato. Imprenta Madero. México 1974; 
pp.13 y 14. 


8 Vid. in extenso Martiñón Cano, Gilberto: Decreto No. 10 que crea el supremo 
tribunal de justicia de Guanajuato. Para evitar ladrones de la memoria. En gaceta 
judicial. Edición especial. Año l, No. Especial. Guanajuato — México. Junio 2019; 


pp. 11 y ss. 
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Se le asignó el nombre de supremo? tribunal de justicia y no tribunal superior?” 


de justicia y se nombraron ministros, no magistrados dadas las conceptualizaciones 


ideales de una república liberal en que los estados son verdaderamente soberanos e 


independientes”! y no súbditos de un monarca o de un poder hegemónico central.*? 


Pues bien, el documento de creación del supremo tribunal de justicia contiene 


14 apartados que incluyen aspectos procesales, orgánicos y operativos resultando 


ser el tatarabuelo de la codificación procesal y ley orgánica actual. 


10 


11 


12 


La palabra supremo, acorde a la real academia de la lengua española, en su 
segunda acepción lo define como: Que no tiene superior en su línea. Mientras 
en la cuarta acepción lo designa como tribunal supremo. Real academia de la 
lengua: Supremo. En diccionario de la real academia de la lengua española. En 
https: //dle.rae.es/supremo. Consultado el 31 de mayo del 2022. 


Mientras la palabra superior en las 7 acepciones que le proporciona la real 
academia de la lengua española genéricamente indica la calidad de estar en 
un lugar alto, pero no lo equipara a supremo que se ubica como preeminente. 
Real academia de la lengua: Superior. En diccionario de la real academia de la 
lengua española. https://dle.rae.es/superior?m=form. Consultado el 31 de mayo 
del 2022. 


El correcto funcionamiento del poder judicial se debe a la independencia de 
los jueces. “(...)¡El funcionamiento del Poder judicial es todo un milagro (...) 
porque funciona a pesar de que el Ejecutivo tiene injerencia en la selección 
de los jueces (...Jaunque el equipamiento técnico es lamentable (...) aunque 
la organización y el funcionamiento de los tribunales están en manos de la 
administración (Poder Ejecutivo) y no de los jueces (....) Y funciona (...) porque 
la independencia judicial (...) hace libres, soberanos y orgullosos a los jueces 
(...)”. Lósing, Norbert: Independencia y función del Poder Judicial en el Estado 
democrático de derecho. En Anuario de derecho constitucional latinoamericano. 
Año XVII. Montevideo Uruguay. 2011; pp. 422 y 423. 


Recuérdese que por dicha desconfianza para independizar al juez del monarca, 
según el ideal de Montesquieu, no debía interpretar la ley sino limitarse a 
proceso de subsunción de la ley con el hecho—“la bouche qui prononce les 
paroles de la loi”— y el Poder Judicial así “en quelque facon nulle”. Cfr. Lósing, 


Norbert: Independencia y función... , p. 417. 
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Procesalmente consideró la competencia y las formalidades. Mientras en el 


tema orgánico se ocupó de determinar los cargos de los servidores públicos. Y en el 


aspecto operativo abordó su funcionamiento. 


La competencia se determinó por territorio, materia y grado. La primera abarcó 


toda la entonces llamada provincia de Guanajuato y previno que, en caso de polémica 


geográfica, el congreso determinaría quien debería conocer del proceso. Mientras, la 


competencia por materia abarcó 3 ramas: civil, criminal y de hacienda. 


13 


14 


La iniciante normatividad determinó los siguientes actos:?** 


1.- Apelación en segunda instancia de resoluciones de los juzgados. 

2.- Apelación en tercera instancia de resoluciones de otra sala. 

3.- Recursos. 

4.- Nulidad de sentencias ejecutoriada de juez de primera instancia. 

5.- Nulidad de sentencias ejecutoriada de ministro de segunda instancia. 

6.- Primera instancia de causas civiles y criminales seguidas contra los 
ayuntamientos donde se ampliaban las facultades ordinarias de jueces con el 
derecho a pedir informes justificados y boletas efecto vivende.'* 

7.- Visitas carcelarias. 


Son 7 del cumulo de actos procesales que se reconocen en la actualidad y 
fueron suficientes para el inicio un procedimiento jurisdiccional en Guanajuato 
- México. Cfr. Real academia de la letra: Diccionario panhispánico. En acto 
procesal. Diccionario panhispánico del español jurídico En https://dpej.rae.es/ 
lema/acto-procesal. Consultada el 24 de mayo de 2022. 


Es una locución latina que significa una solicitud de un expediente administrativo 
o judicial dirigida al juez de origen como prueba. Cfr. Real academia de la lengua 
española: ad effectum videndi. Diccionario panhispánico del español jurídico. 
En https: //dpej.rae.es/lema/ad-effectum-videndi. Consultado el 25 de mayo de 
2022. 
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Para la validez de esos actos, se debería cumplir con dos formalidades en el 
registro de actuaciones, que constara por escrito y sellado con un marbete aprobado 
por el congreso. 


Orgánicamente el supremo tribunal de justicia contó con dos salas colegiadas 
formadas por 3 ministros nombrados por el gobernador del Estado entre personas 
mayores de 30 años, todos dirigidos por el ministro regente, acorde al siguiente 
organigrama: ** 


Para el eficaz funcionamiento se dispuso la organización del trabajo y los 
sueldos de los servidores públicos. 


El orden de los asuntos sería acorde a la presentación de las promociones salvo 
las del fiscal decano (el de mayor antigiijedad) que debían ser atendidas de inmediato. 
Mientras el sueldo anual pactado para los servidores públicos fue: 


$3,500.00 $52,500 $600.00 $500.00 $300.00 


Hoy se conserva el nombre de supremo tribunal de justicia. Continua algo de la 
competencia territorial, las materias siguen siendo penal como civil, recientemente se 
agregó laboral y el rubro de hacienda pasó a ser de la federación. 


15 En el decreto numero 10 no se utiliza el organigrama, solo se mencionan los 
cargos. 
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El nombre de supremo tribunal de justicia, por sus orígenes, es un símbolo de 


independencia no solo de otros poderes del estado sino además de cualquier sistema 


autócrata lidereado por un rey o un jefe que utilice cualquier nombre. ** 


Han trascurrido muchos años, muchos cambios, varias constituciones locales?” 


y normatividades internas del poder judicial. Su recinto ha cambiado en 3 ocasiones. 


Primero estuvo en la vieja casa del consistorio o del ayuntamiento local, luego en el 


hoy llamado palacio de los poderes y a la fecha en el conjunto administrativo Pozuelos. 


La organización debutante del supremo tribunal de justicia fue un buen inicio 


para asegurar jueces robustamente independientes y presupuesto histórico,** actual? 


y futuro para su adecuado desarrollo. 


16 


17 


18 


19 


Dicho sea de paso, una realidad universalmente reconocida, es que el sistema 
republicano, reconoce la separación de poderes, un poder judicial y jueces 
independientes. Cfr. Lósing, Norbert: Independencia y función... , p. 415. 


Las constituciones de Guanajuato de la independencia a la fecha han sido: 
1826, 1861 y 1917. 


La independencia judicial frente a todo tipo de poder es la piedra final en el edificio 
de Estado democrático constitucional de derecho. Vid. in extenso Loewenstein, 
Karl: Teoría de la Constitución. Ariel editores. Barcelona España.1986; passim. 


Ejemplos recientes de la necesidad de cuidar y fortalecer la independencia 
judicial son las resoluciones del tribunal europeo de derechos humanos. 

En una de ellas multo, con un millón de euros al estado polaco, porque en aras 
de imponer disciplina se vulnero la independencia judicial. Vid. in extenso Abril, 
Guillermo: La justicia europea multa a Polonia con un millón de euros al día 
por vulnerar la independencia judicial. El Tribunal de Justicia de la UE reclama 
a Varsovia que suspenda la sala disciplinaria de su Supremo por posibles 
“perjuicios irreparables”. Es la sanción diaria más alta impuesta por el órgano 
judicial. En el periódico el país. https://elpais.com/internacional/2021-10-27/la- 
justicia-europea-multa-a-polonia-con-un-millon-de-euros-al-dia-por-vulnerar-la- 
independencia-judicial.html. Consultado el 31 de mayo de 2022. 

En otro caso, también polaco, se descubrió la falta a la independencia 
judicial por la designación de jueces que hizo el presidente del tribunal. Vid 
in extenso Kessler, Vincent: El Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
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Perder la brújula, olvidar los primeros esfuerzos recrea un ambiente propicio 
para los /obos, dígase delincuentes, autócratas, países que aprovechan la oportunidad, 
etc, etc,. 


Se hace necesario tener presente que vendrán más cambios, más retos, más 
revoluciones, más caos y para tener éxito no se debe olvidar, el inicio apoteótico del 
supremo tribunal de justicia de Guanajuato que, con buena memoria, debe delinear su 
futuro. 


condena a Polonia por falta de independencia judicial. La corte de Estrasburgo 
dictamina que el supremo revisó sin imparcialidad las peticiones de dos jueces 
polacos. En el periódico el país. https://elpais.com/internacional/2021-11-08/ 
el-tribunal-europeo-de-derechos-humanos-condena-a-polonia-por-falta-de- 
independencia-judicial.html. Consultado el 31 de mayo de 2022. 
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Charlando con los investigadores: 
Doctora Rocío Corona Azanza. Entrevista 


Por MJA Carlos Sosa Pinzón 


n Archivo que no es consultado, tarde o temprano termina por ser un archivo 

muerto, en el más amplio sentido de la expresión. En este orden de ideas, la 

Dirección de Archivos del Poder Judicial del Estado de Guanajuato ha preparado 
una serie de entrevistas con investigadores que han utilizado los expedientes y 
documentos que se tienen bajo resguardo del Archivo Histórico, para que, en voz 
de estos usuarios, se extienda una invitación para acudir al repositorio y hagan uso 
de la materia prima que encontrarán en los papeles que contienen la vida, procesos 
judiciales y parte de la historia de nuestra entidad. 


La primera entrega de esta sección corresponde a la entrevista que realizó 
el Subdirector de Archivo de Concentración e Histórico del Poder Judicial, maestro 
Carlos Sosa Pinzón, a la investigadora doctora Rocío Corona Azanza, quien ha sido 
usuaria de los expedientes resguardados en el Archivo Histórico del Poder Judicial 
para la hechura de algunas de sus investigaciones. 


155 


ización 


Organ 


ización 


Organ 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Corona Azanza, es Historiadora, habiendo cursado la licenciatura en la 
Universidad de Guanajuato; cuenta con una maestría en Historia por la Universidad 
de Guanajuato y doctorado en Historia en la UNAM, y actualmente forma parte del 
departamento de historia de la Universidad de Guanajuato. ...entonces, pues sí soy 
historiadora de corazón... nos comenta. Y así, empezamos con la entrevista. 


Carlos Sosa (En lo subsecuente CS).- ¿Cómo se da ese acercamiento de Corona 
Azanza al Archivo del Poder Judicial? 


Rocío Corona (En lo subsecuente RC).- Mi primer acercamiento fue justamente 
cuando estaba trabajando mi tesis de maestría. El tema que trabajé fue violencia 
en entornos domésticos y rurales. Específicamente, empecé en Dolores Hidalgo, y 
mi materia de estudio fueron los expedientes judiciales; es decir, las demandas que 
hacían generalmente las mujeres por cuestiones de violencia, de golpes, generalmente 
de sus parejas, pero podría ser también de cualquier miembro de sus familias, y así 
es como yo me acerco al Archivo del Poder Judicial. Tuve oportunidad de revisar, 
primero, el archivo municipal de Dolores y me di cuenta, por los mismos procesos 
que en el Archivo del Poder Judicial podría tener una veta mucha más amplia de 
investigación, siguiendo la pista de todos estos procesos, y fue así como me acerqué 
al Archivo del Poder Judicial. 


CS.- Y esa investigación ¿se puede consultar? 
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RC.- Sí, está en Valenciana!, que es la tesis de maestría; creo que está en 
digital, y recientemente tuve la fortuna de que la publicara el Instituto de Cultura del 
Estado de Guanajuato bajo el nombre: “Los Gritos de Dolores. Violencia y Género en 
Dolores durante el Porfiriato”. 


También el Archivo del Poder Judicial para mí fue muy importante en la tesis de 
doctorado, porque seguí con esa línea de violencia contra las mujeres. Pero también 
estuve analizando sobre mujeres que cometían delitos, no “criminalidad femenina”. El 
archivo ha sido para mí como una veta de oro. 


El Archivo Histórico Municipal de Dolores Hidalgo es un archivo al que le tengo 
especial aprecio, porque yo soy de ahí. Y cuando entré el Archivo estaba en una 
situación “dantesca”; entras y están ahí las palomas, las cucarachas muertas, y ese 
olor, así como del papel acumulado, que tiene un aroma muy, muy especial... me tocó 
estar viendo expediente por expediente a ver qué encontraba... y te encuentras que es 
como una caja de pandora. Esto fue en el año 2009, 2010, pero, lo que es la vida... 
justo ahora recibí la oportunidad de estar trabajando en ese archivo, ya como en un 
proyecto más amplio para el rescate; entonces para mí ha sido maravilloso, porque 
ver esos avances que ha tenido ese archivo y la oportunidad que he tenido ahora en la 
labor de rescate, entonces ha sido muy especial. 


CS.- Investigadora de toda la vida, ¿Qué es lo que la llevó a ser investigadora, 
y cuál consideraría que es su investigación hecha con documentos de archivo que sea 
la más relevante? 


1 Sede del Departamento de Historia de la Universidad de Guanajuato, Campus 
Guanajuato 


157 


ización 


Organ 


ización 


Organ 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


RC.- Como historiadora, justo esa es una de nuestras características, la 
curiosidad, el siempre estar preguntando “¿qué pasó?”. Y a mí el tema de las mujeres, 
que es finalmente lo que yo ya llevo trabajando varios años, me llamó desde muy 
joven. En la licenciatura yo trabajé sobre educación femenina en Guanajuato, y ahí 
trabajé otro archivo que es el Archivo que resguarda la Universidad. Pero es otro tipo 
de expedientes, otro material. Cuando yo me acerco a la maestría, creo que el tema 
de la violencia finalmente es un tema que lo tenemos todos los días, y considero que 
nuestro propio contexto nos jala hacía ciertos temas, y yo ya traía por ahí esa espinita 
de las mujeres y el tema de la violencia; que cuando yo estaba por ahí del 2009-2010, 
ya estaba ahí, pero que ahora está exacerbado; entonces fue algo que se fue dando 
de manera muy natural. Además, cuando yo entro a los archivos a ver los expedientes 
Judiciales dije: “Es que esto viene de siglos, este tema es algo que no es de ahorita 
ni de hace diez años”. Y es como yo empiezo rascarle, y entonces de un archivo 
local, municipal, me doy cuenta de la importancia que tiene ya un archivo como el del 
Poder Judicial, que es finalmente donde se concentraban todos estos expedientes 
que iban con los jueces, y fue como que yo quise ir rastreando estos hilos de cómo 
funciona una institución y como podría explicar la violencia hacia las mujeres. Pero 
después también, cuando voy avanzando con la investigación, me pude dar cuenta 
que no es que siempre las mujeres hayan estado sumisas y sometidas sino que 
también había un montón de mujeres violentas, o sea, delitos de heridas, de pleitos, 
de injurias, que son maravillosos y me dije: “Tengo que ampliar como este panorama 
para no quedarnos; efectivamente, la violencia hacia las mujeres es exponencialmente 
mayor, pero también tratar de explicar cómo la sociedad en sí era violenta, y que las 
mujeres también ejercían violencia.” Fue así como me fui acercando, y yo creo que 
el repositorio natural pues es el archivo judicial, finalmente es a donde llegan todos 
estos tipos de documentaciones, que son riguísimos. 
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CS.- Temas sumamente vigentes a pesar de que tu investigación es del siglo 
XIX a la fecha, mujer y violencia sigue siendo tema diario y cotidiano. 


RC.- Claro, y yo pienso que eso es uno de los aportes que podemos hacer las 
historiadoras y los historiadores, el ver cómo es un problema estructural, un problema 
que hay que ir al pasado para tratar de entender por qué lo estamos viviendo como lo 
vivimos ahora, qué se ha hecho, de dónde viene, porqué sigue avalado; entonces, como 
todas estas preguntas que le podemos hacer al pasado, creo yo que las investigaciones 
históricas sirven para eso, para estar tomando decisiones en el momento que estamos 
viviendo y ver estos cambios. Yo me centré más en el siglo XIX, ya en mi investigación 
de doctorado si llego hasta 1933, y que tiene que ver mucho con la ley, por eso para 
mí la cuestión de la ley, de la justicia y los archivos judiciales pues son vitales. Te 
das cuenta del siglo XIX al 33 (1933) al 2021 que estamos, cómo hay cosas que 
permanecen, y claro que ha habido cosas que han cambiado, y claro que ha habido 
momentos de ruptura y han habido avances, pero también la violencia ahí sigue. 


CS.- Nos platicabas que eres historiadora, investigadora de toda la vida, pero 
en términos más cronológicos, el tiempo que lleva una investigación de archivo, una 
jornada típica, el tiempo de investigación para hacer un artículo, para hacer un libro. 


RC.- Yo creo que es una cuestión ingrata porque en las instituciones, y mucho 
más estas instituciones que son las que nos evalúan, las que están que tienes que 
cumplir y cumplir, y cubrir estas expectativas no toman en cuenta todo este trabajo 
hormiga que necesitamos hacer. Y nos ponen a la par de otras disciplinas que, con 
todo respeto a esas disciplinas, que podríamos decir disciplinas de ciencias duras, 
tienen otra metodología, y al ponernos a la par quedamos en franca desventaja; 
porque para mí, una jornada de archivo, a veces puedes estar ocho horas en el 
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archivo y no encuentras nada, es decir no tienes un resultado porque ese día los 
expedientes no te dan lo que buscabas. Y entonces es estar buscando. Además te 
encuentras a veces con situaciones de que no puedes tomar fotografías, tienes que 
transcribir. De manera personal, yo trabajo a lo mejor muy a la antigua, yo prefiero 
transcribir siempre, a mí no me gusta tomar fotografía porque cuando yo ya estoy 
en el proceso de transcripción, mi cabeza ya está trabajando sobre resultados, sobre 
posibles preguntas, entonces eso, si tú tienes un expediente judicial de cien fojas 
y quieres transcribirlo, pues ocho horas no son suficientes, entonces es un trabajo 
difícil, son muchas horas sentada, muchas horas de invertirle al archivo, pero para mí 
es fascinante. Yo no considero otra manera de poder hacer investigación en historia 
si no es estar sentada frente a los documentos, pero esa es una visión mía, a lo mejor 
del siglo XIX, muy positivista; pero a mí es la que me resulta, porque yo sí encuentro; 
más allá de que, después de que uno como investigador se nutre de todo lo que han 
escrito otros investigadores desde otras posturas, desde sociólogos, desde filósofos, 
el hecho de acceder a tus fuentes primarias como es un expediente, en mi caso un 
expediente judicial, no te lo dan más que el hecho de ir al archivo, sentarte, transcribir, 
leer o tomar fotos si quieres, y eso claro que implica muchas horas, en tiempo. Yo 
tardé ocho años, el doble de tiempo de lo que debería haber sido, lo cual no está bien 
para hacer una tesis de doctorado, porque pues yo tengo en mis archivos personales 
alrededor de seiscientos expedientes, y cuando traduces seiscientos expedientes, 
tecleados, además el proceso de pensar qué voy hacer con todos esos, es mucho 
tiempo. No me quejo porque para mí es fascinante, pero pues es tiempo. Yo siempre 
diré que cuando uno entra al archivo es entrarle a un mundo fantástico; entonces a mí 
me pueden dejar ahí y viviría feliz. 
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CS.- Efectivamente, es invertirle mucho tiempo, tal vez toda la vida al trabajo 
en archivo, y en ese sentido ¿Qué recomendaciones podrías darles a los estudiantes 
investigadores para realizar una investigación así con documentos de archivo? 


RC.- Yo les diría que debemos aprender de los viejos y de la vieja escuela 
de historia, que era detenerte y hacer las cosas con calma. Ante esta invasión que 
tenemos del tiempo y de rendir y de rendir y de correr todo el tiempo, yo sí sigo 
pensando que el trabajo del historiador implica paciencia, muchísima paciencia, y esa 
paciencia también implica que tengas toda la capacidad de sentarte durante horas en 
un archivo, y de confiar que algo bueno saldrá ahí, porque uno no siempre tiene éxito. 
Yo lo veo mucho con mis alumnos. Quizá en otra generación todavía nos enseñaron 
tener tolerancia al fracaso, pero la generación de chicos que vienen ahora es como que 
quieren todo rápido y hacer historia. Un trabajo de historia no se puede hacer rápido, 
si se hace rápido va a salir mal. Entonces, yo eso recomendaría; ver en el archivo 
el momento de estar casi como monje, y oliendo todo eso, y viendo esos papeles y 
dejar que te hablen; a mí eso me gusta mucho, esa relación que uno como historiador 
establece después con los documentos, de dejar que te digan cosas, de aprender de 
esos que ya no están, de quien escribió eso, palabras que ya no utilizamos, maneras 
de relacionarse que ya nosotros nos suenan totalmente ¡legibles. Entonces, para 
traducir todo eso, y hacerlo legible, se necesita paciencia, invertirle tiempo y claro, 
yo no estoy diciendo a todos que quieran transcribir, y casi que a pluma o a lápiz, no. 
Claro que ahora hay muchas herramientas, y si te dejan tomar fotos en un archivo de 
expedientes, eso es bueno, que aprovechen esas herramientas; pero que tengan en 
cuenta que las herramientas tecnológicas, no te dan la habilidad para paleografiar un 
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documento, que eso sólo te lo da las horas que tienen sentado ahí, el traducir esas 
palabras que a veces están escritas de manera ilegible, entonces, paciencia, y claro 
que es entrega y vocación por lo que uno hace. 


CS.- No en balde “El Mediterráneo” se escribió durante toda la Guerra Mundial 
y luego se fue a confrontar a archivos. 


RC.- ¡Claro! Imagínate a Braudel escribiendo el mediterráneo en seis meses, 
es imposible, entonces, escribir un artículo, aunque uno diga son veinte cuartillas, 
treinta cuartillas, te puede implicar un trabajo detrás de años. Escribir un libro, y más 
como nosotros, que trabajamos con tanta documentación, con tanta información, no 
podemos escribirlo así a lo de pronto. 


CS.- Tal pareciera que los historiadores locales estamos muy acostumbrados 
a la historia social, a lo mejor hay algunos devaneos con la historia cultural y la vida 
cotidiana, pero la historia jurídica, llamémosle así, como que ha quedado un poco a la 
zaga. Bajo esta perspectiva, ¿qué consideraciones se deberían tener para hacer una 
investigación histórica-jurídica con documentos de archivo? 


RC.- A mí, la experiencia, porque cuando uno entra también habrá que decirlo 
a los expedientes judiciales, la verdad es que entras siendo un ignorante. No tenemos 
las herramientas que tienen los abogados que entienden perfectamente todo ese 
universo, el argot, el proceso, de si va un juez, qué significa un defensor... entonces, 
tenemos que conocer la institución de manera muy clara, para entonces poder traducir 
todo lo que estamos viendo. Yo admiro eso de los abogados, que tienen como muy 
claros, no se andan por las ramas; para ellos es A, B y C y así tiene que empezar un 
documento, un expediente judicial y seguimos hasta una sentencia. 
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Yo pienso que los historiadores tenemos que acercarnos a la historia del derecho, 
acercarnos a los abogados y ellos también a nosotros, porque también nosotros 
aportamos mucho a la historia del derecho. Entonces, yo diría primero, conocer cómo 
funcionan las Instituciones, porque si no conocemos cómo funcionan las instituciones, 
nos vamos a tardar el doble del tiempo, en entender un sólo expediente judicial, en 
entender por qué un expediente que está en un Juzgado en Dolores aparece también 
en Guanajuato, por qué aparece en el Tribunal del Poder Judicial de Guanajuato; si no 
entendemos eso, pues no lo sabremos; entonces sí hay que leer mucho sobrelos Códigos 
de Procedimientos, si hablamos de Penal o Civil, la organización de los tribunales, eso 
lo he aprendido a trompicones, o sea, ahí va uno medio ciegas y luego dice “¡Ay, si 
esto lo hubiera visto hace años, este expediente lo hubiera entendido muchísimo mejor 
y ahora ya no puedo regresar a ver ese expediente!”. Entonces es ir a la par de leer 
mucho sobre esta cultura jurídica, entender ese argot para poder trabajar, porque si 
no, también luego los historiadores cometemos muchas descontextualizaciones. Hay 
que, a veces, leer cosas que se nos pueden hacer áridas. Un Código Penal, que del 
artículo del 1 al 500, y tienes que entenderle. Claro que después uno se da sus mañas, 
porque tampoco es que los abogados se sepan el Código de memoria, pero conocer 
la Institución, cómo funciona; porque además eso te da ciertas herramientas. Por 
ejemplo, para cerrar esta idea, a mí me pasó que estaba siguiendo un caso que ocurrió 
en 1889 en Guanajuato, y que fue muy sonado porque se trata de un asesinato, un 
crimen que se da a un minero administrador de la Mina del Nopal y fue muy sonado, 
fue un escándalo; y solo encontraba referencias de que estaba el expediente judicial, 
de que existía, por ahí había una foto en alguna publicación de los años 80's; pero yo 
jamás encontré el expediente y decía “¿cómo le sigo el hilo a esto?”, y buscando en 
hemerografía, estando en los periódicos, me encontré una nota que decía “le negaron 
el amparo al asesino” y dije, “si le niegan amparo, eso significa que debe de estar en 


163 


ización 


Organ 


ización 


Organ 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


la Suprema Corte de Justicia; entonces tengo que ir al Archivo de la Casa de Cultura 
Jurídica; si se ampararon, ahí debe de haber algo”, ¡y que lo encuentro!, entonces 
encontré el proceso abreviado, pero eso me sirvió a mí para jalar todo eso que yo no 
entendía y que no hubiera comprendido cómo funciona eso, qué significa un amparo, 
quien da un amparo, como todos esos mecanismos de la administración de justicia, 
yo no podría haber respondido a eso, ni podría haber escrito ese artículo que además 
disfruté muchísimo. Por eso digo, tenemos que conocer la Institución a la que nos 
estamos enfrentando. 


CS.-Esas son las consideraciones para abordar una investigación de ese tipo 
pero, ¿para qué nos sirve la investigación histórica-jurídica? 


RC.- Obviamente, cuando uno se acerca como investigador a cualquier tema 
es porque tienes una preocupación personal, una preocupación de tu momento; o sea, 
somos sujetos de nuestro momento. A mí me preocupa mucho esta cuestión de la 
violencia, sobre todo de la violencia hacia las mujeres; entonces yo pienso que eso es 
lo que nos otorga el acceder a este tipo de acervos, porque entonces yo ya les puedo 
encontrar sentido a este presente, pero no solo encontrarle sentido y decir “Ah, ya 
entendí, ya sé, por ahí va la violencia”, sino hacer cosas prácticas o sea, el incidir en 
este presente y decir “es que tendríamos que hacer esto, ya se ha legislado sobre tal 
asunto, no ha funcionado, tendríamos que ir sobre esta línea”, es decir, que a partir de 
estos documentos o este acceso que tengo yo al pasado, puedo incidir en el presente 
y no a manera de “voy a salvar al mundo” no, sino desde la trinchera y entonces decir 
“claro, sigue habiendo violencia en las mujeres porque no se ha hecho desde el siglo 
XIX y desde antes el ABC que yo veo aquí”, y para mí eso es el aporte. Y finalmente 
la Historia es una disciplina, es una ciencia de las humanidades, y tiene que incidir en 
hacer un mundo mejor, y los expedientes judiciales son duros; uno encuentra historias 
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muy fuertes, encuentras dramas humanos que a veces te cimbran, entonces también 
yo siempre acudo ello con mucho respeto, y tratando de que la vida de esos que ya 
no están ahí, de esas mujeres que fueron golpeadas o de esos que se murieron por 
los golpes no haya sido en vano, es un poco darles ahí un tributo; ese es uno de los 
contras de los expedientes judiciales que, al tener relatos tan íntimos, tan personales, 
uno se pueda perder en las anécdotas y a mí me daría mucho miedo que yo pudiera 
caer en eso, porque estaría tratando sin respeto a esos que ya no están. 


Claro que hay anécdotas que uno siempre encuentra, yo siempre utilizo cuando 
me pongo grosera, utilizo groserías que he encontrado en los expedientes judiciales 
que son maravillosas, pero yo pienso que ya en el terreno de la investigación, no hay 
que caer solamente en la anécdota, hay que tratar con respeto a todos esos, porque 
a veces hay casos terribles que hasta la lágrima te sacan. 


CS.- Como lo has planteado, y para redondear, ¿cuál consideras que sería el 
impacto que tienen las investigaciones históricas hechas con expedientes judiciales 
en la sociedad? 


RC.- Uno es entender lo complejo que somos los seres humanos. Los seres 
humanos, parece ser que vivimos en el conflicto; a mí eso me fascina, el ver que los 
seres humanos tenemos tantos matices, es decir, no somos ni ángeles ni demonios; 
sino estamos llenos como de estos matices, de estos grises, y que finalmente el 
acercarte a estos expedientes, pues nos habla de la necesidad que tenemos de 
regular, de normas, de leyes que nos hacen vivir en una sociedad, si no democrática, 
al menos civilizada. Eso es algo que yo aprendo mucho de estos expedientes, y 
cuando uno entra los expedientes judiciales, civiles o penales, como estás hablando 
de tantos conflictos, yo creo que nos sirven para ver cómo podemos mejorar como 
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sociedad, cómo le hemos hecho desde el siglo XVIIl-XIX, qué ha resultado de eso, y 
qué podemos hacer ahora. El tema de la justicia es un tema es un tema crucial para los 
seres humanos; el obtener justicia, el ser tratado con derechos civiles, con derechos 
humanos. Yo pienso que ese es el impacto que pueden tener en la sociedad estos 
acervos, y más allá de entender que somos seres humanos con múltiples conflictos, 
la capacidad que tenemos también para vivir de una manera democrática, una manera 
solidaria con derechos y con leyes finalmente. 


CS.- El eterno anhelo de justicia y el eterno conflicto que hay en los diversos 
intereses del ser humano... En términos amplios ¿Sobre qué se investiga en el ámbito 
de la historia judicial, qué recomendaciones nos podrías dar a curiosos investigadores 
en este ámbito, como para realizar una buena investigación? 


RC.- Yo tengo pendiente, por ejemplo, justo hablando de que hablamos de la 
justicia y los derechos humanos, que para eso también me ha servido este Archivo del 
Poder Judicial, he encontrado expedientes maravillosos; por ejemplo el tema de las 
cárceles. La historia de la justicia de las cárceles también es algo que me llama mucho 
la atención; estoy también trabajando un poco en eso, eso es una veta importantísima. 
La organización de tribunales, a Guanajuato yo creo que le falta una historia sobre 
esto, la organización de tribunales de Guanajuato no contemporáneos sino desde la 
historia, desde el siglo XIX, que generalmente hay como una lucha porque esto esté. 
También a mí me llama mucho la atención el papel de los abogados desde el Colegio 
del Estado, o sea la formación, la importancia que tuvo en la formación, de verdad 
una camada de abogados brillantes desde el siglo XIX, y luego te los encuentras 
como jueces, luego te los encuentras en la Ciudad de México, y te los encuentras 
escribiendo periódicos, y después te los encuentras en un proceso como jueces de un 
proceso de homicidio. Esa es otra veta, también como la historia de estos personajes 
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que han estado en administración de justicia; los jueces, los abogados defensores, que 
también es otro tema fascinante que también están ahí, y es como irles jalando a ser 
una historia de estos personajes que, finalmente han contribuido a la organización de 
la Justicia en este Estado, y quizá me gana el amor al terruño, porque yo creo que la 
Universidad de Guanajuato sigue siendo la cantera de los abogados, que tenemos ya 
ahora diseminados en distintos puntos del Poder Judicial o en distintos órdenes de 
la judicatura. Entonces temas hay muchísimos, desde la justicia le puedes rascar, en 
algún momento yo estuve dirigiendo una tesis de menores infractores. Ahí el Archivo 
del Poder Judicial también fue vital, si bien no hay tanto información finalmente te 
encuentras luego estos expedientes que son como garbanzos de a libra que son los que 
te dan pistas. Yo creo que el tema de la historia de la justicia en Guanajuato es todavía 
un tema que tiene muchísimas vetas de investigación, y ojalá historiadores y siempre 
yo pugnaré porque entablemos una relación más cercana con los abogados porque de 
verdad podemos aprender mutuamente de estos temas; ellos nutrirse de nosotros y 
nosotros de ellos, eso también sería muy interesante. El tema de los Notarios también 
da por ahí algunas investigaciones, pero tampoco se ha trabajado tanto; entonces 
que hay pendiente este tema de la justicia, de la administración de la justicia, de los 
tribunales, está ahí pendiente y ojalá muchos investigadores se acerquen. 


CS.- Ya sabemos que hay algunas temáticas que están prácticamente 
intocadas del tema de la historia y la justicia, ya sabemos que tal vez es un poco largo 
y sinuoso el camino para llegar a una investigación hecha con documentos de archivo, 
pero ¿cómo podríamos invitar a investigadores interesados en el tema para que se 
acerquen al archivo del poder judicial a hacer investigación? 
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RC.- Ir ahí y pasar una mañana en el Archivo del Poder Judicial siempre sale uno 
ganando, es un tema impresionante, y además pensaba que he dado mi visión como 
historiadora. Finalmente es lo que llevo haciendo, pero cada que estoy en el Archivo 
del Poder Judicial o viendo un expediente judicial digo, si los literatos se acercaran 
aquí sacarían unos novelones tremendos, interesantísimos, y esto también es una 
veta que desde la literatura los expedientes judiciales, o este tipo de expedientes te 
da muchísima tela para cortar ya desde la ficción, desde la sociología puede ser. Si 
bien estos expedientes están hablando ya de gente que ya no está, el ir al pasado 
para entender qué está sucediendo, también nos da una visión muchísimo más amplia; 
los abogados, siempre que veo estos expedientes y los alegatos de los abogados 
del siglo XIX que de verdad parecían poesías y libros de literatura y demás, yo digo 
ahora que ha cambiado esto de los juicios orales y que tienen que utilizar tanto la 
palabra de los abogados, si la utilizaran y si supieran, y si leyeran estos expedientes 
o se nutrieran de esto que se nutrían éstos abogados, tendríamos unos tremendos 
juicios, que hasta serían dignos de ir a ver, los juicios famosos de algunos defensores 
cuando estaba este jurado popular en la Ciudad de México, podía durar la defensa 
de los abogados cinco horas y el abogado no paraba de hablar y citaba de todo y 
decía “¡son una maravilla!”, pero sí pueden nutrirse de eso, y entonces no es nada 
más para los historiadores; y además como ciudadanos, todos los archivos históricos, 
todos los repositorios documentales, tenemos obligación sobre ellos, y finalmente 
ahí está nuestro pasado, ahí está mucho de lo que somos; y si no conocemos eso, es 
como andar a ciegas por el mundo; entonces es también una responsabilidad civil el 
conservar y el ver la importancia de estos acervos. 


FIN 
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Comentarios a los estereotipos sobre archivos y archivos 
en el cine 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Introducción 


| artículo Historias inquietantes: Archivos y archiveros en el cine, es una 

exposición oral que presentó la Doctora Esther Cruces Blanco en el año 2017, 

como requisito para ingresar a la Academia Malagueña de Ciencias y que 
posteriormente se publicó en https://dialnet.unirioja. es. En su disertación, la doctora 
habla de cómo el cine estereotipa los conceptos de archivos, y los papeles (funciones) 
que tiene el archivero dentro de la trama de diversas cintas cinematográficas de origen 
español, italiano y estadounidense, entre otros; así también, menciona los valores que 
el mismo cine le da a los documentos. 


Estructura del artículo 


El discurso comienza con palabras de agradecimiento que la Doctora Esther 
Cruces dirige a los académicos don Alfonso Asensi Marfil, doña María Pepa Lara 
García y a doña Mercedes Vico Monteoliva, y a los miembros de aquella Junta de 
Gobierno de la academia. 


169 


ización 


Organ 


ización 


Organ 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Posteriormente, trata cinco temas donde el asunto principal es cómo el cine 
describe a los archivos, y cómo define al personal que trabaja en estos recintos, 
los cuales son: Archivos, archiveros y el cine, Los archivos en el cine: el arcano, el 
misterio y el poder, El papel de los archiveros en el cine, Qué son, para qué sirven y qué 
se hace en los archivos en las películas, y Los valores de los documentos. 


Al final indica las referencias bibliográficas y recursos web consultados. 
Contenido 


En el primer tema Archivos, archiveros y el cine, la autora del artículo 
comenta que en las películas, los archivos son como lugares misteriosos, porque son 
relacionados con el arcano.' y que los archiveros son “seres algo extravagantes”, por 
ser los custodios de la información y de todos los secretos que guardan los documentos 
de los archivos. También habla de que en la mayoría de las cintas cinematográficas, el 
papel de archivero es masculino y el de las bibliotecas es femenino, por lo que denota 
una clara falta de equidad de género, ya que, por medio de las películas, las personas 
se dan idea de cómo es tal o cual papel, y se puede pensar que en los archivos sólo 
trabajan personas del sexo masculino, cuando en la realidad, tanto en los archivos 
como en las bibliotecas, trabajan personas de ambos sexos. En este tema también 
es importante destacar la definición que se hace de archivo: ”...los archivos registran 
decisiones, acciones y memoria. Constituyen un patrimonio único e irremplazable que 


1 1. Adj. Dicho especialmente de una cosa: Secreta, recóndita, reservada. 2. m. 
Secreto muy reservado y de importancia. 3. m. Misterio, cosa oculta y muy difícil 
de conocer. Web bibliografía: Real Academia de la Lengua: https://dle.rae.es/ 
arcano+f:—:text=Dicho%20especialmente%20de%20 una%20cosa,muy%20 
reservado%20y%20de%20importancia%20. Con-sultado el 28 de septiembre 
de 2021) 
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se trasmite de generación en generación...”? y resguardan los documentos que son 
parte de la memoria individual y colectiva. Así pues, los archivos de las instituciones 
públicas son los responsables de la conservación del patrimonio documental de éstas. 


En Los archivos en el cine: el arcano, el misterio y el poder, la doctora Esther 
hace referencia a que la ubicación de los archivos son lugares oscuros, fríos y muchas 
veces instalados en los sótanos de los edificios. También dice que los archivos más 
representados en los filmes, son los archivos de la Administración Pública, pues son 
considerados las instituciones esenciales para buscar documentos de los organismos 
vinculados a ella, como los archivos de la policía, los archivos judiciales y los archivos 
nacionales, entre otros. Otro asunto de importancia que trata la autora es la seguridad 
que el séptimo arte representa en los archivos, haciéndolos ver como lugares a la vez 
inaccesibles, pero también donde el protagonista o héroe de la trama puede localizar 
lo que busca en un abrir y cerrar de ojos. Dos cosas que resultan incoherentes porque, 
en primer lugar, siendo los archivos responsables de salvaguardar el patrimonio 
documental de las instituciones y de los individuos, debe haber ciertos protocolos 
de seguridad y de conservación de la documentación; y, en segundo lugar, sin los 
instrumentos de control y consulta adecuados, sería muy difícil, para las personas que 
no trabajan en un archivo, localizar algún documento. 


El papel de los archiveros en el cine, aquí la doctora Cruces denota las 
características que tienen los archiveros en las películas cinematográficas: son ”... 
personajes un tanto chiflados, rodeados de montañas de documento...” desempeñando 
esta función ”...como castigo y para expiar sus pecados, que suelen estar relacionados 


2 Declaración Universal sobre los Archivos Web bibliografía: Consejo Internacional 
de los archivos: https://www.ica.org/sites/default/files/UDA_ June2012_press_ 
SP.pdf. Consultada el 28 de septiembre de 2021. 
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con ser alguien díscolo...” por lo que ”...su lugar de trabajo no puede ser otro que un 
sótano...”. Y aunque no son personajes importantes, suelen ser los que facilitan el 
documento vital para el desenlace de la trama; ya que son las personas conocedoras 
del asunto o de la información que requiere el héroe para solucionar la trama de la 
película. Son mostrados como hábiles conocedores de su trabajo, inteligentes y bien 
informados. Lo que en la actualidad se traduce a que una persona responsable de un 
archivo, y sobre todo, de un archivo institucional, debe ser multidisciplinario, es decir, 
que además de conocer de archivos, debe tener conocimientos en el ámbito legal, 
tecnológico y administrativo. 


En el penúltimo tema, Qué son, para qué sirven y qué se hace en los archivos 
en las películas, se hace referencia al ciclo vital de la documentación, donde la 
autora menciona que existen archivos de oficina (de trámite), archivos centrales (de 
concentración) y archivos históricos de muy diversos tipos. Y que en el cine los que 
más se mencionan son los de oficina. También identifica otro estereotipo que el cine 
hace de los archivos: ”...la eliminación de los documentos para ocultar, borrar, eliminar 
pruebas, acciones, conductas e, incluso, pensamientos.” Aquí también se hace 
referencia a los principios y técnicas para la organización, clasificación, descripción, 
servicio, custodia y conservación de los documentos, y que los archiveros debemos 
implementar en nuestros archivos. Pero en los filmes se observa que los protagonistas 
también ”...saben cómo se organiza la documentación que buscan, cómo está colocada 
y dónde, aparentar dominar las técnicas de la identificación y de la descripción,... que 
parece indicar que esto de los archivos es algo fácil...” Otro aspecto a recalcar en este 
tema, es que la doctora Cruces habla sobre la custodia y la conservación como pilares 
básicos de la gestión de archivos, que tiene que ver con el acceso, la confidencialidad, 
la protección de datos y la salvaguarda de los secretos oficiales; en el séptimo arte, 
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describen a los archivos como lugares misteriosos cuidados por un guardián severo, 
incorruptible o de bruscos modales; pero a la vez, el protagonista es capaz de acceder 
al archivo sin ningún problema. En la actualidad, con las leyes de transparencia y 
acceso a la información, esto último es posible, siempre procurando la protección de 
los datos personales. 


Y, por último, los valores de los documentos. 
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Reflexiones en torno a convivencias de los menores 
con su progenitor no custodio en tiempo de pandemia 
COVID-19 


Juez Ma. Isabel Gómez Hernández 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Imp-Inv de este compendio 
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Cláusula rebus sic stantibus. Aplicación en México por la 
pandemia generada por la covid-19 


Juez Mtro. Francisco Jaramillo Mejía 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Bi-Cla de este compendio 
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Sobre el virus pandémico de nuestros días y un intento de 
homicidio 


Mtro. Israel González Ramírez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Fam-Hom de este 
compendio 
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Consecuencias del incumplimiento de la responsabilidad 
parental. Propuesta de modificación de los artículos 497 
y 500 del código civil del Estado de Guanajuato 


Magistrado Eloy Zavala Arredondo 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Imp-Inv de este compendio 


183 


Patria potestad, pérdida de 


Patria potestad, pérdida de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


184 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los estándares de prueba en los supuestos de pérdida de 
la patria potestad 
Dos paradigmas probatorios 


Juez Mtro. Daniel Delgado Ávila 
Introducción 


n el marco del debate filosófico en torno a la posibilidad de que la verdad de 
los hechos pueda o deba ser buscada en el proceso, suele distinguirse entre 
procesos que facilitan la búsqueda de la verdad y los que la dificultan. 


Últimos en los que es especialmente difícil localizar la verdad de las aserciones 
de las partes por variadas razones que la complican: existencia de múltiples normas 
que establecen la exclusión de pruebas, las actividades probatorias de las partes, 
los poderes probatorios del juez; todo ello debe ser valorado por el juez acorde a su 
discrecionalidad racional.* 


1 Vid. in extenso Taruffo, M.: Páginas sobre justicia civil. 1ra. Ed. . Madrid, 2009; 
pp. 416 y 417. 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación (en adelante “la Corte”), determinó 
que en el ámbito probatorio? el principio de interés superior de la niñez impone a 
los órganos jurisdiccionales el deber de recabar de oficio las pruebas que consideren 
necesarias, analizar todo el material probatorio que se encuentre en autos y no dejar 
de valorar algún elemento que pudiere resultar perjudicial para la infancia. 


Con ello, la Corte tomó la postura consistente en que los juicios en los cuales se 
determinen los derechos de niñas, niños y adolescentes (en adelante NNA), alcanzar la 
verdad es un valor fundamental del proceso. 


El problema se presenta cuando, una vez desahogadas las pruebas ofrecidas 
por las partes y las recabadas oficiosamente por el Juez, es necesario elegir cuál de 
las descripciones de los hechos narrados por las partes recibe de las pruebas un grado 
adecuado de confirmación lógica; es decir, las pruebas atribuyen a cada hipótesis 
posible un grado diferente de confirmación, y la elección racional conduce a privilegiar 
la hipótesis que adquiere un mayor grado de confirmación. 


Aquí es donde aparece la principal función de los estándares de prueba, 
como un elemento que auxilia al juzgador a determinar la adecuación del grado de 
confirmación que se debe tomar en cuenta al resolver un litigio, mismos que en 
Ocasiones se encuentran establecidos por los sistemas procesales mediante norma 
expresa, o bien en precedentes judiciales. 


2 Décima Época, 2003069, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro XVIIl, Marzo de 2013, Constitucional, 1a./J. 30/2013 (10a.), 
página 401. 
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En el proceso civil mexicano usualmente no existen reglas que exijan un 
determinado umbral de confirmación probatoria de los enunciados sobre los hechos; 
sin embargo, la fijación de un estándar probatorio en materia de causales de pérdida 
de la patria potestad es una de esas excepciones que han ocupado especial atención 
de la Corte. Es por ello, que el presente trabajo tiene como finalidad describir la línea 
jurisprudencial que se ha seguido de la quinta a la décima época en el tema anotado y 
realizar un análisis crítico. 
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Il. El concepto de estándar de prueba en la epistemología jurídica 


ara Larry Laudan,? la epistemología jurídica como área de estudio está 

comprendida medularmente por dos partes. Por un lado, el núcleo duro en el que 

el interés se centra en aminorar la probabilidad de un juicio erróneo, entendido 
este último como falso, y cómo hacer para que esos errores sean tan improbables 
como lo permita la evidencia. 


Por otro lado, existe un núcleo débil que, aunque también se centra en 
el control del error, sus motivos no derivan de su relación con la verdad ni con la 
reducción de éste, sino de una decisión política según la cual cierto tipo de errores 
son peores o menos aceptables que otros. Es en este último escenario donde entra 
la idea de un estándar de prueba, mismo que tiene como finalidad: “(...) indicar al 
investigador o a aquel que se está cuestionando, cuándo está autorizado a considerar 
algo como probado, esto es, cuando la relación entre la prueba o las premisas justifica 
la aceptación de la conclusión como probada para los propósitos pretendidos (...).”* 


Para Marina Gascón: ”(...) los estándares de prueba son los criterios que 
indican cuando se ha conseguido la prueba de un hecho; o sea, los criterios que indican 
cuando está justificado aceptar como verdadera la hipótesis que lo describe (...).”* 


3 Cfr. Laudan, L..: Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un 
estándar. En revista Doxa. Cuadernos de filosofía del derecho. No. 28. Alicante. 
2006; p. 102. 

4 Cfr. Laudan, L..: Por qué un..., p.104. 

5 Gascón, M.: Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba objetivos. 
En revista Doxa. cuadernos de filosofía del derecho. No. 28. Alicante. 2006; 
p.108. 
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Es importante destacar que la determinación del grado de probabilidad o de 
certeza que se requiere para que pueda darse por probado un hecho, dependerá de 
consideraciones epistemológicas, pero sobre todo de criterios de tipo político. 


Así, desde el punto de vista epistémico, se requiere un grado de probabilidad 
mínimo, y desde el enfoque político, el estándar de prueba: ”(...) establece una 
determinada distribución del error, y una distribución del error que supone una 
determinada elección (político — valorativa) sobre la intensidad con que deben ser 
garantizados los derechos o intereses afectados por cada uno de los errores posibles 


(Jos 


6 Gascón, M.: Sobre la posibilidad ..., p.130. 
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ll. El concepto tradicional de pérdida de patria potestad y su 
estándar de prueba en la jurisprudencia 


n la contradicción de tesis número 21/2006, suscitada entre la Primera y la 
Segunda Sala de la Corte, fue fijado el principal precedente judicial en relación 
a la naturaleza jurídica de la patria potestad. 


En el citado procedimiento constitucional se definió a la patria potestad como 
una garantía institucional, que en su dimensión individual, es un derecho subjetivo 
público del paterfamilias frente a intromisiones injustificadas en la custodia, 
educación, formación y administración de los bienes de su descendencia. 


De ahí que la Corte sostuvo que la pérdida de la patria potestad tiene 
la naturaleza de una sanción o “pena de carácter civil”,” pues constituye un acto 
coercitivo que priva al destinatario de la norma de un bien, dado que no se le permitirá 
en lo sucesivo ejercer sus derechos derivados de ella, como el custodiar y educar a sus 
hijos, además de ser una consecuencia directa de una conducta de incumplimiento de 
obligaciones derivadas de la relación paterno filial. 


Por lo que toca al estándar de prueba, para decidir los casos en que se 
solicita la pérdida de la patria potestad, actualmente solo existe una tesis obligatoria 
integrada por reiteración de criterios que, según su genealogía, fue publicada como 


7 Vid. la tesis jurisprudencial identificada bajo el rubro: “Patria potestad. El 
supuesto normativo que impone su pérdida por abandono injustificado del 
hogar conyugal por más de 6 meses, es una sanción civil que transgrede el 
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano”, 
correspondiente a la Época novena. Registro: 1011785. Instancia: Pleno. Tipo 
de tesis: Jurisprudencia. Fuente: Apéndice 2011. Materia Constitucional - Civil. 
Número 493. Página 1573. 
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jurisprudencia en el apéndice al Semanario Judicial de la Federación del año de 1985, 
aunque su primer precedente data de 1970. Por su importancia, a continuación, se 
transcribe el texto: 


"Patria potestad, pruebas para la pérdida de la. Como la condena a la 
pérdida de la patria potestad acarrea graves consecuencias, perjudiciales 
tanto para los hijos como para el progenitor, para decretarla, en los 
casos excepcionales previstos en la ley, se requiere de pruebas plenas 
e indiscutibles, que sin lugar a dudas hagan manifiesta la justificación 
de la privación.” 


Del anterior precedente judicial se advierten varios elementos que deben 
tomarse en consideración al momento de decidir un caso en que se solicita la pérdida 
de la patria potestad. 


El primero consiste en que las pruebas que sostienen la hipótesis del actor deben 
ser plenas e indiscutibles. La primera de estas propiedades obliga a descartar todas 
aquellas pruebas indirectas que por sí solas resultaran insuficientes para acreditar 
las causales?, tales como los indicios o las presunciones. La segunda cualidad, indica 
que los medios de prueba no pueden ser discrepantes o contradictorios entre sí para 
demostrar el hecho que se invoca como causa de pérdida de patria potestad, de tal 
suerte que si algunos de ellos apuntan hacia una versión diferente de la forma en que 
ocurrió el hecho, la conclusión obtenida sería discutible, con lo que no se colmaría el 
umbral probatorio requerido. 


8 En este sentido, existen diversas tesis sostenidas por la Tercera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación que señalan la imposibilidad de 
decretar la pérdida de la patria potestad únicamente con la confesión ficta o 
presunciones, inclusive en algunos casos se determinó insuficiente la prueba 
testimonial para tal efecto. 
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En segundo lugar, la expresión: que sin lugar a dudas hagan manifiesta, denota 
que para la Corte las pruebas desahogadas deben generar un grado de confirmación 
absoluto, equivalente inclusive, a la certeza. 


En efecto, si este estándar de prueba se compara con otros existentes en 
el sistema jurídico mexicano desde el punto de vista de la probabilidad, tomando 
como referencia el binomio conocimientolignorancia de los hechos en un juicio, el 
más allá de toda duda razonable del derecho penal, equivaldría a 0,9 ; la prueba clara 
y convincente, que usualmente se utiliza en áreas como el derecho administrativo 
sancionador o ciertos supuestos del derecho laboral, al 0,75; y la probabilidad 
prevaleciente, que es el común al derecho civil patrimonial y mercantil, al 0,5. 


En este orden de ideas si representáramos numéricamente el grado de 
confirmación que requiere la hipótesis de quien demanda la pérdida de la patria 
potestad bajo el criterio actualmente obligatorio, este equivaldría a un 1.00, es decir, 
un estándar de prueba de certeza absoluta que inclusive supera el establecido en 
materia penal, pues no se exige únicamente que la versión de los hechos del actor se 
sostenga más allá de toda duda razonable, sino que inclusive, no exista duda alguna 
en el juzgador en relación a su ocurrencia. 


Un tercer elemento a considerar, es que el estándar probatorio de certeza 
absoluta resulta aplicable a cualquier juicio en que se demanda la pérdida de la patria 
potestad, sin importar el tipo o la naturaleza de los hechos que se pretenden probar, 
pues la Corte no realizó distinción alguna en la tesis. De tal suerte que los hechos 
de un juicio en el que se ventilan abusos sexuales o violencia contra la infancia, 
serán valorados bajo el mismo umbral que otro en el que los enunciados a probar ser 
refirieran; por ejemplo, al incumplimiento en el pago de la pensión alimenticia. 
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Finalmente, es importante destacar que en la propia jurisprudencia la Corte 
determinó que el estándar probatorio encontraba su justificación en las graves 
consecuencias perjudiciales que la pérdida de la patria potestad acarreaba no solo 
para los hijos, sino también a los padres, lo que hace patente que el elevar a certeza 
absoluta el grado de confirmación de la hipótesis de quien demanda la pérdida de la 
patria potestad, tuvo por objetivo proteger tanto los derechos del infante como los del 
progenitor demandado. Esto es acorde con la ideología imperante en aquella época en 
torno a la naturaleza y funciones de las causales de pérdida de la patria potestad, que 
la configuraban como una sanción o pena de carácter civil, cuya procedencia requería 
del más exigente de los estándares de prueba en el sistema jurídico mexicano, dado 
que traería como consecuencia graves afectaciones y pérdidas de derechos tanto a 
quien la ejerce como al NNA en cuestión. 


De lo expuesto se advierte que la protección y defensa de los derechos de la 
infancia nunca tuvo un papel central para la Corte al momento de fijar el concepto, 
funciones y causas de pérdida de patria potestad, pues las interpretaciones 
tradicionales se orientaban a la protección de los derechos de las NNA en forma 
equivalente a los derechos de los padres, o bien conjuntamente otro tipo de valores 
como la familia entendida en un sentido tradicional o el orden público.* 


9 En este sentido véase, Cossio, J. Los tiempos de la familia. En periódico 
el país. 18 de noviembre de 2015. Consultable en: https://elpais.com/ 
internacional/2015/11/18/mexico/1447876591_103189.html. Ultima consulta el 
25 de febrero de 2019. 
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1Il. El nuevo concepto de pérdida de patria potestad y la 
permanencia del estándar de prueba tradicional. El amparo 
directo en revisión 348/2012 


a aplicación obligatoria del principio de interés superior de la niñez, así como la 

protección dentro del seno familiar a otros grupos en condiciones de vulnerabilidad 

en virtud de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de junio de 
2011; además del control difuso de convencionalidad y constitucionalidad, obligaron 
a la Corte a revisar la doctrina jurisprudencial del derecho de familia sostenida hasta 
esa fecha, para incorporar nuevas instituciones y adaptar las tradicionales al novedoso 
paradigma constitucional. 


El punto de quiebre de la línea jurisprudencial que configuraba a la patria 
potestad como una sanción, lo constituye la sentencia pronunciada en el amparo 
directo en revisión 348/2012 radicado en la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.*" 


En la ejecutoria referida, la Corte determinó que con la introducción en el texto 
constitucional del interés superior del menor de edad, los tribunales debían abandonar 
la vieja concepción de la patria potestad como un poder omnímodo sobre los hijos, 
para configurarla no como un derecho del padre: ”(...) sino como una función que se les 


10 Este precedente judicial finalmente integraría la jurisprudencia por reiteración 
de criterios 1a./J. 50/2016 (10a.), que apareció publicada en la página 398 del 
Semanario judicial de la Federación correspondiente al mes de octubre de 2016 
bajo el rubro: Privación de la patria potestad. su función como medida protectora 
del interés superior del menor. 
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encomienda a los padres en beneficio de los hijos y que está dirigida a la protección, 
educación y formación integral de los hijos, cuyo interés es siempre prevalente en la 
relación paterno filial (...)."* 


De esto último, la Corte obtuvo como conclusión que, a la luz del interés 
superior de la infancia, la privación de la patria potestad ya había perdido el carácter 
sancionador que tradicionalmente se le había atribuido, para configurarse en la 
actualidad como una medida protectora de los intereses de las NNA que opera cuando 
los padres realizan conductas que puedan poner en peligro su integridad o formación. 


De igual manera, estableció que para determinar la privación de la patria 
potestad, los tribunales debían atender en forma preferente al interés superior 
del menor de edad, al que se encontraban subordinados los derechos que pudieran 
corresponder a sus padres, los que en ningún caso serían preponderantes. 


Si bien la Corte en el precedente en cita modificó sustancialmente el concepto 
y funciones de la privación de la patria potestad para ajustarlo al nuevo paradigma 
constitucional de protección de derechos de NNA, mantuvo el estándar de prueba 
tradicional de certeza absoluta, tal como se desprende de la siguiente cita de la 
ejecutoria en análisis: 


“(...) Asimismo, y ante una medida de tal gravedad, los órganos 
jurisdiccionales deben probar en forma plena y convincente que ha 
ocurrido un efectivo y voluntario incumplimiento por parte de los padres, 
así como establecer el alcance y gravedad de los incumplimientos 


11 Vid. la página 59 de la ejecutoria dictada dentro del amparo directo en revisión 


348/2012,  consultable en:  http:/ivwww2.scin.gob.mx/ConsultaTematica/ 
PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntolD=136071. Última consulta el 25 de 
febrero de 2019. 
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imputados y las circunstancias concurrentes como decisivas para 
poder atribuir las consecuencias negativas de las acciones y omisiones 
denunciadas (...).” 


De lo expuesto hasta aquí se concluye que en relación a la naturaleza 
y funciones de las causas de pérdida de la patria potestad, se produjo un quiebre 
sustancial en la línea jurisprudencial, pues se dejó de conceptualizarla como un poder 
o derecho subjetivo de padre y madre sobre su descendencia, para concebirla ahora 
como una función dirigida a la protección prevalente de los intereses del NNA y no de 
sus padres, sin carácter sancionador. 


A partir de su emisión, este criterio ha orientado todas las decisiones de la 
primera sala, a grado tal que en octubre de 2016 logró el número de precedentes 
necesarios para integrar jurisprudencia. 


Pese a este cambio radical en el entendimiento de las causales de pérdida de 
patria potestad, en ese momento la Corte no examinó el impacto que esto traería 
en el estándar probatorio necesario para dar por probadas las hipótesis de quien las 
invocaba, pues como ya se ha expuesto, básicamente reiteró el umbral de suficiencia 
probatoria que exigía la existencia de prueba plena, y con ello, de certeza absoluta. 


El amparo directo en revisión 390/2013 es un precedente judicial en que la 
Corte expresamente se ocupó de fijar un estándar probatorio para las causas de 
privación de patria potestad. Fue fijado en la sentencia emitida por la Primera Sala en 
el amparo directo en revisión 390/2013. 
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En esta sentencia, entre otras cosas, la Corte examinó el artículo 373 fracción 
VI del Código Civil del Estado de Veracruz, para determinar si era contrario a los 
principios de proporcionalidad, interés superior del menor, y protección a la familia, al 
establecer que la patria potestad se pierde cuando quien la ejerce sea condenado por 
la comisión de un delito doloso en el que la víctima sea el infante. 


Al respecto, la primera sala determinó que no era correcto interpretar la norma 
en el sentido de considerarla aplicable automáticamente ante la comisión de cualquier 
ilícito sin distinguir su naturaleza, por lo que se debía realizar una interpretación 
conforme al interés superior de la infancia: ”(...) si de las circunstancias en las que 
se comete el ilícito en cuestión al juzgador le surge una duda razonable respecto a 
si con la comisión de dicho ilícito se comprueba que el progenitor ha sido falto a su 
obligación de cuidado y búsqueda del bienestar del menor, entonces la sanción de 
pérdida de patria potestad no debe aplicarse (...).”*? 


En nota a pie de página de la sentencia que se comenta, la propia Corte 
determinó que en este caso la duda razonable debe entenderse como un principio 
orientador para la valoración de pruebas en juicio, las cuales deben demostrar las 
mayores probabilidades a ser ciertas del hecho que imputan, por lo que, de no ser así, 
no demuestran la realización del hecho más allá de toda duda razonable. 


Finalmente, la Corte invocando la sentencia que contiene el criterio tradicional 
de estándar probatorio equivalente a certeza absoluta, señaló que para decretar la 
pérdida de la patria potestad: ”(...) deben demostrarse pruebas plenas e indiscutibles 


12 Véase la página 23 de la ejecutoria dictada dentro del amparo directo en 


revisión 390/2013, consultable en: http://www2.scjn.gob.mx/Consulta Tematica/ 
PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntolD=148198. Ultima consulta el 25 de 
febrero de 2019. 
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para sancionar sólo en los casos excepcionales, por lo que si no existe esa prueba 
plena e indiscutible o de existir se tenga la duda razonable de que la misma en realidad 
no muestra de forma contundente el incumplimiento del progenitor, entonces no es 
procedente decretarla pues se pueden ocasionar mayores perjuicios que beneficios a 
los intereses y derechos de los menores involucrados (...).”*? 


13 Vid. Página 23 de la ejecutoria..., 
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IV. El nuevo estándar probatorio en las causales de pérdida 
de patria potestad por violencia sexual. Importancia y 
trascendencia del caso 


a línea jurisprudencial que fijaba el umbral probatorio para decretar la pérdida 

de la patria potestad en “certeza absoluta” fue interrumpida expresamente por 

la Corte en el amparo directo en revisión 3797/2014,** para los casos en que se 
alegan abusos contra NNA. 


El trámite del citado proceso constitucional se originó en un juicio familiar en 
el que se demandó la pérdida de la patria potestad con motivo de agresiones sexuales 
cometidas por el padre en agravio de su hija menor de edad, por lo que al calificar si se 
cumplían los requisitos de importancia y trascendencia para admisión del recurso, la 
Corte estableció que el análisis del caso permitiría fijar criterios de relevancia para el 
orden jurídico nacional relacionados con la incidencia del interés superior del niño en el 
estándar de prueba, para declarar probada la existencia de conductas que involucran 
alguna clase de abusos sexuales en juicios por pérdida de patria potestad. 


La importancia del caso fue tal, que a pesar de que ordinariamente el amparo 
directo en revisión es improcedente en contra de la apreciación de las pruebas en 
juicios donde se involucren derechos de menores de edad por tratarse de un tema de 
mera legalidad, la Corte determinó que en el caso, se estaba en uno de los supuestos 
de excepción a esta directiva, pues las cuestiones probatorias que se ventilaban en el 
juicio si revestían un cariz constitucional. 


14 Vid. ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014 consultable 
en: http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub. 
aspx?AsuntolD=1695509. Última consulta el 25 de febrero de 2019. 
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En la ejecutoria que se comenta, la Corte precisó que si la pérdida de la patria 
potestad es una medida protectora de la infancia en situaciones extremas, el deber 
de protección de la niñez contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental o 
sexual mientras el niño se encuentre bajo la custodia de sus padres, contenido en los 
artículos 12.2 y 19.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño, también estará 
a cargo de las autoridades jurisdiccionales, con independencia de que el legislador 
hubiere cumplido con esas obligaciones en sus respectivos ámbitos de competencia. 


Por tanto, la ausencia de medidas legislativas que establezcan reglas 
específicas sobre el estándar para tomar decisiones probatorias en casos de niños 
que afirman haber sido víctimas de abusos sexuales: “(...) no debe ser un obstáculo 
para que los jueces protejan en la mayor medida posible los derechos fundamentales 
de los menores con apoyo en los poderes normativos y estrategias interpretativas que 
tengan a su alcance (...).”** 


Sí el lineamiento previamente anotado se lee en términos de las obligaciones 
dirigidas a los congresos locales, se concluye que la fijación en los códigos de uno o 
varios umbrales probatorios para decidir sobre la privación de la patria potestad en 
los casos que involucran abusos contra la infancia, es una medida que se alinea en 
la mejor protección de los derechos de este grupo, en especial, del contenido en los 
artículos 12.2 y 19.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 


15 Ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014..., p. 51. 
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Si la misma directiva se interpreta ahora a la luz de los deberes correspondientes 
a las autoridades jurisdiccionales, se sigue que al momento de decidir sobre la privación 
de la patria potestad, quien juzga deberá precisar el origen del estándar de prueba 
utilizado, ya sea que se encuentre establecido en ley, jurisprudencia o hubiere sido 
construido con base en las estrategias interpretativas a su alcance. 


Por otra parte, para el caso de que el legislador hubiere decidido establecer 
un determinado estándar probatorio para la procedencia de las causales de pérdida 
de patria potestad, en ejercicio del control difuso de constitucionalidad sobre los 
códigos locales, el tribunal se encuentra obligado a examinar y modular en el ámbito 
de sus respectivas competencias, la compatibilidad de tal parámetro con el interés 
superior de la niñez y de resultar contrario al mismo, inaplicar el estándar probatorio 
legalmente establecido y sustituirlo por uno que sea compatible con la protección y 
defensa de los derechos de la infancia. 


En el amparo directo en revisión 3797/2014, la Corte retoma la doctrina 
especializada en materia de razonamiento probatorio para establecer que en las 
decisiones probatorias existen dos tipos de errores: declarar como probada una 
hipótesis falsa (falsos positivos), o bien, declarar no probada una hipótesis verdadera 
(falsos negativos). 


Así, la Corte señaló que la función de los estándares de prueba en un sistema 
jurídico consiste en distribuir el error en las decisiones probatorias para: ”(...) incidir 
sobre la intensidad con la que se protegen los intereses o los derechos potencialmente 
afectados por esos errores al elevar por encima del mínimo exigido por la racionalidad 
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epistemológica el nivel de confirmación que se requiere para dar por probado un hecho 
en función precisamente de los intereses o derechos en juego en cada tipo de proceso 


(006 


Al trasladar este esquema a un proceso civil que tiene por objeto determinar 
si el padre de un NNA ha dado lugar a una causal de pérdida de patria potestad, 
la Corte estimó que bajo la visión tradicional de la privación de la patria potestad 
que se concebía como una pena civil, era congruente exigir un estándar de prueba 
clara y convincente conforme al cuál se decretaría solo cuando estuviere sólidamente 
confirmado que el padre realizó la conducta, pues con ello se disminuiría el riesgo 
de declarar probada la causal cuando en realidad el padre no hubiere realizado la 
conducta alegada (condenar a padres inocentes). No obstante, también aumentaría 
la probabilidad de cometer el error de no declarar probada la causal a pesar de que el 
padre haya realizado los comportamientos que le son imputados (absolver a culpables). 
En este sentido, la Corte concluyó que en lo que se refiere a la distribución del riesgo 
de cometer errores, este estándar probatorio considera que los intereses de los padres 
merecen mayor protección que los de NNA. 


Precisado lo anterior, la Corte determinó que bajo el nuevo entendimiento de la 
privación de la patria potestad como una medida protectora del interés superior de los 
NNA, se impone la exigencia de que: ”(...) en los procesos civiles cuando se demanda 
la pérdida de la patria potestad que ejerce uno de los padres a partir de ciertos hechos 
que comportan algún tipo de abuso hacia el menor, se adopte el estándar de prueba 
de la probabilidad prevaleciente (...).”?” A decir de la Corte, bajo este último estándar 
de prueba que no es particularmente exigente, basta que se establezca el nivel mínimo 


16 Ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014..., p. 57. 
17 Ejecutoria del amparo directo en revisión 3797/2014..., p. 93. 
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de confirmación racional para dar por probado un hecho, con lo que se ofrece igual 
grado de protección tanto a los derechos o intereses tanto de padres como de hijos, 
minimizando la probabilidad de absolver a padres culpables de abusos contra sus hijos. 


Con el criterio reseñado previamente, la Corte alteró sustancialmente la línea 
jurisprudencial que había sostenido hasta esa fecha en lo que respecta al estándar 
probatorio aplicable a las causales de pérdida de patria potestad. 


La primera modificación surge de la necesidad que tuvo la Corte de dar un 
tratamiento especial a las causas de privación de patria potestad que implican abuso 
físico o mental contra NNA, pues bajo el estándar de prueba tradicional, ciertamente 
resulta sumamente complicado probar conductas que usualmente se realizan en el 
ámbito de lo privado y que por tanto, no existen a la mano pruebas más allá del 
testimonio de las víctimas. 


Así, la línea jurisprudencial después de la resolución en cita, establece que 
la hipótesis expuesta por quien demanda la pérdida de la patria potestad, debe 
obtener de las pruebas un alto grado de confirmación, salvo que se trate de hechos 
constitutivos de abusos contra la infancia, en los que únicamente se requerirá un 
mínimo de confirmación racional bajo el estándar de la probabilidad prevaleciente. 


Un segundo punto parte de la distinción respecto al grado de protección que 
merecen los derechos o intereses en juego tanto de los padres, como de los NNA. 
En este sentido, la Corte invita a examinar los estándares de prueba exigidos para 
decretar la pérdida de la patria potestad, atendiendo a la conducta imputada y al 
tipo de interés o derecho que será afectado y no solo utilizar un mismo estándar 
probatorio, pues las conductas señaladas taxativamente por los códigos civiles o 
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familiares de las entidades federativas como constitutivas de la pérdida de la patria 
potestad, pueden traer afectaciones diversas a los derechos e intereses de padres 
o hijos dependiendo de su gravedad. Tal es el caso del incumplimiento de pago de la 
obligación alimentaria que por sí misma no tiene como consecuencia la privación del 
contacto entre padres e hijos. 


Finalmente, cabe mencionar que en México los jueces y tribunales actualmente 
siguen utilizando el estándar de prueba clara y convincente, más allá de toda duda 
razonable y certeza absoluta, para examinar la procedencia de la pérdida de la patria 
potestad para todo tipo de causales. Por lo que se hace necesaria no solo la difusión 
del precedente judicial examinado, sino también el análisis de los diversos estándares 
probatorios que actualmente existen, a fin de proporcionar elementos críticos a 
los jueces para determinar el estándar probatorio a utilizar para cada tipología de 
conducta, atendiendo a los derechos e intereses que serán afectados o desprotegidos 
con condenas o absoluciones, pues tradicionalmente nuestra cultura jurídica en el 
derecho privado ha sido ajena a tales discusiones. 
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Conclusiones 


rimera.- En el sistema jurídico mexicano actualmente coexisten dos estándares 
de prueba de creación judicial para decretar la privación de la patria potestad. 


El primero de ellos se fundamenta en la idea de que al ser la patria potestad un 
poder que se ejerce por el pater familias sobre los NNA, su pérdida constituye una 
sanción civil, y por tanto es necesario que los hechos se prueben plenamente y el 
estándar de prueba será de certeza absoluta. 


Mientras, el segundo estándar de prueba se basa en la nueva concepción de 
las causales de pérdida de patria potestad como función protectora de los derechos e 
intereses de la infancia, para tutelarlos es menos exigente, y se identifica como el de 
la probabilidad prevaleciente. 


Segunda.- Toda vez que la fijación de un estándar de prueba en materia de 
causas de privación de la patria potestad es un tema que puede ser analizado desde 
una perspectiva constitucional, todos los jueces y tribunales del país en los casos 
sometidos a su consideración, tienen la obligación de exponer el estándar de prueba 
que se utiliza al momento de absolver o condenar a la privación de la patria potestad, 
y en caso de que esté fijado legalmente, analizar su constitucionalidad a la luz del 
interés superior de NNA. 
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